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Resumen 

Conflictos de uso y tenencia en las áreas de Parques Nacionales Naturales: 

tensión entre los derechos constitucionales al medioambiente y los derechos de 

comunidades campesinas (Resolución 023 de 2015. Artículo 02)* 

 

*Descripción:  

La población campesina que habita y hace usos en las áreas de Parques Nacionales 

Naturales, tras los procesos históricos de ampliación de la frontera agropecuaria, se 

enfrenta a una limitada materialización de derechos, dadas las restricciones contempladas 

por el marco jurídico en materia ambiental. Lo anterior evidencia una tensión de derechos 

constitucionales entre aquellos propios de las comunidades campesinas (sujetos de 

especial protección constitucional) y el derecho colectivo al ambiente sano que se pretende 

materializar, entre otros instrumentos, con los parques nacionales naturales. Tras un 

análisis histórico y jurídico, en el presente documento se propone la búsqueda de una 

solución que permita la ponderación de los derechos en tensión y su realización, en la 

mayor medida posible. 

 

 

Palabras clave: campesinos, Parques Nacionales Naturales, tenencia, usos, 

conflicto socioambiental.  
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Abstract 

 

Conflicts of use and possession in the areas of National Natural Parks: tension 

between the constitutional rights to the environment and the rights of peasant 

communities 

 (Resolución 023 de 2015. Artículo 02)* 

 

*Descripción: The peasant population living and making use of areas of National Natural 

Parks, after the historical processes of expansion of the agricultural frontier, faces a limited 

realization of rights, given the restrictions contemplated by the legal framework in 

environmental matters. The above evidences a tension of constitutional rights between 

those of the peasant communities (subjects of special constitutional protection) and the 

collective right to a healthy environment that is intended to materialize, among other 

instruments, with the national natural parks. After a historical and legal analysis, this 

document seeks a solution that allows, to the greatest extent possible, the weighing and 

realization materialization of the pesant's rights in tension. 

 

 

Keywords: peasants, Natural National Parks, tenure, uses, socio-environmental 

conflict. 
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Introducción 

Los procesos históricos de ocupación del territorio colombiano han estado marcados por 

ciclos de colonización y posterior despojo; en la mayoría de los casos, estos privan a los 

colonos del acceso a la propiedad de la tierra que han trabajado y los obligan a ocupar 

tierras cada vez más alejadas de la frontera agropecuaria. 

 

Desde la primera mitad del siglo XVIII, se incentivaron procesos de colonización con el fin 

de atender la demanda de una incipiente economía exportadora de productos 

agropecuarios; con la promesa de entregarles la propiedad de la tierra, se motivó a los 

colonos y a los campesinos a ocupar tierras. Tal promesa fue incumplida y en su lugar, la 

tierra se adjudicó a empresarios territoriales que se valieron de sus mayores oportunidades 

económicas y políticas, conduciendo a los campesinos colonos a desplazarse fuera la 

referida frontera. 

 

Tal ciclo se repite hasta estos días y en algunos pasajes de la historia se ha tornado 

violento: no solo se priva a los campesinos de la propiedad de la tierra, sino que se les 

fuerza a abandonarla o se les despoja de la misma a través del uso de las armas, en el 

marco del conflicto armado colombiano. 

 

En ese lapso, se han proferido múltiples políticas públicas e instrumentos normativos sin 

que se haya resuelto el problema estructural de acceso de la población campesina a la 

propiedad de tierra. Ni el acuerdo de paz suscrito entre la guerrilla de las FARC y el Estado 

colombiano, que se ocupa en uno de sus puntos del conflicto agrario, ha sido 

suficientemente implementado, por lo que tal conflicto persiste hasta la actualidad. 

 

Por otro lado, desde la segunda década del siglo XX, principalmente, el Estado colombiano 

se ha percatado de la importancia de proteger algunas áreas con relevancia ambiental y 



16 Conflictos de uso y tenencia en las áreas de Parques Nacionales Naturales 

 
ha proferido normas y directrices de política orientadas a la declaratoria, protección y 

conservación de las mismas. 

 

En este contexto, surge la declaratoria de los parques nacionales naturales como áreas de 

máxima protección ambiental en las que se procura mantener en el mejor estado de 

conservación los objetivos ambientales allí existentes, restringiendo las actividades 

humanas, incluidas las agropecuarias, y limitando el régimen de ocupación en estas. 

 

Con ocasión de los ciclos de colonización y despojo antes enunciados, los campesinos se 

han visto obligados a ocupar áreas fuera de la frontera agropecuaria, dentro de las que se 

incluyen los actuales parques nacionales naturales, declarados desde la segunda mitad 

del siglo XX. 

 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, se consagró la triple dimensión del 

ambiente sano como principio orientador de todo el ordenamiento jurídico, derecho 

colectivo del cual gozan todos los habitantes del territorio y deber de protección que se 

encuentra a cargo del Estado y de todos los ciudadanos. 

 

La Carta también dispuso un ordenamiento programático que pretende la protección de los 

derechos de los campesinos, garantiza el acceso a la propiedad de la tierra y la dotación 

de servicios y bienes públicos que permitan realizar su proyecto de vida en condiciones de 

dignidad. 

 

En este sentido, la Corte Constitucional señaló que el campesino es sujeto de especial 

protección constitucional, dadas las condiciones de vulnerabilidad, pobreza y violencia a 

la que ha sido sometida tal población, además de su importancia en la garantía de la 

seguridad alimentaria del país; también indicó que el campo es objeto de especial 

protección debido a que constituye el espacio geográfico y cultural en el que se desarrollan 

las relaciones del campesinado. 

 

La población campesina que habita y hace usos en las áreas de Parques Nacionales 

Naturales, tras los procesos históricos de ampliación de la frontera agropecuaria antes 

esbozados, se enfrenta a una limitada materialización de derechos, dadas las restricciones 

contempladas por el marco jurídico en materia ambiental. Lo anterior evidencia una tensión 
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de derechos constitucionales entre aquellos propios de las comunidades campesinas 

(sujetos de especial protección constitucional) y el derecho colectivo al ambiente sano que 

se pretende materializar, entre otros instrumentos, con los parques nacionales naturales. 

 

Se configura entonces el conflicto de uso y tenencia en las áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales que tiene una dimensión constitucional relacionada con la tensión de 

derechos de comunidades campesinas (sujetos de especial protección constitucional) 

asentadas en el mencionado sistema y el derecho colectivo al ambiente sano que pretende 

garantizarse con la declaratoria de tales áreas. 

 

La Corte Constitucional solamente ha establecido algunos estándares jurisprudenciales 

relacionados con cada uno de los derechos situados en el extremo del conflicto, con lo cual 

no se ha logrado resolver la tensión. Por tal razón, en el presente trabajo se procura 

encontrar una alternativa jurídica constitucional valiéndose de la herramienta de la 

ponderación, que permita la realización de los derechos de las comunidades campesinas 

en la mayor medida posible, en el marco antes descrito. 

 

Para tal fin, el presente documento se divide en tres capítulos. En el primero, se estudian 

las condiciones históricas, políticas y jurídicas que dieron lugar a la apertura de la frontera 

agropecuaria y al asentamiento de poblaciones campesinas en las actuales áreas del 

Sistema de Parques Nacionales Naturales. En el segundo, se analizan los estándares 

jurisprudenciales relativos a la especial protección al campesino y al ambiente sano, con 

el fin de caracterizar la tensión constitucional. En el último acápite, se ponderan los 

derechos en tensión con el fin de procurar la armonización de los mismos, en el marco de 

la Constitución de 1991, buscando realizar en la mayor medida posible el goce de derechos 

fundamentales de las comunidades campesinas, garantizando la protección del ambiente 

sano que se pretende con la declaratoria de los Parques Nacionales Naturales. 
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1.  Colonización campesina y apertura de la 
frontera agropecuaria 

Comprender las razones históricas que generaron el proceso de ocupación campesina en 

los Parques Nacionales Naturales es fundamental para abordar el conflicto de uso y 

tenencia esbozado en la introducción de este documento. Entender que el poblamiento de 

dicho territorio obedece a los continuos ciclos de colonización y despojo de tierras a la 

población campesina es un elemento decisivo en la solución jurídica a la tensión de 

derechos constitucionales antes mencionada. 

 

En este capítulo, se aborda de manera general el conflicto relacionado con la tenencia de 

la tierra en Colombia, desde la Colonia hasta la actualidad, haciendo énfasis en los ciclos 

indicados. En cada periodo se analizan los instrumentos jurídicos y de política pública 

vinculados a la tenencia de la tierra rural en el país. 

 

La necesidad de estudiar la historia agraria en Colombia para el fin previsto en esta 

investigación es cuestión de gran relevancia, ya que permite evidenciar que la población 

asentada en los actuales parques nacionales naturales arribó a estas áreas tras continuos 

despojos; en consecuencia, constituye población vulnerable, víctima de empresarios 

territoriales, terratenientes, grupos armados e incluso del propio Estado que, a través de 

políticas públicas y regímenes jurídicos, vulneró sistemáticamente sus derechos y no les 

dejó alternativa distinta a la ocupación de las señaladas áreas. 

 

Se presentan, entonces, tres grandes periodos en los que se agrupan las principales 

razones históricas, jurídicas y de política pública vinculadas a la cuestión de la tenencia de 

la tierra en Colombia: desde la Colonia hasta inicios de la década de 1920, desde 1920 

hasta finales de 1980 y desde la Constitución de 1991 hasta los primeros años de 

implementación del acuerdo de paz suscrito entre el Estado colombiano y las FARC-EP. 

 

De entrada, es preciso afirmar que la cuestión en torno a la tenencia de la tierra constituye 

un eje estructural de la historia de Colombia. La inequitativa distribución de la tierra 
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ocasionada por la concentración excesiva de tal recurso1, así como la deuda del Estado 

en resolver los conflictos acerca de la propiedad rural son dos de los retos de mayor 

relevancia que enfrenta Colombia en procura de la consecución de paz y en la 

consolidación misma del Estado. 

 

Fajardo (2015, p. 365) indica que la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra son 

condiciones de viabilidad de la nación y en Colombia, han sido motor del origen del 

conflicto armado. En la formación de la sociedad colombiana, las élites han generado 

diversas formas de apropiación de los recursos y del control de la población, separando a 

las comunidades de sus tierras y limitando el acceso a la misma, combinando la violencia 

con políticas de apropiación y distribución de las tierras públicas. 

 

Factores económicos, políticos, jurídicos e ideológicos han afectado la formación de la 

estructura de la propiedad agraria en Colombia. Tales factores tienen antecedentes en los 

sistemas coloniales de repartición de la tierra, condicionados por las dinámicas de los 

mercados externos, los cuales a su vez han contribuido a la expansión de la frontera 

agrícola, a la excesiva concentración de la tierra y a dinámicas de desplazamiento de la 

población (Fajardo, 2014, p. 31). 

 

Los conflictos de tenencia y uso en los actuales parques nacionales naturales, 

consecuencia de la expansión de la frontera agropecuaria, tienen origen en el problema 

estructural de la propiedad de la tierra. De esta manera, comprender el conflicto 

socioambiental que se presenta en las áreas de Parques Nacionales Naturales ─que 

involucra a población campesina con limitado acceso a la formalidad en la tenencia de la 

tierra, con restricciones en los usos que pueden realizar en tales áreas y, en general, con 

una limitada materialización en sus derechos─ requiere un componente de análisis 

histórico que permita identificar las razones de orden general por las cuales tal población 

se asentó en los actuales parques nacionales naturales. 

                                                
 

1 Según el censo agropecuario (DANE, 2014), el 47 % de la población rural se encuentra en 
condiciones de pobreza, con escaso acceso a la propiedad de la tierra. Se calcula que los 
pequeños campesinos, aproximadamente 1,4 millones de familias, acceden a 1,5 millones de 
hectáreas, el 4,8 % de la tierra; mientras que el 41 % de las tierras está controlado por fincas de 
más de 500 ha y se encuentran en poder del 0,4 % de propietarios. 
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1.1 Desde la Colonia hasta 1920 

Previo a la llegada de los españoles a lo que actualmente es el territorio colombiano, las 

comunidades indígenas sedentarias que habitaban el territorio se concentraban 

principalmente en tierras altas, en los actuales departamentos de Cauca, Nariño y en la 

Cordillera Oriental, al norte de Bogotá. Tras su arribo, en el siglo XVI, los españoles se 

asentaron en zonas habitadas por las mencionadas comunidades, toda vez que allí se 

abastecían de mano de obra. También se ubicaron en lo que hoy es el departamento de 

Antioquia, atraídos por la explotación del oro, y en algunas zonas circundantes al río 

Magdalena, que les servían de puertos (LeGrand, 2016, pp. 15-16). 

 

Desde el siglo XVI, los españoles implantaron un modelo de haciendas y consolidaron 

grandes propiedades privadas cerca de los centros urbanos en los altiplanos, circundando 

los ríos y cerca de los puertos. Las mencionadas propiedades tenían origen en títulos 

otorgados por la Corona y en otros casos se trataba de apropiaciones de facto de tierras 

de los indígenas y de propiedad de la Corona (LeGrand, 2016, p. 16). 

 

Sin embargo, afirma LeGrand, a pesar de las propiedades privadas que fueron 

consolidando los españoles, la tierra donde tal situación se dio fue una mínima parte del 

territorio colombiano, pues dadas las condiciones geográficas del país, la mayor parte del 

mismo se encontraba inexplorado, tratándose legalmente de tierras que pertenecían a la 

Corona. 

 

Melo (2017, p. 62) describe el patrón de propiedad del campo durante la época de la 

Colonia como uno de tipo dual en el que, por un lado, se encontraban las grandes 

propiedades de los descendientes de los conquistadores y encomenderos, que 

principalmente se destinaban a la ganadería y que contaban con pocos trabajadores y, por 

otro lado, los resguardos, pequeños lotes entregados a las comunidades indígenas en los 

que se cultivaban los alimentos para las poblaciones vecinas. 

 

En el siglo XVII, el arzobispo virrey Antonio Caballero y Góngora describía la excesiva 

concentración de la tierra en pocas manos, que obligaba a la población campesina a 

movilizarse a zonas periféricas para evadir el control de las autoridades civiles y 
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eclesiásticas y para buscar tierra para cultivar, y de esta manera se generaban los primeros 

procesos de expansión de la frontera agropecuaria (González, 2003). 

 

A finales de la época de la Colonia predominaba el latifundio improductivo y la conversión 

de tierras en bienes de manos muertas, cuestiones que describía el virrey Guirior como 

factores de la miseria en el campo y que lo llevaron a proponer a la Corona una reforma 

agraria que distribuyera los latifundios improductivos a los campesinos sin tierra (Múnera, 

1998, p. 49). 

 

A comienzos del siglo XIX, en Colombia existían muchas zonas de frontera en tierras 

medias y bajas con predominancia de bienes baldíos inexplorados; y únicamente en las 

tierras altas de los Andes y zonas vecinas a los puertos principales se había consolidado 

parcialmente la propiedad privada. Sin embargo, en tal periodo, en Colombia no estaban 

claramente definidos los títulos de propiedad de la tierra, pues el Gobierno carecía de 

registro de las concesiones otorgadas en el periodo colonial y de datos sobre los bienes 

públicos (LeGrand, 2016, p. 16). 

 

Los historiadores coinciden en dividir en dos periodos la política agropecuaria y el proceso 

de colonización de zonas de frontera en el siglo XIX: el primero, comprendido entre 1820 

y 1870, en el cual los baldíos se utilizaron principalmente para el pago de la deuda pública 

externa, pago a militares por su participación en las guerras de independencia y en el 

intento de ampliar la frontera agropecuaria atrayendo migrantes extranjeros; el segundo, 

desde 1870 hasta finales de siglo, en el que se evidencia la ocurrencia de dos etapas de 

colonización de zonas de frontera: la primera, realizada por colonos pobres que no 

pudieron consolidar propiedad en los predios colonizados y la segunda, por parte de 

empresarios territoriales en las zonas previamente colonizadas por los primeros, quienes 

se hicieron a títulos de propiedad. 

 

Desde 1820, una vez Colombia se separó de España, se constituyó como República 

constitucional con tres ramas de poder público. Sin embargo, debido a las condiciones 

geográficas y las precarias vías de comunicación, tal sistema de gobierno era en la práctica 

casi inoperante, con la economía y la política muy fragmentada, razón por la cual cobraron 

gran importancia los poderes locales (LeGrand, 2016, p. 27). 
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A pesar de lo anterior, la responsabilidad de adjudicación de baldíos correspondía al 

Gobierno nacional, mientras que el Congreso de la República se ocupaba, a través de las 

leyes, de establecer los procedimientos mediante los cuales tales bienes saldrían del 

dominio de la Nación (LeGrand, 2016, p. 27). 

 

LeGrand (2016, p. 27) identifica dos tendencias contradictorias en la política de baldíos, 

originadas en la época de la Colonia y que marcarán la historia de la política agropecuaria 

nacional. Por un lado, aquella que pretende el crecimiento económico rural y la 

colonización, al dotar de tierra a costos mínimos a cultivadores que la trabajan y que por 

tal cuestión se hacen acreedores del título; y por otro lado, la que considera los baldíos 

como fuente de ingreso para el Estado y que propugna por vender tierra, en lugar de 

distribuirla a campesinos sin tierra. Esta última predominó en los primeros años de la 

República. 

 

En el periodo comprendido entre 1820 y 1850, la cuestión de la tenencia de la tierra giró 

en torno a la apropiación y concentración de tierras baldías adquiridas a través de bonos 

de deuda depreciados, tras el endeudamiento externo del Estado para el financiamiento 

de las guerras de independencia (Arango, 2014, p. 65). 

 

Al respecto, señala LeGrand (2016, p. 28) que la política de baldíos en la primera mitad 

del siglo XIX estuvo basada en la financiación de un Estado en quiebra y con la deuda 

externa más alta de los países suramericanos, tras la guerra de independencia. Esta 

cuestión, sumada a la escasez de ingresos por exportaciones y la constante inestabilidad 

política, condujo a considerar a los bienes baldíos como fuente de ingresos. 

 

En este periodo, Machado (2017, pp. 27-31) identifica tres modalidades fundamentales de 

entrega de baldíos: 1. asignación para pago de deuda pública, fundamentalmente 

mediante la colocación en el mercado de bonos; 2. otorgamiento de bienes baldíos a 

cambio de construcción de obras públicas y 3. entrega de baldíos para la ampliación de la 

frontera agrícola. 

 

Los latifundios crecieron en la primera mitad del siglo XIX a costa de los pequeños 

cultivadores, de los resguardos indígenas, abolidos formalmente por la Constitución de 

1821 y de las tierras baldías que fueron otorgadas por el Estado como recompensas 
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militares y que entregó en concesión en vastas extensiones, las cuales comienzan a 

utilizarse con fines especulativos y vinculadas al mercado financiero internacional (Guillén, 

2008, pp. 270-275). 

 

En este punto, es preciso referirse a lo señalado por la Constitución de 1821, que, en su 

artículo 3, ordenó la distribución de las tierras comunales de las comunidades indígenas a 

las familias particulares como propiedad privada, cuestión que reñía con la tradición 

indígena vinculada a la propiedad colectiva y a la agricultura comunal (Marquardt, 2011, 

pp. 135-137). 

 

En la segunda década de ese siglo, se destacó la Ley 13 de 1821, según la cual las tierras 

baldías se adjudicarían a quienes estuvieran trabajándolas, y se fijó un año de plazo para 

registrar la propiedad, pasado el cual las tierras revertirían a la Nación. A pesar de lo 

anterior, la mayor parte de los baldíos se concentraron en pocas manos, como se describe 

a continuación. 

 

En 1823, se destinaron 3 millones de fanegadas a fomentar la inmigración de labradores 

extranjeros, migración que no ocurrió; empresarios nacionales y extranjeros se apoderaron 

de tales tierras de bonos que el Gobierno recibía a valor nominal, pero que habían sido 

adquiridos con descuentos de hasta el 95 % (Arango, 2014, p. 68). A partir de este 

momento, se inició una fase de especulación con bonos de deuda pública que, junto con 

el corrimiento de cercas de baldíos por parte grandes propietarios, constituye el principal 

factor de concentración de la propiedad rural (Machado, 2017, p. 23). 

 

En 1826, el Congreso de la República destinó otro millón de fanegadas para promover la 

inmigración extranjera, la cual no ocurrió. En 1830, Simón Bolívar, ante el fracaso de tal 

política, ordenó, mediante decreto, la venta de tierras para colonización extranjera, para 

recibir en pago bonos de deuda pública. La justificación de tal acto era que, como la 

mayoría de detentadores de tales bonos eran extranjeros, supuestamente, al cambiarlos 

por baldíos, estos vendrían a poblar el país, por lo cual se fomentaría la agricultura de 

exportación (Arango, 2014, p. 68). 
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Los migrantes nunca llegaron y los bonos terminaron en manos de especuladores 

nacionales, quienes concentraron grandes extensiones de baldíos a lo largo del siglo XIX. 

Arango (2014, p. 69) destaca que las adjudicaciones de grandes extensiones territoriales 

se dieron a través de tales bonos, mientras que los baldíos adjudicados a los pequeños 

agricultores que trabajaban la tierra representaron menos del 10 % de lo entregado en 

propiedad.  

 

Desde 1830, según afirma LeGrand (2016, p. 28), los baldíos de la Nación cobraron gran 

relevancia para la financiación de la deuda pública. A partir de tal año, el Congreso de la 

República emitió bonos para ser redimidos por baldíos y así pagar deuda pública, pagar a 

militares y subsidiar la construcción de obras públicas. Al respecto, coincide Arango (2014, 

p. 69) en señalar que las leyes de 1838 y 1839 se constituyen en un viraje en la política de 

baldíos, la cual pasa del fracaso de promoción de la inmigración extranjera al fomento de 

pago de deuda pública. 

 

Los primeros bonos se colocaron en el mercado en 1838 y hubo varias más en los sesenta 

años siguientes. La dinámica de negociación de tales bonos permitía que no se cambiaran 

inmediatamente por baldíos, sino que se negociaran libremente en el mercado. De esta 

manera, quienes estaban interesados en tierras baldías adquirían bonos y luego 

solicitaban la entrega al Gobierno nacional, en la zona que desearan, sin que la ley fijara 

límite para el tamaño de la adjudicación, lo que posibilitaba la concentración de la 

propiedad (LeGrand, 2016, p. 29). 

 

Machado (2017, pp. 24-25) afirma que con la Ley de 1838 y el Convenio Ordóñez de 1845, 

se dio inicio al mercado de bonos de deuda, el cual permitió que prestamistas del Estado 

y especuladores financieros se hicieran adjudicar grandes extensiones de tierras a precios 

mínimos, lo cual generó que otros actores ─tales como casas de comercio exterior, 

mineros y comerciantes─ accedieran a tierras baldías acudiendo al mercado especulativo 

y adquiriendo bonos a bajo precio; posteriormente, estos eran cambiados por tierras 

públicas, cuyas adjudicaciones se hicieron con gran imprecisión en cuanto a los límites, 

cuestión que generaría conflictos posteriores de tenencia de tierras. 

 

Las leyes de 1843 y 1853 profundizaron el enfoque de la política pública de baldíos 

orientada al pago de la deuda externa. La primera estableció equivalencias entre dinero y 
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vales de deuda pública así: 2 pesos en dinero equivalían a 3 de deuda externa consolidada; 

existiendo el problema del bajo precio efectivo de venta de los baldíos, que implicaba la 

entrega de grandes cantidades de tierras. La segunda, autorizó al gobierno nacional a 

destinar la finca raíz, las minas de metales preciosos, los bienes baldíos y los créditos 

activos de la República al pago de la deuda externa (Arango, 2014, p. 69). 

 

En 1855 se concibió la idea de rematar la tercera parte del país, aproximadamente 30 

millones de hectáreas, incluido el subsuelo, con el fin de financiar la deuda pública. Para 

tal efecto, se suscribió un contrato con la compañía Saint Rose de Francia, para que esta 

hiciera la venta de las tierras. Aunque tal venta no ocurrió, la mencionada empresa recibió 

comisión de 640.000 fanegadas de tierra (Arango, 2014, pp. 70-73). 

 

A finales de la década de 1850, la deuda absorbía el 42 % de las rentas nacionales, por lo 

que a través de la Ley de mayo de 1859 se procuró el pago de la deuda externa y los 

intereses autorizando al Gobierno a renegociar la deuda, para lo cual se dispusieron 5 

millones de fanegadas. 

 

Los efectos de tal ley se concretaron en la asignación de 1.614.858 fanegadas de baldíos 

a tenedores de bonos, además de la hipoteca de con letras de 3 millones de fanegadas 

para amortizar la deuda. Menciona Arango (2014, p. 74) que: 

[…] en el último acuerdo con los acreedores se asignó una cuarta parte de los derechos de 

importación durante cuatro años al pago de intereses atrasados de la deuda; en los años 

sucesivos se destinaría el 37 %. Se adicionaban también 1.700.000 fanegadas baldías. 

 

En cuanto a la entrega de baldíos a militares que participaron en las guerras de 

independencia, Arango calcula que a 1851, esta cifra ascendía a 4,5 millones de 

fanegadas. En materia de entrega de baldíos por construcción de obras públicas, la Ley 

del 7 de mayo de 1845 permitió al Gobierno conceder hasta 8000 fanegadas de baldíos 

por legua de camino o canal construido e incentivó la inmigración de obreros extranjeros 

ofreciéndoles el pago de jornal a 8 reales y entre 40 y 50 fanegadas de tierras. 

 

A pesar de que la política de baldíos se enfocaba en el pago de deuda externa e interna, 

la inmigración extranjera y la construcción de obras públicas, el Congreso de la República 

permitió también el asentamiento de colonos pobres en baldíos nacionales, quienes solo 
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en excepcionales circunstancias podían acceder al título de propiedad. En contraste con 

las grandes superficies otorgadas a tenedores de bonos, los legisladores limitaban 

estrictamente las áreas que podían adjudicarse a cultivos de tales colonos (LeGrand, 

2016, p. 29). 

 

En este sentido, en 1832, ante el fracaso de la inmigración extranjera, el Gobierno asignó 

500.000 fanegadas en Casanare para ser trabajadas por nacionales o extranjeros. Se 

otorgaron áreas de entre 25 y 200 fanegadas para agricultores y entre 200 y 3600 

fanegadas para ganaderos. En 1835 se entregaron 150.000 para los habitantes de ese 

territorio que carecieran de tierra (Arango, 2014, p. 75). 

 

Con el fin de proteger las fronteras nacionales, el Congreso promovió el otorgamiento de 

títulos a colonizadores que se asentaran en las fronteras con Perú y Venezuela. Tal política 

también fracasó; los pocos colonos que llegaron a tales áreas eran muy pobres y con 

desconocimiento de los trámites para la obtención de títulos, por lo que no pudieron 

consolidar la propiedad (LeGrand, 2016, p. 30). 

 

Los colonos que obtuvieron títulos de propiedad en entre 1820 y 1870 lo hicieron como 

miembros de grandes colonias llamadas poblaciones (LeGrand, 2016, p. 30). Al respecto, 

Arango (2014, p. 75) afirma que la Ley de mayo de 1934 autorizó al Gobierno nacional a 

entregar baldíos a quienes quisieran fundar poblaciones, y que, en virtud de tal normativa, 

entre 1835 y 1850 se fundaron 17 poblaciones con una extensión aproximada de 164.215 

fanegadas. 

 

Cada población recibía entre 7500 y 12000 hectáreas de tierra, de las cuales se reservaban 

entre 200 y 400 para la cabecera del pueblo. A cada familia que formaba parte de la 

población le correspondía en el área rural entre 32 y 150 hectáreas a aquellas con varios 

hijos y que cultivaban grandes parcelas (LeGrand, 2016, p. 31). 

 

Arango (2014, p. 76) encuentra que la destinación de tierras baldías entre 1823 y 1850 se 

dio de la siguiente manera: 710.000 fanegadas para inmigración extranjera, 674.600 

fanegadas para el fomento de 26 vías, 650.000 fanegadas para colonización en el 

Casanare y 164.215 fanegadas para 17 poblaciones. Por títulos de deuda pública, entre 

1823 y 1850, se entregaron 38.494 fanegadas, mientras que entre 1850 y 1881, por el 
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mismo concepto, se entregan 80 títulos a 41 propietarios por 504.866 fanegadas. 

Finalmente, se otorgaron 200.000 fanegadas a militares por pago de servicios en la guerra. 

En 1861, mediante el decreto sobre desamortización de bienes de manos muertas, se 

expropiaron los terrenos de la Iglesia católica, con el fin de transferirlos en el mercado. Lo 

anterior permitió cierto saneamiento de las finanzas públicas y posibilitó a las élites 

republicanas el acceso a grandes haciendas a precios bajos (Marquardt, 2011, p. 332). 

 

Kalmanovitz (2015, p. 95) considera que en el caso de desamortización de las tierras de 

la Iglesia se dio algún tipo de democratización de la tierra, toda vez que se pasó de un solo 

propietario a más de cuatro mil, y que los nuevos propietarios administraron mejor las 

tierras que la Iglesia, contribuyendo al desarrollo de la agricultura y, en general, al de la 

economía del país. 

 

Al respecto, Arango (2014, p. 95) sostiene que la coyuntura que hizo posible la 

desamortización de bienes de manos muertas fue la participación del clero en la guerra de 

1859 a 1861, del lado del Partido Conservador, haciendo uso de su riqueza para tal fin. Lo 

anterior condujo a que se adoptaran medidas orientadas a reducir tal poder. 

 

Las medidas se concretaron en que los bienes del clero se adjudicaron a la Nación, al igual 

que los ejidos municipales. Esos bienes fueron posteriormente enajenados a particulares, 

principalmente a través de bonos de deuda pública, cuestión que generó un incremento de 

la concentración de la propiedad rural a favor de terratenientes bajo el manto de un 

discurso anticlerical (Arango, 2014, p. 95). 

 

Posteriormente, la Constitución de 1863 dispuso que los baldíos de la Nación solo podían 

destinarse al pago de deuda pública, cederse a nuevos pobladores y servir para la apertura 

de vías, disposición que fue reiterada por el Código Fiscal de 1873 (Arango, 2014, p. 76). 

 

En las décadas de 1870 y 1880 se dio un importante cambio en la política de baldíos. Del 

enfoque de pago de deuda, se pasó al objetivo principal de promover la explotación 

económica de áreas de frontera agrícola por medio de concesiones gratuitas de tierra. Tal 

viraje obedeció al crecimiento del mercado exportador, dada la alta demanda de productos 

agrícolas (LeGrand, 2016, p. 32). 
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A partir de 1870, la legislación sobre baldíos se orientó hacia la ocupación individual y no 

procuró tanto el poblamiento organizado conforme a jerarquías políticas y administrativas. 

Lo anterior, según Palacios (2009, p. 269), genera que después de tal fecha se hayan 

creado pocas colonias agrarias, que estas se enfrenten a problemas para constituirse 

como municipios y, por tanto, para ser reconocidas en su jurisdicción y repartir tierras entre 

sus habitantes, cuestión que incentivó el patriotismo municipal y rivalidades 

intermunicipales que alimentarían la violencia partidista de 1950. 

 

Para Machado (2017, p. 28), la política de colonización con pequeños propietarios tiene 

antecedentes en 1863, mediante ley de marzo de aquel año, a través de la cual se 

ratificaba que el derecho de propiedad se adquiría, para quienes hubieran cultivado hasta 

10 fanegadas, por el hecho de establecerse en ellas haciendo casa de habitación. 

 

Coincide en afirmar que la política de baldíos cambia hacia 1870 con el auge exportador, 

adaptando la legislación para otorgar títulos a quienes explotaran la tierra, lo que generó 

hasta 1930 la aparición de colonos y campesinos independientes que poseían un 

porcentaje muy limitado de la tierra.  

 

El Código Fiscal de 1873 y la Ley 48 de 1884 formularon principios que rigieron la 

adjudicación y concesiones de baldíos. De estos, se destacan la propiedad de baldíos 

otorgada por cultivo, cualquiera que fuese la extensión, y la protección al cultivador, la 

buena fe que se presumía de los cultivadores con casa y labranza. También se dispuso 

que, en caso de juicios civiles contra un cultivador, solo se admitía título de propiedad con 

antigüedad mínima de 10 años y si no se explotaba económicamente el predio adjudicado 

o concesionado, revertía al dominio del Estado (Palacios, 2009, pp. 269-271). 

 

El Código Fiscal de 1873 dispuso, además, con el objetivo de beneficiar a los cultivadores, 

que se podía adjudicar a una persona hasta el doble de área que hubiese deforestado y 

tuviera en cultivo permanente o de 30 hectáreas, en caso de demostrar una posesión 

ininterrumpida de 5 años (Palacios, 2009, p. 270). 

 

La continua depreciación de los bonos territoriales y el aumento de ingresos para el país, 

consecuencia de la bonanza exportadora de 1850 y 1860, condujo a las élites a fijarse en 

los beneficios económicos de la agricultura comercial y a invertir en empresas agrícolas. A 
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su turno, el Gobierno diseñó y ejecutó políticas orientadas al crecimiento económico rural, 

subsidiando la construcción de ferrocarriles, mientras que el Congreso de la República 

creó el Ministerio de Agricultura para el fomento de cultivos y nuevos métodos agrícolas 

(LeGrand, 2016, p. 32). 

 

La reforma de la política de baldíos, materializada fundamentalmente en el Código Fiscal 

de 1873, la Ley 61 de 1874 y la Ley 48 de 1882, pretendía aumentar la producción 

comercial entregando la propiedad de baldíos a quienes explotaran la tierra. Tales normas 

introducían otro criterio para la tenencia de la tierra; al respecto, la última disponía que la 

propiedad de los baldíos se adquiría por cultivo, cualquiera fuera su extensión. Así, al no 

establecer límites en cuanto al área adjudicable, animaba a personas con amplios recursos 

económicos a fundar empresas (LeGrand, 2016, p. 33). 

 

Las reformas legales acaecidas después de 1870 buscaban, además, proteger a los 

colonos e incentivar a otros a poblar las zonas de frontera. En este sentido, la ley de 1882 

disponía que los cultivadores de baldíos que se establecieran en tierras baldías con casa 

y labranza serían considerados poseedores de buena fe y solo podían ser privados de la 

posesión por sentencia judicial. 

 

Señalaban también que, aunque tales cultivadores no hubieran solicitado título legal, por 

el hecho de la ocupación, tenían derechos sobre la tierra; prohibían a los tenedores de 

bonos solicitar territorios ocupados por colonos, y en los litigios sobre la tierra, la ley los 

favorecía si habían trabajado la tierra al menos durante 5 años. Lo anterior constituía, para 

LeGrand (2016, p. 34), el reconocimiento por parte del Congreso colombiano del conflicto 

de intereses entre colonos y grandes empresarios y la adopción de una postura favorable 

para los primeros. 

 

Como antecedentes a las reformas legales antes mencionadas, LeGrand (2016, p. 35) 

encontró que en las décadas de 1860 y 1870, los debates en el Congreso de la República 

eran cada vez más críticos del sistema de latifundios que mantenían improductivas 

grandes extensiones de tierras y constituían un impedimento para el desarrollo económico.  
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Por lo anterior, uno de los principales objetivos de la política de baldíos era prevenir la 

formación de latifundios en nuevas regiones de explotación y, a través del reconocimiento 

del derecho de propiedad a los colonos, quienes explotaban productivamente la tierra, 

generar progreso en la economía (LeGrand, 2016, p. 34).  

En tal sentido, la Ley 42 de 1882 fijó por primera vez límites en la adjudicación de baldíos, 

al señalar que solo se permitiría un máximo de 5000 hectáreas, cifra que se redujo en 1912 

a 2500 hectáreas. La mencionada ley también señalaba que las concesiones de baldíos 

que hubieran permanecido inexplotadas por el término de 10 años revertirían al dominio 

público (LeGrand, 2016, p. 36).    

 

Tales reformas no obedecían a fines puramente altruistas de la clase política, sino a los 

intereses económicos representados en el Congreso de la época, cuya lógica se fundaba 

en que el poblamiento de zonas de frontera iba a permitir el establecimiento de empresas 

productivas a gran escala. Así, entonces, el arribo de los colonos a tales áreas era 

necesario para valorizar la tierra, generar mercados y asegurar mano de obra a las 

empresas comerciales que se posteriormente allí se establecerían (LeGrand, 2016, p. 37). 

 

LeGrand (2016, p. 40) advierte que las primeras cosechas de exportación en Colombia, en 

las décadas de 1850 y 1860, giraron en torno a la economía tabacalera en grandes 

extensiones propiedad de terratenientes en el municipio de Ambalema (Tolima) y que en 

los actuales departamentos de Norte de Santander, Cundinamarca y el sureste de 

Antioquia se cultivaron los primeros cafetos con vocación exportadora. 

 

Ante el éxito de tales cultivos y el mejoramiento del sistema de transporte, se inició un 

proceso de expansión de la frontera agropecuaria que pretendía incluir baldíos que no 

habían sido explotados. Ese proceso fue iniciado por el trabajo de los campesinos o 

colonos. 

 

Otras razones que dieron lugar a las migraciones de colonos desde mediados del siglo XIX 

fueron el intento de huida por parte de los esclavos, la pérdida de tierras comunales de los 

indígenas, la depresión económica y los conflictos políticos. Debido a esto, la frontera 

agrícola se convirtió en zona de refugio para familias que escapaban. Sin embargo, la 

principal razón de tales migraciones está constituida por la expansión de la agricultura de 
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exportación y el incentivo de titulación de tierras baldías y apertura de mercados (LeGrand, 

2016, pp. 40-47). 

 

A pesar de que las leyes señalaban que la actividad de los colonos debía ser 

recompensada con títulos de propiedad, la mayoría de ellos no los obtuvieron, razón por 

la cual se hicieron vulnerables a las contrarreivindicaciones de gentes de condición social 

más alta, a quienes les resultaba más fácil la adquisición de títulos de propiedad. Estas los 

obligaron al trabajo en haciendas, a permanecer en condición de arrendatarios o a 

continuar movilizándose al interior de la frontera agropecuaria (Machado, 2017, pp. 27-31). 

 

Una de las dificultades más importantes que enfrentaban los colonos para hacerse a la 

propiedad de la tierra se relaciona con los requisitos que imponía la administración para 

tal fin. Así, entonces, para el colono resultaba en ocasiones más oneroso asumir el 

procedimiento jurídico para la titulación del predio que el valor de la tierra misma. Lo 

anterior contribuyó a la formación de latifundios, ya que los terratenientes, aprovechándose 

de la situación mencionada, a través de procesos judiciales fraudulentos lograron 

«demostrar» ocupación y obtener títulos en tierras que habían sido ocupadas por colonos 

(Palacios, 2009, p. 271). 

 

Palacios (2009, p. 271) coincide en tal punto al indicar que el colono independiente se 

encontraba en desventaja frente a la administración, toda vez que no disponía de tiempo, 

recursos económicos para contratar abogados y agrimensores para hacer frente al proceso 

legal para la adjudicación del predio. 

 

LeGrand (2016, p. 57) explica al respecto que, después de 1874, la ley establecía que todo 

solicitante de baldíos debía contratar a un agrimensor para que realizara la medición y el 

plano de la tierra solicitada, lo que para un campesino de escasos recursos era imposible 

de costear, toda vez que el valor de tal cuestión, en algunas ocasiones, superaba el costo 

del predio. Aparte, se debían asumir otros costos como el pago al abogado para redactar 

la solicitud, costos de papel sellado y el registro de la propiedad, entre otros. 

 

Además de lo anterior, el proceso de titulación era sumamente demorado debido a la 

incompetencia de los abogados rurales que fallaban en la presentación de las solicitudes, 
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así como en la centralización del mecanismo de adjudicación en época de precariedad en 

las comunicaciones (LeGrand, 2016, p. 57). 

 

Otra dificultad a la que se vieron enfrentados los colonos para hacerse a la propiedad de 

la tierra fue el cambio de jurisdicciones y del sistema de administración de baldíos que 

constantemente se trasladaba de uno a otro ministerio, antes de 1886, cuando se 

centralizó dicha administración (Palacios, 2009, p. 271). 

 

Así, a pesar de lo previsto en la ley a favor de los colonos, las adjudicaciones de baldíos 

realizadas a estos no superaron el 20 % de la tierra entregada en la segunda mitad del 

siglo XIX (Melo, 2017, pp. 156-157). En contraste, continuó el aumento de la gran 

propiedad, pues los colonos que no lograban hacerse al título que los acreditaba como 

propietarios vendían sus «posesiones» a empresarios, quienes sí lograban la titulación y 

destinaban la tierra principalmente a la ganadería. 

 

LeGrand (2016, p. 34) advierte que, según estadísticas oficiales, entre 1827 y 1917, solo 

1256 campesinos, además de los ubicados en poblaciones antioqueñas, lograron obtener 

concesiones gubernamentales de baldíos a título de cultivador. La mayoría de quienes 

obtuvieron tales títulos se encontraban en el actual departamento de Caldas y solo 628 

familias fronterizas ubicadas fuera de tal territorio alcanzaron la adjudicación. Tales cifras 

evidencian el bajo porcentaje de tierra otorgado a campesinos, pues muchos miles de 

colonos cultivaban la tierra a finales del siglo XIX. 

 

Las expectativas creadas por la ley, que supuestamente privilegiaba el esfuerzo de los 

colonos, no se cumplieron, lo cual generó inseguridad en los derechos de estos y los hizo 

vulnerables ante las pretensiones de empresarios territoriales expertos en adquisición de 

títulos (LeGrand, 2016, p. 59). 

 

Por lo anterior, la mayoría de colonos solo permanecía en un sitio determinado entre 10 y 

30 años antes de entrar en controversia con empresarios territoriales que provocaban 

conflicto en cuanto a la tenencia de la tierra, cuestión que obligaba a los primeros a 

desplazarse a zonas apartadas sin haber obtenido el título de propiedad (LeGrand, 

2016, p. 60). 
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Entre los empresarios territoriales, LeGrand (2016, p. 62) identifica a sectores de clase 

media y alta de la sociedad colombiana que pretendían establecer nuevas haciendas en 

las regiones de frontera y que como características comunes tenían recursos económicos, 

conexiones políticas e interés en aprovechar económicamente la bonanza exportadora.  

 

Así, tras el crecimiento de la economía exportadora, después de 1850, comerciantes 

urbanos se dedicaron al desarrollo agrícola y al mercadeo de productos agropecuarios 

tales como el café, el banano y la ganadería, y en esa medida se interesaron por las tierras 

en zonas de frontera agropecuaria (LeGrand, 2016, pp. 64-65). 

 

Otro interés de los empresarios territoriales era la especulación de la tierra, dado que con 

la mejoría de los transportes y gracias al trabajo de los colonos, que incorporaban nuevos 

territorios al mercado, el precio de la tierra aumentó. Así, aquellos acumularon tierras 

─aunque no pudiesen explotarlas y hacerlas productivas─, con el fin de obtener utilidades 

a largo plazo, dado el mencionado aumento en el precio de las tierras rurales y el bajo 

valor de los impuestos (LeGrand, 2016, p. 66).  

 

A pesar de las vastas extensiones de baldíos, los empresarios territoriales se interesaban 

por aquellos que ya habían sido ocupados por colonos. Lo anterior tenía fundamento 

meramente económico, dado que estas tierras estaban ya desmontadas y aptas para 

producir; además, buscaban aprovecharse de la mano de obra que podían brindar los 

propios colonos. De esta manera, los empresarios territoriales, con el fin de despojar de 

su independencia económica a los colonos y obligarlos a trabajar para ellos, buscaban 

establecer derechos sobre grandes extensiones de baldíos que estos ocupaban y 

trabajaban (LeGrand, 2016, pp. 68-70).  

 

Bajo esta lógica, los empresarios territoriales «seguían los pasos» de los colonos que 

abrían zonas de frontera y aparecían de 10 a 30 años después de la llegada de estos. El 

método empleado por los primeros se dividía en dos etapas sucesivas: primero procuraban 

establecer derechos de propiedad sobre amplias extensiones de baldíos ocupadas por 

colonos; luego, cuando habían obtenido el título, presionaban a los colonos a trabajar para 

ellos, so pena de desalojarlos. 
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En virtud de tales contratos, los colonos podían continuar explotando las parcelas a cambio 

de renunciar a sus expectativas de titulación (LeGrand, 2016, p. 71). 

 

A diferencia de los colonos, los empresarios territoriales se hicieron fácilmente a los títulos 

de propiedad, pues contaban con los recursos económicos y las conexiones burocráticas 

para tal fin. De esta manera, entre 1827 y 1931, los tenedores de bonos y grandes 

cultivadores se hicieron a títulos de tierras por un total de 2.657.000 hectáreas, cifras que 

evidencian la excesiva concentración de la propiedad rural en desmedro de los intereses 

y pretensiones de los colonos (LeGrand, 2016, p. 73).  

 

Además del método antes mencionado, los empresarios territoriales también optaron por 

realizar apropiaciones ilegales de baldíos, usurpándolos de facto, sin solicitar concesión o 

título alguno. LeGrand (2016, pp. 83-85) advierte que en todas las áreas en las que se 

otorgaban concesiones, los empresarios se apropiaban de facto de áreas de baldíos. 

 

Fueron múltiples las formas de apropiación ilegal de baldíos: en algunos casos, se valían 

del control de facto de estos para después de establecer monopolio sobre aguas y caminos 

de acceso; en otros casos, los empresarios territoriales ni siquiera se interesaban por darle 

apariencia de legalidad a la apropiación de baldíos, pues simplemente ejecutaban tal 

acción y posteriormente los vendían sin respaldo legal alguno. También se valían del 

corrimiento de cercas para abarcar los baldíos adyacentes (LeGrand, 2016, pp. 85-87). 

 

A pesar de la ilegalidad de tales prácticas, con el paso del tiempo muchas de estas fueron 

ratificadas en el marco de procesos judiciales, pues hasta 1926 no existía instrumento legal 

que estableciera los requisitos para distinguir entre predios de propiedad privada y de 

naturaleza baldía (LeGrand, 2016, pp. 86-90).  

 

Según LeGrand (2016, p. 91), dado el carácter furtivo de tales actividades, resulta 

imposible precisar el área de baldíos de la que se apropiaron ilegalmente los empresarios 

territoriales. Sin embargo, señala que evidencias cualitativas apuntan a que tal extensión 

incluso superó la entregada a través de concesiones. 

 

La irrupción de los empresarios territoriales en los baldíos que habían trabajado durante 

años los colonos, con lo cual burlaban la normativa relacionada con la tenencia de la tierra, 



 35 

 

implicó para estos la pérdida de sus derechos sobre los predios que habían trabajado y, 

consecuentemente, el desplazamiento hacia nuevas zonas de frontera o la aceptación de 

contratos de arrendamiento para permanecer en los predios y la renuncia a pretensiones 

de propiedad (LeGrand, 2016, pp. 93-97).  

 

Después de 1850, se evidenció una tensión entre la visión campesina y la de los 

empresarios territoriales frente a la cuestión agraria. Los colonos campesinos se 

desplazaron hacia zonas de frontera para alcanzar independencia económica y control de 

los procesos de producción, alimentar a sus familias y generar algún excedente. Por lo 

anterior, en zonas de frontera pretendían generar una economía de pequeña propiedad y 

de reparto de tierras entre quienes la cultivaban. Por su parte, los empresarios territoriales 

procuraron la obtención de ganancias aprovechándose de la mano de obra que pudieran 

proveer los colonos, con la producción para fines de exportación, la mejora del ganado o 

la especulación sobre la tierra. Su visión era la de una economía rural latifundista, de 

grandes propiedades, trabajadas por arrendatarios, aparceros y jornaleros (LeGrand, 

2016, p. 98). 

 

La política pública y la normativa relacionada con los baldíos de la Nación en el siglo XIX 

no permitieron que los colonos campesinos se hicieran a la propiedad de los terrenos que 

habían labrado. El esfuerzo de estos en hacer productivas vastas extensiones de terreno 

en favor del desarrollo de la economía nacional fue desconocido y en su lugar se premió a 

empresarios territoriales quienes, haciendo uso de sus privilegios de clase, se apoderaron 

de las tierras previamente trabajadas por los colonos y alcanzaron títulos de propiedad 

sobre las mismas. 

 

Por lo anterior, los colonos, de carácter esencialmente independiente, se vieron obligados 

a trabajar para grandes terratenientes que se hicieron a la propiedad de la tierra o tuvieron 

que desplazarse hacia áreas fuera de la frontera agropecuaria, aproximándose cada vez 

más a las actuales áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

 

Los primeros decenios del siglo XX se caracterizaron por las tensiones ocasionadas por el 

monopolio de la propiedad en manos de terratenientes y empresarios territoriales, la 

caótica apropiación de baldíos del Estado, la ausencia títulos suficientes para acreditar 
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propiedad y las relaciones laborales sin sujeción a estatutos laborales, asociadas a la gran 

propiedad (Fajardo, 2015, p. 367). 

 

El interés de los terratenientes por las tierras públicas y las de comunidades se vio 

estimulado por el aumento del precio del café, el incremento de los ingresos por 

exportaciones, petróleo y por la indemnización por Panamá. Los terratenientes siguieron 

el mismo «camino» que históricamente han recorrido, consistente en seguir los pasos de 

los colonos en procura de apropiarse de la tierra en zonas medias y bajas, a la que estos 

le han dado valor adicional con su trabajo. Además, se interesaban en convertir a los 

colonos en arrendatarios o trabajadores de sus haciendas, para aprovecharse de su mano 

de obra en beneficio propio (Fajardo, 2015, p. 368). 

 

Aunque las reformas legales de 1874 y 1882, antes analizadas, eran favorables a los 

colonos y no tuvieron efectos en el acceso a la propiedad de la tierra, sí generaron en estos 

una conciencia de sus derechos y sensación de injusticia, tras el apoderamiento ilegal de 

las tierras que habían trabajado por parte de empresarios territoriales, latifundistas y 

terratenientes. Las mencionadas reformas generaron legitimidad en su lucha por la tierra, 

constituyeron la base fundamental para la incubación de procesos organizativos y dieron 

continuidad histórica a tal lucha, lo que ocasionó una etapa de reivindicación legal de 

derechos a través de solicitudes al Gobierno nacional, de disputa en escenarios judiciales 

y ante autoridades locales (LeGrand, 2016, pp. 101-103). 

 

Sin embargo, el único escenario de confrontación no fue burocrático. También se dieron 

enfrentamientos directos entre colonos y latifundistas; aquellos que ostentaban la 

condición de arrendatarios o trabajadores renegaron de la misma y reclamaron derechos 

de propiedad sobre los predios (LeGrand, 2016, p. 106). 

 

Según describe LeGrand (2016, pp. 106-120), en este proceso reivindicativo, los colonos 

contaron con el apoyo de clases medias rurales, conformadas por abogados, cultivadores 

o colonos que habían logrado acumular importantes extensiones de tierra ─y, en 

consecuencia, tenían influencia local─ y algunos funcionarios locales. Tal apoyo no tenía 

un factor de orden ideológico, por lo tanto, no trascendió a la comprensión de problema 

estructural de los colonos, sino que correspondía principalmente a la coincidencia en 

intereses frente a los terratenientes y en procura de lograr beneficio económico, como en 
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el caso de los abogados rurales. A pesar de lo anterior, fue fundamental para generar 

fortalecimiento de los procesos organizativos de los colonos y en el flujo de información 

que les era favorable. 

 

Aunque algunos funcionarios locales apoyaron la causa de los colonos, la mayoría de las 

autoridades en este nivel territorial tomaron partido por los intereses de los terratenientes, 

por la influencia que estos tenían en las decisiones locales, pues podían afectar sus 

nombramientos o ascensos en cargos burocráticos (LeGrand, 2016, pp. 115-119). 

 

En los casos en los que las autoridades locales se pusieron del lado de los colonos, las 

razones que los llevaban a tal cuestión eran de orden económico y se orientaban al impulso 

de la economía local o regional. Lo anterior, considerando que los grandes latifundios 

tendían a afectar la actividad comercial y el crecimiento de las poblaciones de las zonas 

rurales. La postura de las autoridades locales, en uno u otro sentido, dependía de la 

configuración política, social y económica del territorio (LeGrand, 2016, pp. 115-119). 

 

El papel del Gobierno nacional en aquel momento fue limitado. Aunque su política era 

favorable a los colonos, no tuvo grandes efectos porque en las decisiones en los 

procedimientos mediaban informes de autoridades locales, que como se anotó, optaron, 

mayoritariamente, por la ponerse del lado de la posición de los terratenientes. Aun en los 

casos en los que las decisiones del Gobierno nacional eran favorables a los colonos, las 

autoridades locales se mostraron reticentes a darle cumplimiento a las mismas (LeGrand, 

2016, pp. 128-134). 

 

La reacción de los terratenientes se fundó en acudir a procedimientos administrativos de 

desalojo, consagrados en la Ley 57 de 1905, con la complicidad de autoridades locales, 

así como en intimidar física y verbalmente a los colonos. Se negaron a acudir a escenarios 

judiciales, en los cuales debían presentar títulos suficientes de propiedad, toda vez que los 

títulos con los que contaban en su mayoría eran defectuosos e insuficientes para acreditar 

tal derecho (LeGrand, 2016, pp. 121-128). 

 

Cuando algunas disputas sobre baldíos llegaron a escenarios judiciales, tal poder público 

no otorgó una protección efectiva a los colonos, ya que los procesos eran de larga 
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duración, costosos y obligaban a los colonos a contratar abogados con despachos 

judiciales congestionados por excesivo trabajo, además de que algunos jueces eran 

propensos al soborno por parte de terratenientes (LeGrand, 2016, p. 132). 

 

Dado que la organización de los colonos tuvo una visión particularista y limitada del 

conflicto, la eficacia de sus acciones se vio limitada, lo que generó que solo algunos 

pudieran, con incertidumbre jurídica, permanecer en las tierras, otros tuvieran que 

dedicarse a «abrir» nuevas tierras y vendérselas a terratenientes y otros fueran 

desalojados mediante procedimientos administrativos; mientras tanto, en algunos casos, 

los latifundistas compraron las mejoras de los colonos (LeGrand, 2016, pp. 128-130). En 

definitiva, los colonos perdieron este capítulo de la lucha agraria y tuvieron que continuar 

desplazándose al interior de la frontera agropecuaria. 

 

De esta manera, a través de la intimidación, la violencia, el uso de procesos administrativos 

fraudulentos con complicidad de autoridades locales y evadiendo la acción de 

los tribunales judiciales, los terratenientes lograron burlar las reformas legales de 1874 y 

1882, que privilegiaban los intereses de los colonos. Así, entonces, este periodo se 

convirtió en uno de importante consolidación del gran latifundio en Colombia (LeGrand, 

2016, pp. 128-130). 

 

Los colonos expulsados de las tierras que habían trabajado se vieron obligados a colonizar 

baldíos en zonas más remotas, a las que posteriormente arribaban los empresarios 

territoriales o terratenientes y generaban un nuevo proceso desplazamiento a áreas aún 

más alejadas de la frontera agropecuaria (LeGrand, 2016, p. 134). 

 

De esta manera, la expansión y consolidación del latifundio limitó la realización de 

proyectos de vida de los colonos en zonas de frontera agropecuaria, pasando las tierras 

fértiles y trabajadas, con acceso a mercados, a manos de terratenientes y empresarios 

territoriales. 
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1.2 La disputa por la tierra desde los años 1920 hasta la 
Constitución de 1991 

A partir de la tercera década del siglo XX, la economía colombiana sufrió una importante 

transformación: tras el crecimiento de las inversiones externas se generó un aumento de la 

inflación, dada la incapacidad de respuesta ante las nuevas demandas. Transitoriamente, 

se importaron alimentos, pero se generó en la dirigencia nacional la necesidad de atender 

el mercado interno con producción nacional de alimentos y materias primas suficientes 

para proveer la manufactura y la demanda de bienes. Para lo anterior se requería de un 

sector agropecuario con suficientes productores que tuvieran acceso a la tierra y a bienes 

públicos necesarios para el proceso productivo (Fajardo, 2015, pp. 370-371). 

 

Tal iniciativa chocaría con fuerte oposición de sectores terratenientes, a los que harían 

frente algunos sectores de los partidos conservador y liberal, para quienes era necesario 

una distribución menos inequitativa de la tierra, en aras de generar fortalecimiento de la 

economía nacional (Fajardo, 2015, pp. 370-371). 

 

Desde este momento de la historia surgieron contradicciones en los partidos políticos 

tradicionales y se enfrentaron las visiones en torno al modelo de tenencia de la tierra. Una 

de tales posturas era favorable a la recuperación de baldíos para dotar de tierra a 

campesinos y colonos, y se fundó para ello en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia 

de 1926, según la cual solo se acreditaba propiedad mediante título originario otorgado por 

el Estado, que invalidó los títulos precarios e imperfectos con los que contaban la mayoría 

de terratenientes. La otra visión pretendía la perpetuación del modelo latifundista, 

manteniendo el statuo quo a favor de tales sujetos (Fajardo, 2015, p. 371). 

 

La sentencia de 1926, antes mencionada, constituyó un hito en la disputa por la tierra que 

se desarrollaría en las décadas de 1920 y 1930, pues era el nuevo instrumento para la 

lucha de los colonos y reforzó la idea de que esas tierras, donde trabajaban o eran 

arrendatarios, eran públicas y habían sido usurpadas por los terratenientes (Machado, 

2017, p. 42). Además, se sumaba a la Ley 56 de 1905 y a la Ley 71 de 1917, que 

establecían el retorno de predios al dominio por inexplotación durante 10 años y la 

titulación de predios de menos de 20 hectáreas, respectivamente; ambas normas 

favorecían a los colonos (Fajardo, 2015, p. 372). 
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El Gobierno procuró incentivar el surgimiento de una clase media rural, cuestión recurrente 

en la historia de la política agraria, en aras de hacer más productiva la economía nacional; 

para tal fin, apoyó los intereses de los colonos en dos frentes: la promoción de la ocupación 

en zonas de frontera por parte de familias campesinas y la orientación de la política 

temporalmente a la recuperación de baldíos usurpados al dominio público (LeGrand, 2016, 

pp. 150-151). 

 

La ejecución de la política pública antes mencionada y de las leyes de 1905 y 1917 fracasó, 

dado que el Gobierno no tenía información exacta acerca de la localización de los baldíos, 

por lo que no garantizaba a los cultivadores que no fueran a ser desalojados 

posteriormente de las tierras que ocuparan, aparentemente baldías. Lo anterior se 

reforzaba con los grises criterios para acreditar la propiedad privada establecidos por la 

jurisprudencia, cuestión resuelta temporalmente por la sentencia de 1926 antes 

referenciada (LeGrand, 2016, p. 152). 

 

Profundizando en el contenido de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 1926, 

esta señalaba que solo se acreditaba propiedad privada mediante título original proferido 

por el Estado en el que se consagrara expresamente que el bien había salido del dominio 

público. Tal decisión judicial amenazaba con derrumbar el sistema de tenencia de la tierra 

basado en el latifundio, ya que los terratenientes carecían de títulos con tales condiciones, 

pues en su mayoría tenían títulos imperfectos o carecían de los mismos, toda vez que las 

tierras que detentaban eran producto de la apropiación irregular de baldíos (LeGrand, 

2016, p. 153). 

 

Con fundamento en la sentencia de la Corte Suprema de justicia, el Congreso de la 

República ordenó a los propietarios de fincas de más de 2500 hectáreas presentar sus 

títulos para verificar que acreditaban dominio; en caso contrario, deberían retornar a la 

Nación. Las autoridades nacionales también se encargaron de promover procesos 

judiciales para recuperar baldíos usurpados; tales acciones encontraron resistencia en 

terratenientes y empresarios petroleros, quienes argumentaban que se estaba 

menoscabando su derecho a la propiedad privada y lograron retardar los juicios, que se 

atascaron en cuestiones de orden principalmente técnico (LeGrand, 2016, p. 154). 
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Machado (2017, p. 38) encuentra los siguientes factores de conflictos rurales de los años 

veinte:  

El aumento de los precios de los alimentos y la ley de emergencia de 1927, que facilitó su 

importación, y la rebaja de aranceles; la valorización de las tierras, el desplazamiento de 

mano de obra del campo a los centros urbanos para la construcción de obras públicas; la 

poca claridad sobre la legitimidad de los títulos de propiedad rural; la expansión de la 

frontera agrícola y la crisis cafetera de 1929-1930. 

 

Al respecto, Arango (2014, p. 143) explica que el importante avance de las obras públicas 

entre 1924 y 1929, el crecimiento de la naciente industria urbana y las actividades 

petroleras y bananeras generaron un aumento en la demanda de asalariados y en el 

incremento en el valor de los bienes de primera necesidad, y generaron malestar en los 

trabajadores y arrendatarios de las haciendas, quienes reclamaban por mejora en sus 

condiciones de trabajo. 

 

Además, señala que la crisis económica de 1929 acarreó, como consecuencia, el retorno 

al campo de los trabajadores cesantes de las obras públicas, quienes, al estar 

acostumbrados a salarios más altos que los pagados en el sector rural, agitaban aún más 

las revueltas que se daban en las haciendas y exigían mejores condiciones de trabajo, 

además de derechos sobre la tierra, pues cuestionaban la propiedad de los 

terratenientes, con fundamento en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 1926 

(Arango, 2014, p. 143). 

 

Teniendo como telón el escenario antes descrito, a partir de 1928 se generaron disputas 

agrarias en las que se dieron invasiones de haciendas que los colonos consideraban 

terrenos baldíos usurpados por terratenientes, y cuestionaron la validez de títulos 

imperfectos y espurios que estos pretendían hacer valer para acreditar propiedad; a la par, 

arrendatarios de latifundios renegaron de tal condición y se identificaron como colonos, 

mientras que los indígenas exigían la devolución de tierras comunales que les habían sido 

arrebatadas (LeGrand, 2016, p. 169). 

 

Los grupos mencionados tenían en común el intento por liberarse de las grandes 

propiedades y el anhelo de convertirse en productores independientes, sin que tuvieran 

una organización que los congregara. El método que emplearon los arrendatarios que 
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repudiaban tal condición ─y, en consecuencia, dejaban de pagar los cánones─ o los 

invasores de haciendas era el envío de memoriales al Gobierno nacional, memoriales en 

los que afirmaban que los predios en disputa eran de carácter baldío (LeGrand, 2016, pp. 

169-184). 

 

Los grupos de colonos contaban con apoyo importante de sectores de izquierda, como el 

Partido Comunista, la UNIR Gaitanista y el Partido Agrario Nacional (PAN), entre otros, los 

cuales les aportaron estructuras de respaldo, información jurídica, estrategias y formas de 

resistencia, además de otorgarle una dimensión política al problema social (LeGrand, 

2016, pp. 196-197). 

 

La respuesta de los terratenientes se daba principalmente a través de procedimientos 

administrativos de desahucio o desalojo con complacencia de las autoridades locales. Se 

abstenían de enfrentar en pleitos judiciales a los colonos, por temor a que sus títulos fueran 

declarados inválidos (LeGrand, 2016, p. 185). 

 

La reacción del Gobierno nacional se orientó a evitar la profundización de los conflictos, 

protegiendo derechos tanto de terratenientes como de colonos, manteniendo el statuo quo, 

impidiendo actos de violencia, mientras los tribunales revisaban la validez de los títulos con 

los que se pretendía acreditar propiedad. Lo anterior favorecía la posición de los colonos, 

ya que impedía su desalojo y causaba que los terratenientes acusaran al Gobierno de la 

época de destruir la propiedad privada, calificándolo de comunista (LeGrand, 2016, pp. 

203-205). 

 

El resultado fue un conflicto crónico, dado que los invasores tenían la capacidad de 

permanecer en las haciendas, lo que representaba un avance en su posición, y los 

terratenientes tampoco renunciaban a sus pretensiones sobre los predios. Tal cuestión 

generó en la dirigencia nacional y en las élites nacionales el temor de un conflicto de clases, 

dada la influencia de organizaciones de izquierda en los colonos y campesinos (LeGrand, 

2016, p. 206). 

 

El problema en cuestión era entonces la estructura de tenencia de la tierra y el modelo de 

explotación de la misma. Para el Gobierno, el origen del conflicto era la existencia del 

latifundio improductivo ilegal, y las invasiones constituían la consecuencia natural de la 
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política de reivindicación de baldíos. Para los terratenientes, el origen de la disputa era la 

agitación política externa en los movimientos campesinos (LeGrand, 2016, p. 210). 

 

El Gobierno intentó primero la vía judicial: llevó los casos en disputa a los tribunales, pero 

la incapacidad del sistema judicial frustró la solución por este camino. A pesar de lo 

anterior, un resultado importante de la revisión de títulos por parte de las autoridades 

gubernamentales previo a llevar los casos antes los jueces fue que se generó conocimiento 

respecto a la usurpación de baldíos en la formación de la propiedad en Colombia (LeGrand, 

2016, pp. 212-213). 

 

Una alternativa complementaria a los procesos judiciales fue el programa de parcelación, 

el cual consistía en la compra de los predios en disputa, con el fin de subdividirlos entre 

los arrendatarios y ocupantes que trabajaban la tierra. La parcelación garantizaba la 

indemnización de los presuntos propietarios y, en consecuencia, de quienes tuvieran 

garantía sobre los predios (LeGrand, 2016, p. 214). 

 

El programa constituyó una decepción para los campesinos, ya que de ser inicialmente 

gratuito fue transformándose hasta exigir a los colonos el pago de la tierra. También se 

criticaba la compra de predios cuya naturaleza jurídica no estaba definida claramente, pues 

no había sido revisada por los jueces; esta cuestión beneficiaba a los terratenientes que 

se habían apropiado indebidamente de los bienes baldíos (LeGrand, 2016, p. 217). 

 

En cuanto a la respuesta legislativa, el gobierno de Olaya Herrera, en 1933, inició el trámite 

de un proyecto de ley que desarrollaba lo indicado por la sentencia de la Corte Suprema 

de Justicia de 1926, que favorecía los intereses de los colonos, con la propuesta de 

cambios estructurales en la tenencia de la tierra. Tal proyecto procuraba la recuperación 

de bienes baldíos usurpados al Estado, consagraba la presunción de dominio público de 

la tierra, establecía la prescripción adquisitiva en favor quien hubiera cultivado durante 5 

años un predio privado, con lo que se proponía una distribución más amplia de la propiedad 

rural y una utilización económica de la misma (Fajardo, 2015, p. 379). 

 

Tal proyecto fue desmantelado paulatinamente por presión de los grupos opositores, 

interesados en mantener la estructura latifundista de la tenencia de la tierra. De esta 
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manera, los avances que se habían dado en materia de política agropecuaria se fueron 

debilitando hasta llegar a la Ley 200 de 1936, bajo el gobierno López Pumarejo, mediante 

la cual se anularon los efectos de la sentencia de 1926, por lo cual se exigía título 

únicamente en el caso de propiedades demandas por los colonos antes de 1935 (Fajardo, 

2015, p. 381). 

 

La Ley 200 de 1936 estableció presunción de derecho a favor de la persona que se 

consideraba propietario, no de la Nación, como lo hacía el proyecto de 1933; exigía solo 

título originario del Estado en caso de predios cuya propiedad hubiera sido controvertida 

antes de 1935, mientras que para los demás casos bastaba una cadena de títulos que 

indicara posesión de al menos treinta años (LeGrand, 2016, pp. 233-235). 

 

En la práctica, tal norma legitimó las usurpaciones de baldíos efectuadas en el siglo 

anterior y rechazó el propósito de desintegrar el latifundio, cuestión esencial para modificar 

la estructura de la tenencia. Al dejar sin efectos la sentencia de 1926, derrumbó el 

argumento jurídico de los colonos según el cual la tierra por la que luchaban eran baldíos 

de la Nación, lo cual los hizo sujetos de desalojos por parte de latifundistas (LeGrand, 

2016, p. 235). 

 

En cuanto a la Ley 200 de 1936, los colonos que habían constituido organizaciones fuertes, 

capaces de resistir y cuyas ocupaciones se habían iniciado antes de 1935 se vieron 

favorecidos de alguna manera con la posibilidad de adquirir títulos; además, se estableció 

función social de la propiedad con el objetivo de fomentar la productividad y sancionar con 

la extinción de dominio a quien la incumpliera (LeGrand, 2016, p. 235). 

 

De esta manera, la Ley 200 de 1936 constituyó un punto de ruptura con los intentos 

modernizadores de la política agraria de las décadas anteriores al tomar partido por la 

estructura latifundista de la tenencia de la tierra, al reforzar la posición de las élites 

terratenientes, al permitir la legalización de propiedades con precarios títulos y al hacer 

caso omiso a la apropiación indebida de baldíos en zona de frontera agropecuaria por parte 

de latifundistas, por lo cual se profundizaron los conflictos cuyas consecuencias se verían 

reflejadas en años posteriores. 
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Según LeGrand (2016, p. 236), la Ley 200 de 1936 favoreció a los terratenientes la ruta 

para el acceso a la tierra y negó a los campesinos pobres la posibilidad de convertirse en 

agricultores comerciales. Con lo anterior, las élites lograron frustrar la política de reformas 

que pretendían una alianza entre el Estado, que se mostraba autónomo e interesado en el 

desarrollo nacional, y los trabajadores rurales. 

 

Tras la Ley 200 de 1936, disminuyeron los conflictos por la tierra por varias razones: por 

la expulsión de las haciendas de miles de aparceros, arrendatarios y colonos ─unos por 

desalojos violentos, otros porque les compraban las mejoras─; por el mejoramiento de la 

economía; la absorción de los movimientos de ocupación por parte de la política tradicional; 

las disposiciones de la ley 200 y la influencia del programa de parcelación (Machado, 

2017, p. 46). 

 

El segundo gobierno de López Pumarejo se dio en pleno declive del auge reformador, en 

el que continuó el avance de los terratenientes, empresarios y sus aliados políticos, e 

incluso se propuso modificar aspectos de la Ley 200 de 1936, con el fin de «revivir» los 

contratos de aparecería (Fajardo, 2015, p. 382). 

 

Se logró tal objetivo mediante la Ley 100 de 1994, a través de la cual se declararon de 

conveniencia pública los contratos de aparcería y se eliminó cualquier posibilidad de 

reclamo contra los propietarios; con lo anterior, se posibilitó la expulsión de arrendatarios 

y la profundización de condiciones de pobreza de la población campesina (Fajardo, 

2015, p. 382). 

 

Para Machado (2017), la ley 100 tiene tres aspectos centrales: la declaración de utilidad 

pública de los contratos de aparcería, la extensión en 5 años de la prescripción adquisitiva 

de dominio (para un total de 15 años) y aspectos relacionados con la ley de parcelaciones. 

El núcleo central de esta ley es la recuperación del contrato de aparcería. 

 

La Ley 100 de 1944 constituyó una ofensiva por parte de los latifundistas con la intención 

de despojar a los campesinos y colonos de sus tierras y desquitarse de hechos ocurridos 

en las disputas de los años 20 y 30 (Fajardo, 2015, p. 382). En tal sentido, Kalmanovitz 

(2015, p. 335) señala que con esta ley no quedaba duda alguna de que el Estado apoyaba 
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el desarrollo capitalista de la gran propiedad y lo protegía de las aspiraciones del 

campesinado. 

 

Tras el asesinato de Gaitán, el conflicto se extendió a gran parte del país y se 

desencadenaron los factores acumulados relacionados con la cuestión agraria, la 

representación política y de orden internacional. Fajardo (2015, p. 384) señala que, a partir 

de ese momento, las áreas rurales fueron arrasadas por el terror generado principalmente 

por la policía, el ejército y bandas particulares coordinadas por los organismos de defensa 

nacional. 

El régimen agrario consolidado por la Ley 100 de 1944, que legitimó las grandes 

propiedades consolidadas a través de la usurpación de baldíos, tendría nefastas 

consecuencias con el agravamiento del conflicto: se generó la expulsión y masacre de 

miles de campesinos, condición que favorecería la agricultura comercial y causaría la 

preocupación de la dirigencia nacional, para quienes los despojados serían vistos como 

potenciales insurrectos, lo que motivó que el país se vinculara a estrategias internacionales 

de «desarrollo económico» (Fajardo, 2015, p. 384). 

 

Kalmanovitz (2020, p. 364) señala que de 1945 a 1956 se aceleró la acumulación de capital 

aparejado al periodo de violencia y turbulencia que se vivía en el país. Las reformas 

legislativas de los años 40 y la cruda violencia de los años 50 generaron un proceso de 

emigración campesina a las ciudades o a zonas más profundas de la frontera 

agropecuaria. 

 

LeGrand (2016, p. 253) coincide al afirmar lo siguiente: «La violencia por sí sola propició 

migraciones importantes de campesinos que abandonaron las regiones más conflictivas. 

Mientras algunos buscaban refugio en pueblos y ciudades, otros se dirigieron a zonas de 

baldíos que aún quedaban». 

 

El profundo malestar social que generó la explosión de grupos guerrilleros causó como 

reacción en las élites nacionales la necesidad, con el apoyo del Gobierno de Estados 

Unidos a través del programa Alianza para el Progreso, de promover una limitada reforma 

agraria que se concretaría a través de la Ley 135 de 1961 y la aplicación de un plan de 

guerra contrainsurgente enmarcada en la Doctrina de Seguridad Nacional. 
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La Ley 135 de 1961 surgió entonces como respuesta gubernamental dirigida a apaciguar, 

en lo que se refiere a la cuestión agraria, los ánimos enardecidos de la violencia y evitar el 

apoyo popular a los movimientos guerrilleros, que tenían su principal bastión en las zonas 

de colonización. Se propuso los siguientes objetivos fundamentales: el aumento de la 

producción y la redistribución de los latifundios (LeGrand, 2016, p. 257). 

 

El artículo primero describe los fines pretendidos por la mencionada ley: la reforma de la 

estructura social agraria mediante procedimientos tendientes a eliminar y prevenir la 

inequitativa concentración de la propiedad rural o su fraccionamiento antieconómico, 

reconstruir adecuadas unidades de explotación en zonas de minifundio y dotar de tierras 

a quienes no la tuvieran. 

 

Fajardo (2015, p. 388) señala que los propósitos de la ley muestran la intención de hacer 

justicia al campesinado, históricamente despojado de la tierra y principal víctima de la 

guerra, dotándolo de acceso a predios rurales a través de la titulación de baldíos o de los 

procesos de recomposición de la propiedad. 

 

Los resultados de la reforma fueron decepcionantes para los campesinos, ya que 

terratenientes y sectores de los partidos conservador y liberal se opusieron a los aspectos 

redistributivos de la misma (LeGrand, 2016, p. 257). Fajardo (2015), p. 388) encuentra 

además que el fundamento «teórico» de tal oposición se encontró en la llamada Operación 

Colombia, diseñada por el Banco Mundial, según la cual la economía campesina no era 

viable económicamente, por lo que no era recomendable entregarles tierra. 

 

Machado (2017, p. 62) señala que el comité evaluador de la reforma identificó, en 1971, 

que esta tenía un carácter eminentemente productivo y no redistributivo a favor de los 

campesinos. Afirma que este periodo puede denominarse desarrollista, ya que se hizo 

excesivo énfasis en obras físicas y tecnológicas, tales como distritos de riego. Como 

consecuencia del informe antes mencionado, y ante la lentitud en el avance de la reforma, 

la ANUC (Asociación Nacional de Usuarios Campesinos) inició un proceso de invasión de 

tierras, especialmente en la costa Atlántica. 
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En 1972, se reunieron funcionarios del Gobierno, la jerarquía eclesiástica, representantes 

de los terratenientes, de los empresarios y de los partidos políticos, y decidieron el 

desmonte de las escasas intervenciones del Incora originadas por la Ley 135 de 1961, en 

lo que se denominó el Pacto de Chicoral (Fajardo, 2015, p. 389). 

 

El mencionado pacto se concretó en la Ley 4 de 1973 y en la Ley 6 de 1975. La primera 

modificó los criterios para determinar si una propiedad rural se encontraba debidamente 

explotada, especialmente en los relacionados con los mínimos de productividad, haciendo 

más difícil la extinción y expropiación de predios ociosos que debían destinarse para la 

reforma agraria. Por su parte, la Ley 6 de 1975 permitió nuevamente los contratos de 

aparcería con un marcado énfasis empresarial y configuró los elementos para la 

contrarreforma agraria y para el desmonte de los precarios avances de la Ley 135 de 1961 

(Machado, 2017, p. 63). 

 

El componente militar del «paquete normativo» antes mencionado se materializó en la 

guerra contrainsurgente, que implicó el arrasamiento de las organizaciones campesinas y 

el acoso contra el campesinado refugiado en las montañas, en las denominadas 

«repúblicas independientes» (Fajardo, 2015, p. 390). 

 

De esta manera, el rechazo de las élites a los procesos que implicaran la redistribución de 

la tierra dentro de la frontera agropecuaria condujo nuevamente a la colonización 

campesina de territorios marginales, sumada a los desplazamientos ocasionados por la 

guerra; así se amplió la frontera agraria del país. El anterior fenómeno exigía una mayor 

inversión estatal, la cual no se produjo por diversos factores como exclusión política, social 

y étnica, corrupción y clientelismo, entre otros (Fajardo, 2015, p. 390). 

 

En ese momento histórico ocurre otro fenómeno que marcaría violentamente la historia 

agraria y del campesino: la irrupción del narcotráfico en el mundo rural. Citando a Francisco 

Thoumi, Fajardo (2014, p. 50) señala que dentro de los efectos del narcotráfico en la 

sociedad colombiana se encuentran la acumulación de grandes fortunas que modificaron 

la estructura de poder y la naturaleza de las élites en distintas regiones; bonanzas y 

depresiones económicas regionales; revaluación de la moneda; movimientos guerrilleros 

fortalecidos; corrupción gubernamental; establecimiento de organizaciones paramilitares y 

aumento de la concentración de la propiedad rural, entre otros. Además, asegura que 
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desde los años 90, Thoumi advertía lo siguiente: «El impacto de esta riqueza aún no se ha 

sentido totalmente. Podría ser realmente espectacular, y los narcocapitalistas podrían 

convertirse en el grupo económico dominante dentro de Colombia». 

 

En la década de 1970, los campesinos despojados y conducidos a colonizaciones fuera 

de la frontera agropecuaria fueron contactados por agentes del narcotráfico, quienes 

encontraron los insumos necesarios para su actividad: tierras de bajo costo y mano de 

obra empobrecida, con escaso control del Estado (Fajardo, 2014, p. 51). 

 

En algunas regiones del país, a las colonizaciones estudiadas en este documento seguía 

la implantación de cultivos de marihuana. Tal fenómeno ocurrió en algunas zonas de la 

costa atlántica y Urabá. En la década de los ochenta y noventa, a los cultivos mencionados 

siguieron los de coca y amapola (Fajardo, 2014, p. 51). 

 

Fajardo (2014, p. 52) encuentra conexión entre la extracción de piedras preciosas en la 

cordillera oriental y el narcotráfico. Afirma que desde el punto en el que se concentraba tal 

extracción, partieron incipientes «empresarios» de la marihuana hacia la serranía de La 

Macarena, establecieron las primeras siembras con los colonos y dieron origen a un 

camino que serviría para la legalización de los dineros del narcotráfico a través del 

mercado de esmeraldas, en alianza con funcionarios públicos, las Fuerzas Armadas, los 

hacendados y los comerciantes, pactos que se mantienen hasta la fecha. 

 

Señala el mencionado autor (p. 53) que la riqueza del narcotráfico rápidamente generó 

importantes niveles de consumo y de ascenso político de los sectores vinculados con esta 

actividad, lo que conllevó la fusión de estos sectores con las élites tradicionales, en 

particular la terrateniente, que se vio favorecida en la expansión de sus mecanismos de 

control territorial a través de los dineros del narcotráfico. 

 

Posteriormente, el ingreso masivo de capitales del narcotráfico generó el debilitamiento de 

la agricultura y la concentración de la propiedad rural de la mano del paramilitarismo, lo 

cual ocasionó el destierro de comunidades y la usurpación de sus tierras. Tal fenómeno se 

extiende hasta el día de hoy con el despojo de millones de hectáreas de tierras y el 

desplazamiento de campesinos hacia las ciudades o hacia zonas más alejadas de la 
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frontera agropecuaria (Fajardo, 2015, p. 396). El análisis del desplazamiento forzado 

ocasionado por grupos armados, principalmente paramilitares, excede el objeto de este 

estudio, por lo cual solo se enuncia como otro hito en la apertura de la mencionada frontera. 

 

Por otro lado, Machado (2017, p. 64) señala que el periodo comprendido entre el Pacto de 

Chicoral y la Ley 30 de 1988 es de inactividad de la reforma agraria. Afirma que el proceso 

declinó completamente, teniendo solo alguna reactivación durante el gobierno de Belisario 

Betancur quien impulsó algunas acciones de distribución en zonas de conflicto, para lo 

cual implementó el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR). 

 

Además del mencionado plan, se expidió la Ley 30 de 1988, que procuró la recuperación 

de la reforma agraria. En la década de los ochenta coexistían entonces tres programas 

desarticulados en materia agraria: el DRI (enfocado en el suministro de productos agrícolas 

de primera necesidad a los pobres urbanos y rurales), el Plan Nacional de Rehabilitación 

y la mencionada ley; estos, en conjunto, no resolvían el conflicto agrario y se agudizaba el 

problema de la concentración de la propiedad rural con la incidencia de fenómenos como 

el narcotráfico y el despojo de tierras por el paramilitarismo (Machado, 2017, p. 65). 

 

En cuanto a la incidencia del movimiento campesino en las reivindicaciones agrarias en la 

mencionada década, Machado (2017, p. 65) encuentra que tal movimiento se encontraba 

fuertemente golpeado y debilitado por los embates del paramilitarismo, el destierro, la 

persecución y asesinato de líderes, cuestiones que condujeron al languidecimiento de la 

protesta campesina. 

 

En lo relativo a la Ley 30 de 1988, Arango (2014, p. 176) destaca que esta pretendía lo 

siguiente: 1. establecer zonas y planes para la reforma agraria que permitieran su 

implementación metódica, 2. limitar las grandes adjudicaciones de baldíos para agricultura 

comercial y ganadería, haciendo más estrictos los requisitos relacionados con la 

ocupación, 3. eliminar las restricciones para el ingreso de tierras objeto de reforma agraria, 

las cuales eran muy condicionadas por límites de productividad, y 4. suprimir la posibilidad 

de que los terratenientes cambiaran el 100 % de los bonos recibidos por sus tierras por 

acciones de los bancos nacionalizados por Fogafín. 
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Machado (2017, p. 67) señala los siguientes avances de la Ley 30 de 1988: la 

incorporación potencial de todos los inmuebles rurales al proceso de reforma agraria, la 

agilización de procedimientos y eliminación de los obstáculos legales que hacían difícil la 

reforma agraria, el fortalecimiento del Fondo Nacional Agrario y la concepción de reforma 

agraria como responsabilidad de todas las entidades del Estado bajo la coordinación del 

Incora, entre otros. Afirma, además, que a pesar de la intención del Incora por reconducir 

la reforma agraria hacia sus auténticos fines, tales esfuerzos se vieron truncados por el 

cambio de política macroeconómica bajo el gobierno de Cesar Gaviria, y se pasó de un 

Estado interventor a uno facilitador que materializara la política neoliberal. 

 

1.3 De la Constitución de 1991 a los acuerdos de paz 

La Constitución de 1991 dispuso en el artículo 64, que es deber del Estado garantizar el 

acceso a la propiedad de la tierra a los trabajadores agrarios y dotarlos de bienes y 

servicios públicos, con el fin de mejorar el nivel de vida de la población campesina. En el 

mismo sentido, el artículo 65 señaló que la producción de alimentos gozaría de especial 

protección del Estado y que, con el fin de lograr tal cometido, se otorgaría prioridad al 

desarrollo de actividades agroindustriales, pesqueras, forestales y agroindustriales, con el 

deber de promover la infraestructura y adecuación de tierras. 

 

La Ley 160 de 1994, como explica Fajardo (2014, p. 97), se formuló y promulgó en el marco 

de las transformaciones económicas y políticas reconocidas en el Consenso de 

Washington, orientadas a la privatización en el sector público y a la reducción del Estado. 

El marco político propuesto a la mencionada reforma legal fue la Constitución de 1991, la 

cual se mostró como marco político del acuerdo de paz con algunos movimientos 

guerrilleros. 

 

Como antecedentes, se encuentra el mencionado retroceso de la reforma agraria de los 

años 1960, al cual se sumó la irrupción del narcotráfico, que generó un aumento en la 

concentración de la tenencia de la tierra y el consecuente aumento en los costos de 

producción, que hacían inaccesibles los mercados externos para los productos agrícolas 

colombianos (Fajardo, 2014, p. 92). 

 



52 Conflictos de uso y tenencia en las áreas de Parques Nacionales Naturales 

 
Con la propuesta de reforma agraria, elaborada principalmente por el Banco Mundial, se 

esperaba la disminución en la concentración de la propiedad y la posibilidad de que 

aumentaran las exportaciones agrícolas, tras la reducción de los costos de producción 

(Fajardo, 2014, p. 94). 

 

Como antecedente de la reforma de 1994, Fajardo (2014, p. 92) encuentra también la 

acumulación de  factores de crisis política y económica desde finales de la década de 1970, 

entre los que se cuentan el ingreso de recursos masivos del narcotráfico que se dirigieron 

especialmente a desbordar el capital financiero y a inversiones en tierras y empresas 

agrícolas y comerciales; las movilizaciones y protestas de los sectores populares 

generadas por las difíciles condiciones de vida y la deslegitimación del Estado, pérdida de 

gobernabilidad y aumento del crimen político y común. 

 

A finales de la década de 1980, a pesar de la criminalidad en contra de líderes sociales y 

políticos, de la represión en contra de los movimientos sociales, las condiciones del 

régimen no podían mantenerse y se hizo necesaria la reforma constitucional, la cual, a 

juicio de Fajardo (2014, p. 95), respondió a los mandatos internacionales de privatización 

de los servicios públicos y de reducción del Estado; a estos también se sujetó la reforma 

agraria de 1994. 

 

En este contexto se expidió la Ley 160 de 1994, que privilegió la reforma agraria a través 

del mercado, en lugar del proceso anterior en el que la adquisición de tierras por el Incora 

se daba a través de compra, extinción de dominio, expropiación y posterior adjudicación a 

empresas comunitarias o campesinos individuales. La mencionada ley promovió la 

negociación directa entre los campesinos y los grandes propietarios a través de 

inmobiliarias rurales o la Caja Agraria (Arango, 2014, p. 176). 

 

Machado (2017, p. 68) advierte que con la Ley 160 de 1994, el Estado se apartó del 

proceso de distribución de la tierra y lo dejó en las fuerzas del mercado al implementar una 

línea de crédito subsidiada para la compra de tierras por parte de los campesinos mediante 

negociación directa con los propietarios, proceso en el cual el Incora jugó un papel de mero 

facilitador. 
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Para Machado (2017, p. 69), el proceso que llevó a la expedición de la Ley 160 de 1994, 

cuyo antecedente fue el proyecto de ley 114 de 1992, desconoció el proceso de 

concentración de la propiedad rural que venía ocurriendo desde la fundación de la 

República, como se ha señalado en este documento, que se había acentuado desde los 

años ochenta con la aparición en el escenario del narcotráfico y los paramilitares, 

causantes de despojo y desplazamiento forzado. 

 

La reforma del 94 pretendió la creación de una línea de crédito y el otorgamiento de un 

subsidio a la compra de tierras por un valor del 70 % del valor del predio, proceso en el 

que los campesinos elegían el bien y el vendedor, y el Incora actuaba como mediador. De 

esta manera, la dirigencia nacional actuó como si existiera un mercado de tierras sin 

limitantes estructurales, desconociendo la incidencia en el campo de actores armados y 

narcotraficantes que impedían que el mercado funcionara. Tal política fracasó pronto, entre 

otras razones, por la incapacidad de los campesinos pobres de pagar el 30 % del valor de 

la tierra (Machado, 2017, p. 69). 

 

A pesar de lo anterior, la Ley 160 de 1994 incluyó algunas medidas de corte progresista, 

orientadas a mejorar las condiciones de vida de las comunidades campesinas, entre las 

que se encuentran las zonas de reserva campesina, que pretendían la declaratoria de 

áreas destinadas a la economía campesina y la adjudicación a sujetos de reforma agraria. 

Además, continuó con la histórica consagración de los procesos de extinción de dominio, 

recuperación de baldíos, clarificación de la propiedad y deslinde de tierras. 

 

Arango (2014, p. 179) encuentra decepcionantes los resultados de la Ley 160 de 1994, 

exceptuando la adjudicación de baldíos. Indica que la compra de predios para el Fondo 

Nacional Agrario bajó de 87.867 hectáreas anuales, bajo la Ley 30 de 1988, a 34.012 con 

la 160; en materia de expropiación, el promedio fue de 154 hectáreas, mientras que las 

tierras que ingresaron al dominio del Estado por extinción de dominio se redujeron a la 

mitad: pasaron de 35.387 hectáreas anuales en el periodo 1988-1994 a 16.275 hectáreas 

anuales entre 1995 y 2004. 

 

En cuanto a la entrega de tierras, el mencionado autor señala que las adjudicadas por el 

Fondo Nacional Agrario se redujeron de 85.678 hectáreas en promedio anual a 33.453 por 
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anualidad. Solo aumentó la adjudicación de baldíos, la cual pasó de 494.300 a 823.815 

hectáreas anuales, mientras que las tierras adjudicadas a comunidades étnicas 

disminuyeron de 2.523.000 a 335.825 hectáreas anuales. 

 

Fajardo (2014, p. 95) coincide en que, como balance decepcionante de los resultados de 

la ley 160, aumentó la concentración de la propiedad agraria de la mano del auge del 

narcotráfico, puesto que la apropiación de la tierra, base del poder político, sirvió como 

instrumento de «legalización» de dineros obtenidos por el narcotráfico. Lo anterior condujo 

a la desterritorialización de las comunidades, sometidas de nuevo a la espiral del despojo, 

y al aumento del control político territorial de las élites tradicionales, aliadas, en muchos 

casos, con narcotraficantes. 

Fajardo (2014, p. 99) se refiere a un estudio del IGAC, la Universidad de Antioquia y la 

Universidad de los Andes realizado en 2009, según el cual los propietarios con más de 200 

hectáreas representaban el 3,8 % y controlaban el 41 % del área del país, mientras que 

los de menos de 3 hectáreas contaban con solo el 3,7 % de la tierra. Para ese año, según 

el informe de desarrollo humano del PNUD, el coeficiente Gini de propietarios ascendió a 

0,87 y el de tierras a 0,86, lo cual ubica a Colombia como uno de los países con más alta 

desigualdad rural en el mundo. 

 

Se tiene entonces que fueron mínimas las contribuciones de la Ley 160 de 1994 tendientes 

a distribuir de manera más equitativa la tenencia de la tierra. Por el contrario, durante la 

vigencia de esta ley, se acrecentó la concentración de la propiedad rural auspiciada por el 

fenómeno del narcotráfico y el paramilitarismo, se generó despojo y violencia, se obligó al 

desplazamiento de la población rural vulnerable a zonas más apartadas dentro de la 

frontera agropecuaria o a los centros urbanos y se repitió el ciclo de colonización y despojo 

que ha marcado la historia de la tenencia de la tierra en Colombia. 

 

En 2016, se suscribió el Acuerdo de Paz entre el Estado Colombiano y la entonces guerrilla 

de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia Ejército del Pueblo (FARC-EP). Tal 

acuerdo se concretó en 6 puntos: 1. Reforma Rural Integral, 2. participación política, 3. fin 

del conflicto, 4. hacia una nueva política de sustitución de cultivos de uso ilícito y desarrollo 

alternativo, 5. acuerdo sobre las víctimas del conflicto, 6. implementación, verificación y 

refrendación. 
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La Reforma Rural Integral consagró los siguientes principios fundamentales: la 

transformación estructural de la realidad del campo colombiano para procurar igualdad, 

equidad y democracia; y el bienestar y buen vivir, esto es, la erradicación de pobreza y la 

garantía de goce efectivo de vida de las comunidades campesinas y étnicas, superando 

las brechas urbano-rurales. 

 

También se consagraron como principios de tal reforma, entre otros, la democratización y 

el uso adecuado de la tierra, que pretende el establecimiento de mecanismos y garantías 

que permitan al mayor número de hombres y mujeres campesinos acceder a la propiedad 

de la tierra y realizar los usos adecuados de la misma; la regularización de la propiedad, 

es decir la lucha contra la ilegalidad en la posesión y propiedad de la tierra, para evitar la 

ocurrencia de nuevos conflictos en torno a la misma y el restablecimiento de los derechos 

de las víctimas del desplazamiento y el despojo (Presidencia de la República, OACP, 2018, 

p. 10). 

 

El punto 1.1. se refiere al acceso y uso de la tierra: consagró las orientaciones que en 

materia de política pública agraria debería adoptar el Estado colombiano para el logro de 

la democratización de tal recurso. El principal instrumento para tal fin fue el Fondo de 

Tierras para la Reforma Rural Integral. 

 

El mencionado acuerdo dispuso que el Gobierno nacional crearía un fondo de tierras de 

distribución gratuita en beneficio de las comunidades campesinas sin tierra o con tierra 

insuficiente, en especial aquellas afectadas por el conflicto, la miseria y el abandono. Tal 

fondo, según lo acordado, tendría un carácter permanente y dispondría de 3 millones de 

hectáreas durante sus primeros 12 años de creación. 

 

El fondo de tierras tendría las siguientes fuentes: 1. las tierras provenientes de la extinción 

judicial de dominio a favor de la Nación, 2. las tierras recuperadas a favor de la Nación, es 

decir, los baldíos indebidamente ocupados o apropiados, 3. las tierras provenientes de la 

actualización, delimitación y fortalecimiento de la reserva forestal, 4. las tierras 

provenientes de la extinción administrativa del derecho de dominio por incumplimiento de 

la función social o ecológica de la propiedad, 5. las tierras adquiridas o expropiadas por 

motivos de interés social y utilidad pública y 6. las tierras donadas en el marco de la 
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terminación del conflicto y de la construcción de paz (Presidencia de la República, OACP, 

2018, p. 14). 

 

A pesar de referirse a otros mecanismos para promover el acceso a la propiedad de la 

tierra, el mencionado fondo debió constituir en la fuente principal para promover la 

democratización de la propiedad rural. Aunque se creó mediante el Decreto 902 de 2017, 

su implementación es pobre a la fecha. 

 

Según un informe de la Procuraduría General de la Nación (2021, p. 10), los cuatro 

proyectos clave para la implementación del punto 1.1. de la Reforma Rural Integral 

─acceso a tierras, ordenamiento social de la propiedad, formalización y regularización─ 

han estado desfinanciados entre 2018 y 2021. El mencionado ente de control además 

encontró que, aunque la Agencia Nacional de Tierras presentó alrededor de un millón de 

hectáreas ingresadas al Fondo de Tierras, tal conteo resulta engañoso, toda vez que, si se 

cuentan únicamente aquellas hectáreas disponibles para adjudicación, tal cifra se reduciría 

en un 90 %, pues según lo reportado por tal entidad, apenas 96.471 hectáreas cumplen tal 

condición. 

 

En el mismo sentido, señala la Procuraduría (2021, p. 25) que el número de hectáreas 

adjudicadas a través del fondo de tierras desde el inicio de la implementación del acuerdo 

de paz hasta el 30 de junio de 2020 es apenas de 30.318.6 hectáreas, cifra que representa 

apenas el 1 % del total de los 3 millones de hectáreas que deben ingresar al fondo y ser 

adjudicadas. 

 

Tran grave resulta el estado de la distribución de la propiedad rural que la Procuraduría 

General de la Nación (2021, p. 25) solicitó a la Corte Constitucional en 2020 la declaratoria 

del estado de cosas inconstitucional en la administración, disposición y ausencia de 

recuperación de predios rurales de la Nación, en el ordenamiento del territorio y la 

materialización de los derechos relacionados con el acceso a la tierra de las comunidades 

campesinas y étnicas, además de una intervención estructural en la política pública agraria. 

 

Como conclusión de lo antes narrado, se tiene que, tras la firma del acuerdo de paz, han 

sido prácticamente nulos los esfuerzos del Estado colombiano para procurar la 

implementación de la Reforma Rural Integral. Como históricamente ha ocurrido, ha sido 
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nula la voluntad política de las élites para la superación de las causas estructurales de la 

desigualdad e inequidad en el acceso a la tierra para las comunidades campesinas, lo cual 

genera una perpetuación del conflicto y la violencia. 

 

La deficiente implementación del acuerdo de paz ha mantenido el statu quo en materia de 

tenencia de la tierra: continúa la histórica concentración de la propiedad en manos de 

pocos terratenientes y el despojo y privación de la tierra del campesino que la ha trabajado 

y, con tal acción, ha contribuido al desarrollo económico del país y a la realización de los 

derechos en materia alimentaria de los habitantes del territorio, como se ha explicado a lo 

largo de este documento. 

 

El incumplimiento de lo acordado en el punto 1, en lo que se relaciona con los conflictos 

de uso y tenencia en áreas de especial protección ambiental, incluidos los parques 

nacionales naturales, genera varias consecuencias: la primera es la ausencia de claridad 

acerca de la tenencia de la tierra en tales áreas, cuestión que se solucionaría a través de 

los procedimientos agrarios tales como la clarificación de la propiedad, el deslinde de 

tierras, la extinción del derecho de dominio y la recuperación de bienes baldíos de la 

Nación. 

 

La segunda consecuencia es que se impide el acceso a propiedad de la tierra a población 

campesina, dentro de la cual podría beneficiarse la que habita los parques nacionales 

naturales; dado que con el ingreso de tierras al fondo antes mencionado y con su posterior 

distribución a los sujetos indicados, se podría beneficiar a tal población que decida optar 

voluntariamente por procesos de reubicación. 

 

Las consecuencias antes explicadas generan otra que se concreta en una deficiente 

ordenación del territorio, en particular del suelo rural, impidiendo que se realicen fines 

constitucionales relacionados con el adecuado uso del suelo, el ordenamiento ambiental y 

la equitativa distribución de la tierra. 

 

Como se analizó en este capítulo, en la historia de la República ha existido una tensión 

entre dos modelos de tenencia de la tierra: por un lado, el modelo latifundista, que tiende 

a la concentración del mencionado recurso con el fin de ejercer poder territorial, político y 
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no necesariamente hacer un uso productivo de tal recurso; por otro, uno fundado en la 

pequeña propiedad rural, que busca la producción agropecuaria a través de la economía 

campesina. 

 

El modelo imperante ha sido el primero, dado el poder político de las élites terratenientes 

que han inclinado en su favor las reformas de política pública y las de orden jurídico. Tal 

cuestión quedó en evidencia, entre otros, con la Ley 200 de 1936, con el pacto de Chicoral 

e incluso con el incumplimiento de los acuerdos de paz suscritos entre las FARC-EP y el 

Estado colombiano. Además de imponerse a través las mencionadas reformas, tal modelo 

se ha valido del despojo y desplazamiento forzado de la población campesina, empleando 

la violencia armada para tal fin. 

A pesar de las continuas luchas y resistencias de las comunidades campesinas, las cuales 

continúan hasta nuestros días, la persistencia del modelo latifundista que acapara tierras 

en pocas manos ha generado los continuos ciclos de colonización y despojo estudiados 

en este capítulo, que implican que la población campesina se desplace y tenga que ocupar 

tierras ubicadas fuera de la frontera agropecuaria. 

 

Tal desplazamiento, consecuencia de los mencionados ciclos, es la causa histórica 

estructural de la ocupación de la población campesina en áreas de especial protección 

ambiental, incluidos los parques nacionales naturales. Por lo anterior, es necesaria una 

solución a la tensión de derechos constitucionales que no victimice nuevamente a tal 

población y que procure la materialización de sus derechos en la mayor medida de lo 

posible.  

 

Pretender que, mediante procedimientos administrativos o judiciales, los campesinos 

vulnerables que habitan las áreas de parques nacionales sean desalojados de las tierras 

que ocupan solo sería un nuevo capítulo de los ciclos de colonización y despojo que han 

marcado la historia de la tenencia de la tierra en Colombia; en este caso, el protagonista 

del despojo sería el Estado. 

1.4 Síntesis del capítulo 1 

1. Desde el siglo XVI se da inicio a la tensión entre dos modelos de tenencia de la tierra, 

lo cual marcaría la historia de Colombia. Por un lado, el modelo latifundista pretendía la 
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acumulación de grandes extensiones de tierras, la mayoría de las cuales eran 

improductivas, con el fin de obtener prestigio, poder político y control territorial; por otro 

lado, el modelo de pequeños fundos trabajados por familias campesinas que los hicieron 

productivos y generaron con ello abastecimiento alimenticio y desarrollo económico para 

el país. 

 

2. En la primera mitad del siglo XIX, tras la fundación de la República y ante la inexistencia 

de política agraria, los baldíos de la Nación fueron destinados principalmente para el pago 

de deuda pública de un país endeudado por las guerras de independencia. Tal financiación 

del Estado se dio a través de bonos de deuda pública que permitieron a los especuladores 

apropiarse de baldíos, que además obtuvieron por concesiones, en lo que fue la primera 

fase de concentración de la propiedad rural. 

 

Además de los mencionados bonos de deuda pública y las concesiones de grandes 

extensiones de baldíos, los terratenientes de la época se valieron de la apropiación de 

facto de tierras públicas mediante mecanismos como el corrimiento de cercas, obteniendo 

con posterioridad, por medio de juicios fraudulentos, la propiedad de la tierra. 

 

3. A partir de 1870 cambia la orientación de la política agropecuaria, en razón del interés 

del Estado en satisfacer un auge exportador de productos agrícolas. A partir de tal fecha 

se promueve la colonización de zonas de baldíos inexploradas en tierras medias y bajas, 

prometiéndole al colono campesino que su trabajo para hacer productivas tales tierras 

sería recompensado con la propiedad de la misma y generando un marco jurídico ajustado 

a tal fin, con una aparente protección al colono.  

 

Sin embargo, a pesar de la política pública y del marco jurídico aparentemente favorable a 

los intereses de los colonos, estos no lograron hacerse a la propiedad de la tierra que 

habían trabajado, debido a los costos excesivos asociados a los trámites burocráticos. Lo 

anterior fue aprovechado por los empresarios territoriales quienes, valiéndose de su poder 

económico y político, lograron, fraudulentamente, hacerse a la propiedad de la tierra. 

 

De esta manera se dio un segundo momento histórico de concentración de la propiedad 

rural por parte de los empresarios territoriales, quienes además continuaron con la práctica 
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de ampliar las propiedades apropiándose de facto de baldíos, puesto que tenían intereses 

en la economía de exportación, ganado y principalmente, en la especulación con la 

tenencia de la tierra. Aparejado a tal concentración se produce el desplazamiento de 

colonos hacia zonas más apartadas de la frontera agropecuaria o el cambio de estatus de 

estos a la de arrendatarios o trabajadores de los mencionados empresarios territoriales.  

 

En este periodo se profundizó la tensión entre las visiones latifundista y campesina de la 

tenencia de la tierra. La primera pretendía la obtención de ganancias aprovechándose del 

trabajo del colono, con fines exportadores, pecuarios o de especulación; la segunda 

buscaba la pequeña propiedad, el sustento familiar y la generación de algún excedente. 

 

4. En las dos primeras décadas del siglo XX, los empresarios territoriales continuaron con 

la ruta de «seguir los pasos de los colonos», procurando hacerse con la propiedad de las 

tierras que habían trabajado estos. Ante tal situación, los colonos se organizaron y 

legitimaron sus luchas en las reformas legales del siglo pasado que protegían sus 

intereses.  

 

En estas décadas se presentaron conflictos jurídicos y de facto, y aunque el Gobierno 

nacional apoyaba los intereses de los colonos, los terratenientes, con el apoyo de las 

autoridades locales y a través de la intimidación, violencia y procesos administrativos 

fraudulentos, lograron imponerse y generaron un nuevo ciclo de desplazamiento de los 

colonos hacia zonas fuera de la frontera agropecuaria. 

 

5. En 1926, la Corte Suprema de Justicia profirió una sentencia en la que señala que solo 

se acreditaría propiedad privada a través de títulos originarios expedidos por el Estado. Tal 

decisión amenazaba el modelo de tenencia latifundista que se había valido de títulos 

espurios y de métodos fraudulentos y de facto para apropiarse de las tierras públicas que 

habían sido trabajadas por los colonos. 

 

Para los colonos y campesinos, la decisión de la Corte Suprema de Justicia fue un nuevo 

motor de legitimación de su lucha, y dio lugar a procesos de invasión de haciendas en las 

que cuestionaban la validez de los títulos imperfectos y espurios que presentaban los 

presuntos propietarios. 
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La respuesta de la dirigencia nacional fue la Ley 200 de 1936, la cual en la práctica anuló 

los efectos de la sentencia de 1926 y legitimó las usurpaciones de baldíos ocurridas en el 

siglo XIX. De esta manera, se generó una nueva fase de expulsión de arrendatarios, 

aparceros y colonos hacia zonas fuera de la frontera agropecuaria. 

 

6. Tras la Ley 200 de 1936, favorable a los intereses de los terratenientes, disminuyeron 

los conflictos en el campo y continuó el avance de los latifundistas, concretado en la Ley 

100 de 1944, la cual declaró de utilidad pública el contrato de aparcería y eliminó la 

posibilidad de que los campesinos reclamaran la propiedad de la tierra, lo cual ocasionó 

una nueva expulsión de las tierras que habían trabajado. 

Así, entonces, el régimen agrario consolidado por la Ley 200 de 1936 y la Ley 100 de 1944 

legitimó las grandes propiedades resultado de la usurpación de baldíos y de despojo y 

desplazamiento de colonos que habían trabajado la tierra. Tal cuestión se agravó con la 

violencia política acontecida después de la muerte de Jorge Eliécer Gaitán, la cual generó 

nueva expulsión y masacre de miles de campesinos. 

 

7. La Ley 135 de 1961 constituyó un intento de reforma agraria orientado a apaciguar los 

ánimos enardecidos de la violencia política y a evitar el fortalecimiento de la insurrección 

campesina. A pesar de que la misma procuró algún intento redistributivo, el resultado fue 

escaso, dada la férrea oposición de los terratenientes y sectores de los partidos liberal y 

conservador. 

 

Ante el fracaso de la reforma, se dio un proceso de invasión de haciendas liderado por la 

ANUC, el cual obtuvo como reacción de las élites el Pacto de Chicoral, considerado una 

contrarreforma agraria que dificultaba la extinción del derecho de dominio de predios 

ociosos y fortalecía los contratos de aparcería.  

 

De esta manera, el rechazo de las élites a los procesos de dotación de tierras a campesinos 

y a procesos de reforma agraria causó nuevos procesos de colonización de territorios 

marginados. En este periodo irrumpió el narcotráfico, el cual agravó el fenómeno de la 

concentración de la tierra y el despojo y desplazamiento de los campesinos, de la mano 

del paramilitarismo. 
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8. La Ley 160 de 1994, elaborada principalmente por el Banco Mundial, pretendió la 

disminución del fenómeno de la concentración de la tenencia de la tierra y la posibilidad 

de aumentar las exportaciones de productos agropecuarios. Tal ley privilegió la reforma 

agraria a través del mercado y apartó al Estado del proceso de distribución de tierras, pues 

fungía como mero intermediario.  

 

Los resultados de la reforma de 1994 fueron decepcionantes en materia redistributiva, ya 

que se incrementó la concentración de la propiedad de la tierra. Tal periodo estuvo además 

marcado por el despojo y la violencia paramilitar asociada al narcotráfico, lo cual generó 

una nueva oleada de desplazamiento hacia zonas de baldíos o centros urbanos. 

 

9. El acuerdo de paz suscrito por la FARC-EP y el Estado colombiano consagró en su 

primer punto el deber de este último de crear un fondo de tierras, además de otros 

instrumentos agrarios, con el fin de dotar de tierras a la población campesina sin tierra o 

con tierra insuficiente y procurar así una redistribución un poco más equitativa de la tierra. 

A pesar de la creación del mencionado fondo, a través del Decreto 902 de 2017, los 

resultados de la implementación de lo acordado han sido prácticamente inexistentes en la 

materia, según lo advertido por la Procuraduría General de la Nación. 

 

10. El estudio de la historia de la política agraria realizado en este capítulo permite concluir 

que la ocupación del territorio rural se ha caracterizado por ciclos continuos de colonización 

y despojo. En la primera fase de estos ciclos, se incentiva la ocupación campesina con el 

fin de hacer aptas las tierras para la agricultura, en un aparente marco jurídico y político 

favorable a sus intereses, que les «promete» la propiedad de la tierra trabajada. 

 

La segunda fase de estos ciclos se caracteriza por la aparición de empresarios territoriales, 

latifundistas, que tras la promesa incumplida de otorgar la propiedad de la tierra al 

campesino, se apropian de las tierras trabajadas por estos, y valiéndose de su poder 

político, económico y social, se hacen a la propiedad de los predios y además se apropian 

de facto de tierras baldías, generando grandes latifundios y obligando al campesino a 

desplazarse hacia zonas alejadas de la frontera agropecuaria o a quedarse en las tierras 

en calidad de trabajador o arrendatario. 
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11. La ocupación de las actuales áreas protegidas, incluidos los parques nacionales 

naturales, es consecuencia de los ciclos de colonización y despojo ocurridos desde la 

fundación de la República hasta la actualidad; la población campesina se ha visto obligada 

a desplazarse continuamente hasta asentarse en las áreas de interés ambiental y que por 

actuaciones administrativas del Estado se declaran como áreas protegidas, incluidas las 

áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 
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2.  Estándares jurisprudenciales2 

Vistas las razones de orden histórico, político y jurídico que han conducido a la colonización 

de zonas fuera de la frontera agropecuaria, entre las que se encuentran las actuales áreas 

del Sistema de Parques Nacionales Naturales, corresponde estudiar los estándares 

jurisprudenciales relacionados con la protección al medioambiente sano que se garantiza, 

entre otras medidas, con la declaratoria de tales áreas y la especial protección 

constitucional que la Carta de 1991 otorga al campesino. 

 

La tensión entre los derechos constitucionales de las comunidades campesinas asentadas 

en los parques nacionales naturales y el derecho al ambiente sano que se pretende 

garantizar con la declaratoria de tales áreas generan un conflicto socioambiental que la 

Corte Constitucional y el Consejo de Estado no han resuelto. Por esta razón, es esencial 

precisar los estándares jurisprudenciales en diferentes dimensiones del conflicto. 

 

Se observa que dos derechos constitucionales se encuentran en tensión: por un lado, el 

derecho al ambiente sano, que comporta un principio fundamental e interés superior del 

Estado colombiano y, por tanto, un bien jurídico constitucionalmente protegido; por otro 

lado, los derechos fundamentales de las comunidades campesinas, sujetos de especial 

protección constitucional. 

 

La Corte Constitucional ha aplicado el principio indubio pro natura3 y se ha pronunciado 

sobre la conservación y protección del medioambiente, por lo cual este enfoque es 

actualmente más restrictivo. En lo relativo a la realización de los derechos económicos 

sociales y culturales, en particular tratándose de sujetos de especial protección 

                                                
 

2 Este capítulo es una nueva versión actualizada y complementada de un documento (inédito) 
elaborado en 2016 por los abogados Martha Carvajalino Villegas y Andrés Felipe Ocampo 
Martínez, recopilado en el «Informe final-equipo jurídico uso, ocupación y tenencia (UOT)-
Subdirección de Gestión y Manejo de Áreas Protegidas-Parques Nacionales Naturales», del cual 
formaban parte además los abogados Adriana López Rojas y Jorge Moncaleano Ospina. 
3   De conformidad con lo indicado por la Corte Constitucional, el principio in dubio pro natura 
consiste en que, ante una tensión entre principios y derechos en conflicto, la autoridad debe 
propender por la interpretación que resulte más acorde con la garantía y disfrute de un ambiente 
sano, respecto de aquella que lo suspenda, limite o restrinja. Sentencia C-449 de 2015. 
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constitucional, la Corte ha optado por una posición garantista de los derechos de tales 

sujetos, prohibiendo de forma expresa las medidas regresivas en este aspecto. 

 

La figura de parques nacionales naturales es uno de los instrumentos principales a través 

del cual se garantiza el derecho colectivo y principio constitucional al ambiente, razón que 

hace necesario el análisis del estándar jurisprudencial relacionado. Para lograrlo, se 

estudian las disposiciones, los objetivos y usos que rigen la materia; las competencias 

asignadas por la ley sobre estas áreas, las cuales determinan los procedimientos por 

ejecutarse sobre las mismas; y el estándar jurisprudencial referido a la especial protección 

constitucional dado a las comunidades campesinas, con la garantía de derechos que tal 

reconocimiento apareja. 

2.1 Estándares constitucionales 

2.1.1 Estándar constitucional 1: la importancia de las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales en la realización 
del derecho colectivo constitucional al ambiente sano 

A partir de la Carta de 1991, la protección del medioambiente ocupa un lugar de suma 

relevancia en el ordenamiento jurídico colombiano, a punto tal que la Corte Constitucional 

ha indicado que existe una constitución ecológica incorporada a la Carta Política. Al 

respecto, la Corte, en la Sentencia C-595 de 2010, ha afirmado: 

La Constitución de 1991 modificó profundamente la relación normativa de la sociedad 

colombiana con la naturaleza. Por ello, esta Corporación ha señalado […] que la 

protección del medio ambiente ocupa un lugar tan trascendental en el ordenamiento 

jurídico que la Carta contiene una verdadera "Constitución ecológica", conformada 

por todas aquellas disposiciones que regulan la relación de la sociedad con la 

naturaleza y que buscan proteger el medio ambiente […] [subrayados y negrillas fuera 

del original]. 

 

En cuanto a la importancia de la protección al medioambiente, dicha corporación señala 

en la misma sentencia: 

Esta Corte, desde el inicio de sus funciones, en […] 1992, ha denotado la necesidad 

universalmente reconocida de brindar una respuesta contundente a las intolerables 

agresiones contra el medio ambiente, como puede apreciarse de la Sentencia T-411: La 



66 Conflictos de uso y tenencia en las áreas de Parques Nacionales Naturales 

 
protección al ambiente no es un «amor platónico hacia la madre naturaleza», sino la 

respuesta a un problema que, de seguirse agravando al ritmo presente, acabaría 

planteando una auténtica cuestión de vida o muerte: la contaminación de los ríos y 

mares, la progresiva desaparición de la fauna y la flora, la conversión en irrespirable de la 

atmósfera de muchas grandes ciudades por la polución, la desaparición de la capa de 

ozono, el efecto invernadero, el ruido, la deforestación, el aumento de la erosión, el uso de 

productos químicos, los desechos industriales, la lluvia ácida, los melones nucleares, el 

empobrecimiento de los bancos genéticos del planeta, etc., son cuestiones tan vitales que 

merecen una decisión firme  y unánime de la población mundial. Al fin y al cabo, el 

patrimonio natural de un país, al igual que ocurre con el histórico-artístico, pertenece 

a las personas que en él viven, pero también a las generaciones venideras, puesto 

que estamos en la obligación y el desafío de entregar el legado que hemos recibido 

en condiciones óptimas a nuestros descendientes […] [subrayados y negrillas fuera del 

original]. 

 

El capítulo tercero de la Constitución Nacional, al consagrar los derechos colectivos y del 

ambiente, dispone en el artículo 79 que todas las personas tienen derecho al goce de un 

ambiente sano, con garantía para las comunidades de participación en las decisiones que 

puedan involucrarla. Le atribuye el deber al Estado de proteger la diversidad del ambiente, 

de conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación 

ambiental. 

 

El artículo 80 señala que es deber del Estado manejar de los recursos naturales y 

garantizar su conservación, restauración o sustitución, prevenir y controlar los factores de 

deterioro ambiental, imponer sanciones y reparar los daños causados. 

 

La Corte Constitucional ha identificado tres facetas del derecho al medioambiente, a partir 

de la Constitución de 1991: la primera, relacionada con la facultad de cada persona de 

gozar de tal derecho, exigible por vía judicial; la segunda, que obliga a todos los 

ciudadanos y al Estado a proteger la diversidad e integridad del mismo; finalmente, la que 

implica que la protección al mencionado derecho como principio constitucional que irradia 

todo el ordenamiento jurídico y, por lo tanto, cuenta con protección transversal (Sentencia 

T-608 de 2011). 
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El artículo 8 de la Carta Política dispone como uno de sus principios fundamentales la 

obligación del Estado y de todas las personas de proteger las riquezas culturales y 

naturales, estructura fundante del Estado Social de Derecho. Al respecto, señala la Corte 

Constitucional (Sentencia C-431 de 2000): 

La defensa del medio ambiente constituye un objetivo de principio dentro de la actual 

estructura de nuestro Estado Social de Derecho. En cuanto hace parte del entorno 

vital del hombre, indispensable para su supervivencia y la de las generaciones 

futuras, el medio ambiente se encuentra al amparo de lo que la jurisprudencia ha 

denominado «Constitución ecológica», conformada por el conjunto de disposiciones 

superiores que fijan los presupuestos a partir de los cuales deben regularse las relaciones 

de la comunidad con la naturaleza y que, en gran medida, propugnan por su conservación 

y protección […]. 

 

En ese sentido, precisa, en la misma sentencia:  

Conforme a las normas de la Carta que regulan la materia ecológica, a su vez inscritas en 

el marco del derecho a la vida, cuya protección consagra el artículo 11 del mismo 

ordenamiento, esta Corte ha entendido que el medio ambiente es un derecho constitucional 

fundamental para el hombre y que el Estado, con la participación de la comunidad, es el 

llamado a velar por su conservación y debida protección, procurando que el desarrollo 

económico y social sea compatible con las políticas que buscan salvaguardar las riquezas 

naturales de la Nación […]. 

 

Otras disposiciones que completan la denominada «Constitución ecológica» son el artículo 

58, que consagra la función ecológica de la propiedad; el artículo 63, que dispone la 

inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad de los parques nacionales naturales; 

el artículo 88, que consagra acciones populares para protección de derechos colectivos 

sobre el medioambiente, y el artículo 95, numeral 8, que señala que los ciudadanos tienen 

el deber y la obligación de proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por 

la conservación de un ambiente sano. 

 

Como se precisó anteriormente, la Constitución de 1991 eleva a principio fundamental del 

Estado colombiano la protección de las riquezas naturales y dispone un amplio catálogo 

de derechos y deberes estatales y ciudadanos relacionados con la protección del 

medioambiente. Tal protección y la garantía de desarrollo sostenible, en consonancia con 
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los instrumentos de orden internacional que comportan el bloque de constitucionalidad, 

han sido objeto de múltiples pronunciamientos de la Corte Constitucional. 

La finalidad de los parques nacionales naturales, según ha señalado tal corporación, es el 

logro de los propósitos de conservación y protección del ambiente constitucionalmente 

protegidos. En este sentido, ha señalado tal corporación en la Sentencia T-282 de 2012:  

Las zonas comprendidas dentro de la afectación de Parque Nacional Natural representan 

una forma articulada, cierta e irremplazable de proteger las riquezas naturales, la 

sostenibilidad del ambiente, la supervivencia de especies y en amplia perspectiva, de las 

condiciones mismas de vida de las personas. 

 

El artículo 63 de la Constitución Nacional caracteriza a los parques nacionales naturales 

como como bienes inembargables, imprescriptibles e inalienables. Esta disposición, junto 

con las normas de orden superior que ordenan la protección, conservación y planificación 

sobre las riquezas naturales, así como las normas de orden internacional, en especial el 

Convenio sobre la Diversidad Biológica aprobado en la Ley 165 de 1994, dotan a la 

finalidad de los parques nacionales naturales de una protección de rango constitucional, 

reiterada por la Corte. 

 

Mediante la Sentencia 746 de 2012, que retoma el antecedente jurisprudencial de las 

sentencias C-598 de 2010, C-189 de 2006 y C-649 de 1997, analiza la constitucionalidad 

del numeral 9 del artículo 52 de la Ley 99 de 1993 y estructura la línea jurisprudencial en 

la cual ha caracterizado y definido el Sistema de Parques Nacionales Naturales. En ese 

sentido, dispone, en la Sentencia C-746 de 2012, que: 

El uso, manejo y destinación de dichas áreas está sujeto de forma estricta a unas finalidades 

específicas de conservación, perpetuación en estado natural de muestras y protección de 

diferentes fenómenos naturales y culturales, perfiladas en el artículo 328 del CRN. 

 

La imposición de restricciones al ejercicio de derechos y libertades es constitucional; su 

fundamento legal se encuentra en el Código de Recursos Naturales, que definió las 

actividades permitidas en las áreas de parques y proscribió de las mismas cualquier 

actividad que pueda traer como consecuencia la alteración del ambiente natural para el 

logro de los objetivos pretendidos en los parques nacionales naturales.  

 

La sentencia que da origen a esta línea es la C-649 de 1997, que al estudiar la 

constitucionalidad del artículo 5 de la Ley 99 de 1993, declaró inexequible la expresión 
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sustraer, empleada en el numeral 18 del artículo 5, en cuanto se entiende referida a las 

áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales, y exequible, en lo que se 

refiere a las reservas forestales nacionales. 

 

De esta manera, puede afirmarse que la línea determina como motivo fundamental para 

definir la naturaleza de las áreas de PNN el cumplimiento de los propósitos de 

conservación y protección de áreas con un valor excepcional y condiciones y 

características especiales reservadas en beneficio de todos los habitantes del territorio 

colombiano en realización del interés general, que por tal razón y dadas sus condiciones, 

está sometido a un régimen especial de manejo, incluso los predios de propiedad privada 

en el interior de las áreas4. 

 

En este sentido, afirma la Corte (Sentencia C-649 de 1997):  

Es necesario precisar que dentro de las zonas delimitadas y, por consiguiente, reservadas 

o destinadas a parques naturales, no solo se comprenden terrenos de propiedad estatal, 

sino de propiedad privada. Si bien en estos casos subsiste la propiedad privada, que es 

enajenable, ella está afectada a la finalidad de interés público o social propia del sistema 

de parques nacionales, lo que implica la imposición de limitaciones o cargas al ejercicio de 

dicho derecho acordes con tal finalidad. No obstante, la Corte ha advertido que en los casos 

que se afecte el núcleo esencial del derecho de propiedad, el bien debe ser adquirido 

mediante compra o expropiación. 

 

En el mismo sentido, añade en la misma sentencia:  

El sistema ambiental que ha configurado la Constitución fue una respuesta del 

Constituyente al preocupante y progresivo deterioro del ambiente y de los recursos 

naturales renovables. Ello explica la necesidad de salvaguardar para las generaciones 

presentes y futuras los elementos básicos que constituyen el sustrato necesario para 

garantizar un ambiente sano, mediante la preservación y restauración de los ecosistemas 

que aún perviven. En tal virtud, entiende la Corte que la voluntad del Constituyente fue que 

                                                
 

4 La Corte Constitucional precisó: «Esta zonificación incluye también las zonas amortiguadoras 
ubicadas por fuera de tales áreas protegidas; estas zonas están sometidas a un régimen jurídico 
asimilable en algunos aspectos al del sistema de parques nacionales naturales, por lo cual es 
posible que en su territorio sean impuestas restricciones al ejercicio de los derechos y libertades, 
con el fin de atenuar los efectos nocivos que tales actividades puedan generar a las referidas 
áreas protegidas» (C-746 de 2012, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
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las áreas integradas al sistema de parques nacionales se mantuvieran afectadas a las 

finalidades que le son propias; por consiguiente, la calidad de inalienables de los parques 

naturales, reconocida en el art. 63, debe entenderse en armonía con los arts. 79 y 80, en el 

sentido indicado antes, esto es, que las áreas o zonas que los integran no pueden ser objeto 

de sustracción o cambio de destinación. En tales condiciones, se repite, ni el legislador ni 

la administración facultada por este pueden sustraer, por cualquier medio, las áreas 

pertenecientes al referido sistema.        

 

En la Sentencia C-189 de 2006, la Corte reitera el criterio analizado y señala que el Sistema 

de Parques Nacionales Naturales constituye un límite al ejercicio de derecho de propiedad 

privada, considerando que las áreas que se reservan para tal fin no se componen 

exclusivamente de predios de propiedad pública, sino también de predios bajo titularidad 

de particulares. Afirma que, en tales casos, los propietarios deben allanarse por completo 

al cumplimiento de las finalidades del sistema de parques y a las actividades permitidas en 

dichas áreas. 

 

En la Sentencia C-598 de 2010, al analizar la inexequibilidad de una norma que permitía 

la sustracción de los parques naturales regionales, la Corte se pronuncia acerca de los 

objetivos que  pretenden garantizarse con la declaratoria de las áreas del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales, haciendo énfasis en su importancia relevancia para la 

preservación del medioambiente y para garantizar la protección de ecosistemas diversos; 

esta cuestión implica que las autoridades competentes asuman su administración, con el 

fin de conservar esos valores preponderantes «de fauna y flora y paisajes o reliquias 

históricas, culturales o arqueológicas» y a fin de «perpetuar, en estado natural, muestras 

de comunidades bióticas, regiones fisiográficas, unidades biogeográficas, recursos 

genéticos y especies silvestres amenazadas de extinción». 

 

De esta manera, las autoridades ambientales competentes se encuentran en la obligación 

de regular y limitar las actividades y obras que pueden realizar los propietarios de predios 

privados en las áreas de parques nacionales, con el fin de hacerlas compatibles con los 

objetivos que se pretenden alcanzar con la declaratoria de los mismos.  

 

Por lo anterior, corresponde a los propietarios de predios privados cumplir estrictamente 

las finalidades del Sistema de Parques Nacionales Naturales y, en consecuencia, sujetarse 

al plan de manejo del área. En el mismo sentido, deben someterse a los lineamientos y 
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directrices de la autoridad ambiental, que administra el área, relacionados con las 

actividades privadas (Sentencia T-282 de 2012). 

 

En el mismo sentido, señala la Corte (Sentencia T-282 de 2012):  

Significa lo anterior que, salvo con el cumplimiento de las exigencias legales y 

reglamentarias pertinentes, las áreas de propiedad privada ubicadas en parques naturales 

conllevan a lo que la doctrina ha señalado como el “no-uso”, que no solo implica los 

intereses provenientes de la propiedad, sino también la limitación de los demás derechos 

reales que de ella se puedan derivar: imposibilidad de venta, imposibilidad de ocupación 

legítima sin dominio, etc. 

A pesar de ello, como lo ha reconocido la Corte, las limitaciones a la disposición de los 

bienes en razón de la función ecológica de la propiedad no significan un 

desconocimiento de los atributos de uso, goce y explotación sobre dichos bienes, 

sino una adaptación de la relación entre el propietario y su bien con el fin de lograr la 

conservación o la preservación del medio ambiente. Esta interpretación, no obstante 

resultar contraria a la tradición jurídica especialmente cuidadosa en la protección de los 

derechos subjetivos individuales, ha sido reconocida también por el derecho comparado y 

en la jurisprudencia internacional de derechos humanos, americana y europea […] 

[subrayados y negrillas fuera del original]. 

 

En 2002, la Corte Constitucional se pronuncia respecto a la protección y preservación de 

algunos ecosistemas de alta importancia ecológica y los ubica en un régimen especial de 

protección más estricto que se erige en un principio interpretativo para la aplicación de las 

normas. En este caso, la Corte se refiere a la protección de un humedal, por lo que la ratio 

decidendi de la mencionada sentencia se aplica de forma más contundente cuando se 

hace referencia a áreas reservadas, como los parques nacionales naturales. En la referida 

oportunidad, señala la Corte (Sentencia T-666 de 2002): 

El mandato de conservación impone la obligación de preservar ciertos ecosistemas. Estos 

no están sometidos a la obligación de garantizar un desarrollo sostenible, sino a procurar 

su intangibilidad. De ahí que únicamente sean admisibles usos compatibles con la 

conservación y esté proscrita su explotación. 

Las áreas de especial importancia ecológica, en este orden de ideas, están sometidas a un 

régimen de protección más intenso que el resto del medio ambiente. Dicha protección tiene 

grandes consecuencias normativas, en la medida en que (i) se convierte en principio 

interpretativo de obligatoria observancia cuando se está frente a la aplicación e 
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interpretación de normas que afecten dichas áreas de especial importancia ecológica y (ii) 

otorga a los individuos el derecho a disfrutar ─pasivamente─ de tales áreas, así como a 

que su integridad no se menoscabe. 

 

De lo dicho por la Corte Constitucional, se tiene que la finalidad principal de las áreas que 

conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales es la preservación, conservación 

y planeación de las riquezas naturales que allí se encuentran, la cual desarrolla los 

propósitos superiores de protección del ambiente sano; y que, en virtud de lo anterior, 

resultan constitucionalmente admisibles las restricciones a la propiedad y a la tenencia de 

la tierra en los predios dentro de la misma. 

 

Visto lo anterior, se hará referencia de manera general al régimen de tenencia y usos en 

las áreas que conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales. En cuanto a la 

tenencia, como se anunció previamente, en tales áreas coexisten la propiedad privada y 

la propiedad pública.  

 

En lo relacionado con la ocupación de bienes baldíos (propiedad pública) en las áreas del 

Sistema de Parques Nacionales Naturales, es preciso recordar lo dispuesto en el artículo 

63 de la Constitución Nacional, que se refirió a la inalienabilidad de tales áreas, lo que 

convierte a los baldíos ubicados en las mismas en inadjudicables, una vez las mismas han 

sido declaradas.  

 

Al respecto, la Ley 2 de 1959, previo a la Constitución de 1991, señala (art. 13) que en las 

áreas declaradas parques nacionales naturales queda prohibida la adjudicación de 

baldíos; los ocupantes de bienes baldíos de la Nación dentro de tales áreas quedan 

también sujetos a las restricciones allí impuestas en materia de usos. Asimismo, el Decreto 

622 de 1977 (art. 11) reitera lo establecido en la Ley 2 de 1959, en cuanto a tal prohibición. 

 

En este punto, es necesario precisar que resolver los conflictos de tenencia en las áreas 

del Sistema de Parques Nacionales Naturales, de conformidad con lo establecido en la Ley 

160 de 1994 y en particular en el capítulo 10 de la misma, corresponde a la actual Agencia 

Nacional de Tierras, a través de los procedimientos especiales agrarios de clarificación de 

la propiedad, deslinde de tierras, extinción del derecho de dominio y recuperación de 

bienes baldíos. En este sentido, dispone la Corte en la SentenciaT-282 de 2012:  
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Como quiera que los parques naturales no solo se integran por áreas de propiedad pública, 

sino también privada, bien bajo la modalidad de propiedad colectiva indígena o 

afrocolombiana o bajo la fórmula clásica de propiedad particular o las dos cosas, las 

autoridades competentes deben cumplir sus funciones teniendo en cuenta el imperativo de 

protección ambiental derivado del sistema, así como los derechos de tales grupos e 

individuos. Aparte de ellos, el Estado deberá clarificar la propiedad, para deslindar y 

recuperar los terrenos baldíos para eliminar toda ocupación o pretensión ilegítima sobre 

tales territorios. Y con relación a las actividades que desarrollen los particulares en uso de 

sus títulos legítimos de propiedad, deberá la autoridad ambiental competente regular y 

limitar las actividades u obras que se puedan desarrollar como consecuencia de tales 

derechos, a fin de hacerlas coherentes con las necesidades ecológicas que justifican los 

parques naturales. 

 

En cuanto a la propiedad privada, esta es admisible con las restricciones vistas en el 

acápite anterior y considerando además que tanto la Ley 2 de 1959 como la Ley 99 de 

1993 prevén la posibilidad de expropiación estatal, en caso de que así se requiera. En este 

sentido, dispone el artículo 14 de la primera: «Decláranse de utilidad pública las zonas 

establecidas como "Parques Nacionales Naturales". El Gobierno podrá expropiar las tierras 

o mejoras de particulares que en ellas existan». 

 

Por su parte, el artículo 107 de la Ley 99 de 1993 señala lo siguiente: 

Decláranse de utilidad pública e interés social la adquisición por negociación directa o por 

expropiación de bienes de propiedad privada, o la imposición de servidumbres, que sean 

necesarias para la ejecución de obras públicas destinadas a la protección y manejo del 

medio ambiente y los recursos naturales renovables, conforme a los procedimientos que 

establece la ley. 

 

De conformidad con el marco jurídico vigente, los baldíos ubicados en áreas de Parques 

Nacionales Naturales son inadjudicables, sin importar la condición del sujeto ni el proceso 

histórico de ocupación de tales áreas. Por tanto, los campesinos ─sujetos de reforma 

agraria─ que habiten tales áreas y que no hayan alcanzado los títulos de propiedad con 

anterioridad a la declaratoria de las mismas no gozan del derecho a acceder al derecho de 

dominio del bien que habitan, que han trabajado y del cual, en muchos casos, depende su 

sustento y mínimo vital. 
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Por otro lado, según el régimen jurídico vigente, es admisible la propiedad privada 

consolidada en tales áreas con anterioridad a la declaratoria de las mismas, la cual queda 

sujeta a las restricciones de usos y manejo prevista por la entidad administradora de las 

mismas. 

 

Visto lo anterior, es preciso señalar los tipos de áreas de los que se compone el Sistema 

de Parques Nacionales Naturales. Tal clasificación está prevista en el artículo 329 del 

Decreto 2811 de 1974, así: parque nacional, reserva natural, área natural única, santuario 

de flora, santuario de fauna y vía parque.   

 

Según la clasificación prevista en el artículo antes transcrito, la normativa vigente dispuso 

las actividades permitidas, conforme el tipo de área. En este sentido, señaló el artículo 331 

del Decreto 2811 de 1974 que tales actividades serían de conservación, recuperación, 

control, investigación, cultura y recreación.  

 

En cuanto a la zonificación de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, el 

Decreto 622 de 1977, mediante el cual se reglamenta parcialmente el Decreto 2811 de 

1974 en lo que se refiere a la zonificación, dispone que es una subdivisión con fines de 

manejo de las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales, que se 

planifica y determina de acuerdo con los objetivos y características naturales de las 

respectivas áreas, para su adecuada administración y para el cumplimiento de los objetivos 

señalados. La zonificación no implica que las partes del área reciban diferentes grados de 

protección, sino que a cada una de ellas debe darse un manejo especial a fin de garantizar 

su perpetuación.  

 

Con el fin de permitir la administración de las áreas mencionadas, la normativa dota a la 

entidad de Parques Nacionales Naturales del instrumento del plan de manejo. En este 

sentido, el artículo 47 del Decreto 2372 de 2010 señala que cada una de las áreas que 

conforman el Sistema Nacional de Áreas Protegidas debe contar con un plan de manejo 

construido con la participación de los actores que intervienen en la administración del 

territorio, el cual orienta su gestión de conservación para un periodo de 5 años. 

 

La Corte Constitucional, al referirse a los planes de manejo de las áreas de parques 

nacionales naturales, dispone en la Sentencia T-348A de 2014 que: 
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Este reglamento también definió la zonificación como la «subdivisión con fines de manejo 

de las diferentes áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales, que se 

planifica y determina de acuerdo con los fines y características naturales de la respectiva 

área, para su adecuada administración y para el cumplimiento de los objetivos señalados» 

y dispuso que esta no implicaría que las partes del área reciban diferentes grados de 

protección, sino que a cada una de ellas debe darse manejo especial, a fin de garantizar su 

perpetuación. 

 

Las áreas se encuentran zonificadas para efectos de su administración y en ellas debe 

formularse, conforme a sus características y condiciones, un plan de manejo sometido al 

régimen jurídico de las mismas. La zonificación de la misma y su respectivo plan de manejo 

constituyen el instrumento que garantiza el cumplimiento de sus objetivos y finalidad, y 

debe atender a las realidades del territorio. Al respecto, reitera la Corte (Sentencia C-746 

de 2012):  

Tampoco puede esta Corte pasar por alto, que algunas de las áreas que integran el sistema 

de parques deben tener un plan de manejo sensible a las circunstancias bióticas, 

ecológicas, sociales, históricas y culturales que las caracterizan. Consciente de esta 

particularidad, la autoridad reglamentaria, desde 1977, previó la zonificación de dichas 

áreas según las siguientes categorías: intangible, primitiva, de recuperación natural, 

histórico-cultural, de recreación general exterior, de alta densidad de uso y amortiguadora 

(D. 622 de 1977, art. 18), aspecto que por demás integra el régimen jurídico especial de los 

Parques Nacionales Naturales conforme se expuso en la consideración 26 de esta 

providencia. 

 

Se tiene entonces que, con el fin de proteger y conservar las áreas de especial importancia 

ecológica, el Estado cuenta con la figura de los Parques Nacionales Naturales, en los 

cuales son constitucionalmente admisibles las restricciones de los usos y tenencia, tanto 

para propietarios privados como para quienes ocupan bienes baldíos de la Nación y se 

justifica la administración de las mismas en cabeza del Estado, a través de las autoridades 

competentes. 

 

En ejercicio de tal administración, a las autoridades competentes se les ha dotado del 

instrumento del plan de manejo, que debe responder a las condiciones ambientales y 
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sociales del área, el cual permite que las mismas se anticipen al daño, en cumplimiento 

del principio de prevención5. 

2.1.2 Estándar constitucional 2: la especial protección al campo y 
al campesino en la Constitución de 1991 

La Carta del 91 dispuso de manera expresa, en el artículo 64, el deber del Estado de 

promover el acceso progresivo de los trabajadores agrarios a la propiedad de la tierra, así 

como a servicios y bienes públicos necesarios para mejorar el ingreso y la calidad de vida 

de los campesinos. 

 

La jurisprudencia ha reconocido una especial protección constitucional al campo como bien 

jurídico, en el marco del Estado social de derecho. La Corte define tal concepto en la 

Sentencia C-644 de 2012, así: 

[…] la denominación dada a la expresión «Campo» se entiende para efectos de este 

estudio como realidad geográfica, regional, humana, cultural y económica, que por 

lo mismo está llamada a recibir una especial protección del Estado, por los valores que 

en sí misma representa. De [!] otra parte, es el campo como conjunto de tierras 

destinadas a la actividad agropecuaria, el espacio natural de la población campesina, 

                                                
 

5 La Corte Constitucional se ha referido al principio de prevención así: «Principio de prevención. 
Este tribunal manifestó que ha sido definido en el orden internacional como aquel que busca “que 
las acciones de los Estados se encarrilen a evitar o minimizar los daños ambientales, como un 
objetivo apreciable en sí mismo, con independencia de las repercusiones que puedan ocasionarse 
en los territorios de otras naciones. Requiere por ello de acciones y medidas —regulatorias, 
administrativas o de otro tipo— que se emprendan en una fase temprana, antes que el daño se 
produzca o se agrave” (96). La doctrina ha expresado que “se ha producido, en nuestros días, una 
toma de consciencia de que no basta con reparar (modelo curativo) sino que se impone prevenir 
(modelo preventivo), y ello convierte al principio de prevención en uno de los grandes principios 
estructurales de este sector del derecho internacional público. La finalidad o el objeto último del 
principio de prevención es, por tanto, evitar que el daño pueda llegar a producirse, para lo cual se 
deben adoptar medidas preventivas». 
Ello encuentra fundamento en la Declaración de Estocolmo de 1972 (art. 98), la Carta Mundial de 
la Naturaleza de 1982 (art. 99) y la Declaración de Río de 1992 (art. 100). La eficacia práctica de 
la acción preventiva requiere de una armonización con el principio de precaución, al flexibilizar 
este último el rigor científico que se exige para que el Estado adopte una determinación. El 
principio de prevención se aplica en los casos en que es posible conocer las consecuencias sobre 
el medioambiente que tiene la puesta en marcha de determinado proyecto o actividad, de modo 
que la autoridad competente pueda adoptar decisiones antes de que el riesgo o el daño se 
produzca, mientras que el principio de precaución opera en ausencia de certeza científica 
absoluta. C-449 de 2015, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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fuente natural de riqueza del Estado y sus asociados [sic] [subrayado y negrillas fuera 

del original]. 

 

La especial protección constitucional brindada a esa realidad humana, social, geográfica y 

cultural, así como a ese conjunto de tierras descrita por la Corte, justifica las medidas que 

adopta la Carta misma y que ha desarrollado el legislador. Al respecto, en la Sentencia C-

006 de 2002, indica la Corte: 

[…] otorga al trabajador del campo y en general al sector agropecuario un tratamiento 

particularmente diferente al de otros sectores de la sociedad y de la producción que 

encuentra justificación en la necesidad de establecer una igualdad no sólo jurídica, 

sino económica, social y cultural para los protagonistas del agro, partiendo del supuesto 

de que el fomento de esta actividad trae consigo la prosperidad de los otros sectores 

económicos y de que la intervención del Estado en este campo de la economía busca 

mejorar las condiciones de vida de una comunidad tradicionalmente condenada a la 

miseria y la marginación social […] [subrayado y negrillas fuera del original]. 

 

Dada la relevancia social, económica y cultural que al campo representa, la Corte 

Constitucional reconoce la importancia de brindarle protección especial; en consecuencia, 

impone otorgar a los campesinos, grupo poblacional especialmente vulnerable, un nivel de 

protección similar que posibilite la realización del proyecto de vida de estas comunidades 

de manera digna, en armonía con los principios constitucionales que guían el Estado social 

de derecho. 

 

La producción de alimentos requiere de una especial protección estatal; el artículo 65 

constitucional obliga al Estado a dar prioridad al desarrollo de actividades agropecuarias, 

pesqueras y forestales, así como a ejecutar las medidas necesarias para dotación de 

bienes públicos necesarios para la realización de aquellas.  

 

El derecho a la propiedad agraria se encuentra íntimamente relacionado con la promoción 

de las actividades antes mencionadas que redundan en el desarrollo económico y social 

del país, así como con la superación de condiciones de pobreza de la población campesina 

y a la realización de derechos colectivos de la sociedad.    
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Es deber del Estado otorgar el título de propietarios a los trabajadores agrarios, así como 

complementarlo con la ejecución de acciones integrales encaminadas a garantizar el 

mejoramiento del ingreso y la calidad de vida de los campesinos.  

 

Al respecto, señala la Corte en la Sentencia C-021 de 1994: 

Particularmente, los artículos 64, 65 y 66 de la Carta Política tienen el carácter de 

ordenamientos programáticos, que constituyen el fundamento de la acción del 

Estado para crear las condiciones necesarias que permitan el acceso de los 

trabajadores agrarios a la propiedad de la tierra y a los servicios de educación, salud, 

vivienda, seguridad social, recreación y crédito, e igualmente dar prioridad, apoyo y especial 

protección al desarrollo de las actividades agropecuarias, pesqueras, forestales y 

agroindustriales, y a la construcción de obras de infraestructura física en el campo […].  

El contenido normativo en cuestión entraña el diseño de una estrategia global del 

desarrollo rural que el Constituyente configuró como un cometido estatal destinado 

a lograr el crecimiento del sector campesino y consecuencialmente, un mejoramiento 

sustancial de la calidad de vida de la población rural [subrayado y negrillas fuera del 

original]. 

 

La Carta del 91 reconoce entonces las condiciones históricas de vulnerabilidad y pobreza 

de la población campesina y, con el fin de superarlas, otorga una especial protección al 

campo y a la propiedad agraria. Asimismo, impone al Estado el diseño y ejecución de una 

estrategia que procure la mejoría en la calidad de vida de tal población, de manera tal que 

se alcance la igualdad material de la misma, además contribuir al desarrollo económico de 

la Nación a través del sector agropecuario. 

 

Del análisis sistémico de la Constitución Nacional, en particular de los artículos 58, 60, 64, 

65 y 66, la Corte concluye que se desprende un principio de democratización de la 

propiedad a favor de los trabajadores agrarios y la población campesina, que busca la 

reducción de la concentración de la tenencia de la tierra, originada por fenómenos políticos, 

históricos y económicos, analizada en el capítulo anterior. 

 

Al respecto, señala la Corte en la Sentencia C-189 de 2006: 

[…] aun cuando las normas en cuestión establecen una prohibición temporal de 

enajenación, es claro que las mismas no resultan contrarias al núcleo esencial del derecho 

a la propiedad privada, pues no sólo mantienen intacto el ejercicio de los atributos de goce 
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y explotación sobre los predios rurales debidamente adjudicados, sino que también 

propenden por la realización del principio de democratización de la propiedad a favor 

de trabajadores agrarios y campesinos, previsto ─entre otros─ en los artículos 58, 60 y 

64 del Texto Superior [subrayado y negrillas fuera del original]. 

 

El análisis de la jurisprudencia relacionada con el artículo 64 de la Carta Constitucional 

permite extraer las siguientes características respecto a dicho mandato (Sentencia C-644 

de 2012): 

 

a. La intervención del Estado en la tenencia de la tierra rural debe estar orientada a 

favorecer el acceso a la propiedad por parte de los trabajadores agrarios, procurando la 

democratización de la propiedad rural y la desconcentración de la misma. 

 

b. El artículo 64 constitucional es una norma de carácter programático que requiere por 

parte del Estado el diseño e implementación efectiva de una estrategia orientada a dotar 

de tierra a la población campesina que carece de la misma y a mejorar las condiciones de 

vida tal población. Para tal fin, debe valerse de desarrollos de política pública y jurídicos 

que garanticen su debida implementación. 

 

c. El deber estatal consagrado en el artículo 64 de la Constitución se orienta a favorecer a 

un grupo social que se encuentra en estado de debilidad y marginación, en razón a causas 

de origen histórico que la han constituido en la principal víctima del conflicto sistémico. 

 

La Constitución Nacional exige que se adopten medidas progresivas estructurales 

orientadas a que los trabajadores agrarios accedan a la propiedad rural, por lo que se 

imponen a las autoridades públicas mandatos para el diseño e implementación de 

estrategias encaminadas al logro de tal acceso, y a que se garantice además la 

permanencia del campesino en ella, en su explotación, en la participación en la producción 

de riqueza y en los beneficios del desarrollo.  

 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-644 de 2012, ha sido enfática en afirmar que el 

Estado no puede concentrar sus esfuerzos únicamente en la producción de la tierra, sino 

que debe vincular necesariamente al campesino en dicho proceso, pues, de lo contrario, 

su actuación será inconstitucional. 
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Como se ha indicado, los parques nacionales son áreas constitucionalmente protegidas 

que materializan los más importantes intereses ecológicos de la Nación y el interés 

general; su protección y conservación es un deber del Estado, cuyos usos se encuentran 

expresamente reglados; y su administración y regulación recae en la entidad de Parques 

Nacionales Naturales, sin perjuicio de las competencias asignadas a otras entidades, 

especialmente en materia de resolver conflictos relacionados con la tenencia de la tierra, 

función asignada a la Agencia Nacional de Tierras. 

 

La conservación de los parques nacionales como instrumento esencial para la protección 

del medioambiente se erige como un derecho que entra en conflicto con los de quienes 

habitan tales áreas y han llegado allí como consecuencia de los repetidos ciclos de 

colonización y despojo analizados en el primer capítulo de este texto. Este conflicto se 

materializa en la tensión de derechos de sujetos particularmente caracterizados por la 

Constitución y la ley. 

 

El grupo poblacional involucrado en este conflicto es el de las comunidades locales 

campesinas habitantes de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, que se 

encuentran en condición de vulnerabilidad, marginalidad y pobreza, campesinos que la Ley 

160 de 1994 caracteriza como sujetos de reforma agraria y que han desarrollado una 

relación con el territorio consecuencia de los históricos procesos de colonización y despojo 

antes analizados. 

 

Como se afirmó anteriormente, el desarrollo jurisprudencial se ha referido a la protección 

del campo y de los trabajadores agrarios de forma particular, precisando el alcance de la 

protección constitucional. En 1994, la Corte da inicio a una línea de protección especial al 

campo a partir de una interpretación sistemática de los artículos 64, 65 y 66 de la 

Constitución. 

 

Mediante las sentencias C-595 de 1995 y C-536 de 1997, la Corte Constitucional define 

de forma clara la función social de los bienes baldíos y las especiales características de 

los sujetos de reforma agraria, para los cuales están reservados los bienes fiscales 

adjudicables (Sentencia C-595 de 1995). 
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En la Sentencia C-595 de 1995, la Corte Constitucional, con ponencia del magistrado 

Carlos Gaviria Díaz, señala que, de conformidad con lo establecido en el numeral 18 del 

artículo 150 de la Constitución, la normativa relacionada con la apropiación, adjudicación 

y recuperación de tierras baldías tiene reserva de ley e indicó que tales bienes públicos no 

se adquieren mediante prescripción, sino únicamente por adjudicación realizada por el 

Estado, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley. 

 

En cuanto a la función social en el caso de las tierras baldías, en la Sentencia C-595 de 

1995, la Corte dispone que aquella se traduce en la obligación de explotar la tierra 

económicamente y destinarla a las actividades aptas para su uso.  

 

Añade la Corte, en la mencionada sentencia, que la adjudicación de propiedad de la 

Nación, en particular de los bienes baldíos, tiene como finalidad permitir el acceso a la 

propiedad de la tierra a quienes carecen de ella y, en consecuencia, contribuir al 

mejoramiento de sus condiciones de vida (Sentencia C-595 de 1995). 

 

En la Sentencia C-536 de 1997, la Corte reitera lo relacionado con la reserva legal en 

materia de regulación de bienes baldíos. Señala que el legislador es el autorizado para:  

Dictar las normas sobre apropiación o adjudicación y recuperación de tierras baldías. En tal 

virtud, en desarrollo de dicha atribución, le es dado regular lo relacionado con la forma como 

se adquiere la propiedad de los baldíos, las limitaciones a su adjudicación, las restricciones 

que reclaman su disposición o enajenación una vez adjudicados, los procedimientos 

administrativos a través de los cuales se hacen efectivas tales limitaciones o restricciones 

y, en general, las cargas a las cuales puede someterse su aprovechamiento económico, 

con el fin de lograr los objetivos sociales y económicos. 

 

Al analizar los fenómenos de fraccionamiento antieconómico y concentración inequitativa 

de la propiedad rural, la Corte (Sentencia C-536 de 1997) señala que los baldíos se 

adjudican bajo criterio de utilidad y beneficio social, económico y ecológico, según la 

filosofía que inspira la reforma agraria, con sustento en los artículos 60, 64, 65, 66 y 334 

de la Constitución. Añade, además, que la adjudicación de baldíos está orientada al logro 

de los fines del Estado previstos en el artículo 2 de la Carta y, en consecuencia, debe 

procurar la creación de condiciones materiales que permitan la realización de proyectos de 

vida digna para los campesinos. 
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Mediante la sentencia C-006 de 2002, la Corte analiza los objetivos del Sistema Nacional 

de Reforma Agraria y Desarrollo Rural y da alcance a la protección del campo y del 

trabajador agrario, no solo a partir de la función social de la propiedad y el acceso 

progresivo a la misma, sino, además, del impulso de medidas que propendan por una 

igualdad «económica, social y cultural de los trabajadores del agro», por medio de la 

«prioridad, apoyo y especial protección» de la que gozan. 

 

Este desarrollo jurisprudencial se recoge en la Sentencia C-644 de 2012, a través de la 

cual se estudia la constitucionalidad de la modificación de la Ley 160 de 1994 por la Ley 

1450 de 2011 (Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014), que pretendía la introducción de 

los proyectos de desarrollo agropecuario y forestal como excepción a la prohibición de 

acumulación de UAF. En esa sentencia, la Corte define el campo como un «bien jurídico 

especialmente protegido por la Constitución». 

 

Si bien debe precisarse que el concepto de campo tiene una especial relación con la 

producción agrícola como actividad protegida, la línea jurisprudencial claramente refiere al 

acceso a la propiedad y a las actividades agrícolas sin perjuicio de la limitación y reservas 

del Estado en materia ambiental. No obstante, la Corte llama la atención en que la 

interpretación del bien jurídico protegido obedece a «una realidad, geográfica, regional, 

humana y cultural y económica, que por lo mismo está llamada a recibir una especial 

protección del Estado» (Sentencia C-644 de 2012). 

 

En ese marco, dispuso la Corte que, respecto a los trabajadores del campo, debe ser 

reconocido «el derecho a que el Estado adopte medidas progresivas y no regresivas 

orientadas a estimular, favorecer e impulsar el acceso a la propiedad de los trabajadores 

agrarios y el mejoramiento de la calidad de vida y dignidad humana» (Sentencia C-644 de 

2012). Esta posición jurídica ubica a los trabajadores del campo en una relación especial 

frente al Estado, la cual está ligada a la protección de la seguridad alimentaria. 

 

La Corte refiere el Informe del Relator Especial sobre el Derecho a la Alimentación de las 

Naciones Unidas (2010, p. 4), en el cual se asegura que: 

El acceso a la tierra y la seguridad de la tenencia son esenciales para asegurar el disfrute 

no solo del derecho a la alimentación, sino también de otros derechos humanos, incluido el 

derecho al trabajo (de los campesinos que no poseen tierras) y el derecho a la vivienda. 
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En ese marco, la protección contra el hambre se traduce en la adopción de medidas que 

se orienten a la reforma de los «regímenes agrarios» y el ordenamiento, de forma tal que 

se «logre la explotación y utilización más eficaces de las riquezas naturales» (Sentencia 

C-644 de 2012). 

 

En el mismo año, la Corte desarrolla el concepto de seguridad y soberanía alimentaria 

(Sentencia C-348 de 2012), ligado a la subsistencia de comunidades de producción 

artesanal y de pequeña escala, con lo cual reconoce una relación cultural del territorio y 

los recursos naturales con los que ejercen su oficio. La Corte concluye en la Sentencia C-

348 de 2012: 

En suma, las comunidades de pescadores y todas aquellas que dependen de los recursos 

del medio ambiente merecen una especial atención por parte de los Estados, toda vez que 

son grupos de personas, en su mayoría de bajos ingresos, que con su oficio artesanal 

garantizan su derecho a la alimentación y a su mínimo vital. De hecho, es evidente la 

relación íntima que adquieren estas comunidades con los ecosistemas, que, junto con el 

ejercicio de su oficio tradicional, crean una identidad cultural. Por lo anterior, debe 

destacarse la importancia del concepto de la soberanía alimentaria, que involucra el respeto 

de la producción a pequeña escala de alimentos y la diversidad de su producción, en 

reconocimiento de los modelos campesinos tradicionales y artesanales. 

 

La Corte Constitucional enfatiza sobre la especial atención que merecen, por parte del 

Estado, las comunidades locales campesinas que derivan su sustento de la relación con 

los ecosistemas, ya que identifica que estas, por lo general, tienen bajos recursos 

económicos y con sus actividades artesanales garantizan su sustento. 

 

Dos elementos importantes pueden derivarse de la concurrencia de la protección del 

campo como bien jurídico y del reconocimiento de las comunidades artesanales y su 

relación cultural con la producción de pequeña escala. La especial protección 

constitucional del campo tiene como criterio subjetivo la existencia de comunidades 

vulnerables, generalmente en condiciones de pobreza, frente a las cuales el Estado debe 

promover acciones, programas y políticas que propendan por mejorar su calidad de vida. 

Dentro de estas comunidades se tiene como un derecho relevante ligado al mínimo vital la 

producción de alimentos, actividad que en las comunidades «artesanales» constituye parte 

de su identidad cultural y de su relación con los recursos y el territorio. 
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Estos elementos son el sustrato de lo que la Corte (Sentencia C- 021 de 1994) denomina 

«una estrategia global de desarrollo rural que el Constituyente configuró como un cometido 

estatal destinado a lograr el crecimiento del sector campesino y consecuentemente, un 

mejoramiento sustancial de la calidad de vida de la población rural». 

 

Este propósito derivado del Estado social de derecho, para el objeto del presente análisis, 

entra en tensión con la protección del ambiente. Tal tensión requiere una ponderación que 

permita, en la mayor medida de los posible, la realización de cada uno de los fines 

constitucionales en conflicto. 

 

2.2 Pronunciamientos jurisprudenciales en materia de 
tensión de derecho colectivo al ambiente sano y 
derechos fundamentales de campesinos en áreas de 
especial protección ambiental 

En este acápite, se revisan algunos pronunciamientos jurisprudenciales en los que las altas 

Cortes han analizado casos que evidencian la tensión entre los derechos fundamentales 

de campesinos vulnerables que habitan áreas de especial importancia ambiental y el 

derecho colectivo al ambiente sano que se pretende garantizar con tales áreas.  

 

En este punto es preciso aclarar, en relación con la dimensión ecológica del ordenamiento 

constitucional, que la Corte, en la Sentencia T-411 de 1992, ha definido como núcleo 

esencial del derecho al ambiente sano «Aquella parte que le es absolutamente necesaria 

para que los intereses jurídicamente protegidos y que le dan vida resulten real y 

efectivamente tutelados […] el sujeto, razón y fin de la Constitución de 1991 es la persona 

humana». 

 

El Consejo de Estado analiza, en 2010, un caso en el que le había sido demolida una 

vivienda a un pescador artesanal por encontrarse esta en el Parque Nacional Bahía 

Gayraca. En el mencionado caso, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo 

protegió los derechos fundamentales del pescador en razón a la especial protección 

constitucional de la que gozan las comunidades campesinas que realizan producción 

artesanal.  
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En tal sentido, señaló el Consejo de Estado:  

No obstante lo anterior, la Sala establece que si bien le asiste razón al Tribunal 

Administrativo del Magdalena cuando afirma que en la situación del señor Carlos Cayón 

Fuentes se presenta un hecho consumado, lo cierto es, que  tal situación recae sólo 

respecto de la demolición de su vivienda, frente a la cual se hizo efectiva la orden policiva, 

pero ello no obsta, para desconocer, que en consecuencia del cumplimiento de las 

competencias atribuidas a las Autoridades Ambientales y el Gobierno Distrital,  se genera 

una afectación a los derechos de quienes habitan y obtienen su sustento en áreas de 

protección ecológica. En este sentido, la consecuencia legítima de la actuación 

administrativa genera un estado de desprotección, no sólo de quien, en este caso, presenta 

la solicitud de amparo, sino de todos aquellos que ejercen la actividad de pesca como una 

práctica natural y de supervivencia.   

En razón de ello, es claro que hay una tensión entre el deber estatal de proteger la 

integridad de los recursos naturales y garantizar el derecho colectivo al ambiente 

sano, por un lado, y, por otro, procurar la efectividad de los principios del Estado 

Social de Derecho e impedir el menoscabo de los derechos fundamentales del actor, 

en especial, la observancia del principio de igualdad. 

Sobre este punto en concreto, la Sala resalta que el señor Carlos Cayón Fuentes afirmó 

que desde los 18 años de edad desarrolla la actividad de pesca artesanal en la Bahía de 

Gayraca en el Parque Nacional Tayrona y allí mismo construyó su vivienda, de la que se 

observa un aspecto humilde, de techo cubierto con teja Eternit y paredes de madera (fl.81 

anexo).   

Lo anterior permite inferir que la actividad de pesca que ha venido desarrollando por 

más de 26 años no corresponde a una ocupación transitoria, sino a la práctica de su 

profesión u oficio, sobre la cual ha construido las razones para valorar su 

subsistencia en el contexto que ofrece la región. De dicha actividad ha desarrollado 

sus destrezas y capacidades, que le permiten derivar su mínimo vital, pues se trata del 

único oficio que conoce y sabe realizar desde joven, situación que se corrobora al hacer 

parte del Comité de Pescadores de la Región.     

Es preciso indicar que la actividad pesquera que ejercita el accionante ostenta una 

protección especial del Estado (CP art. 65), unida al principio de diversidad étnica y cultural 

(CP art. 7). Por su alcance y método, se trata del tipo de pesca artesanal definida en el 

artículo 12 del Decreto Reglamentario 2256 de 1991, como quiera que «la realizan 

pescadores en forma individual u organizados en empresas, cooperativas u otras 

asociaciones, con su trabajo personal independiente, con aparejos propios de una actividad 

productiva de pequeña escala y mediante sistemas, artes y métodos menores de pesca».      
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La Sala advierte que la protección a la población pesquera, en este caso del 

ciudadano Carlos Cayón Fuentes en su actividad, es propio del marco económico 

ontológicamente cualificado en la norma constitucional, que parte del 

reconocimiento de la desigualdad social existente, por lo que la protección estatal se 

direcciona a favor de las poblaciones desprotegidas (art.13C.P.), en razón de ello las 

comunidades que derivan su sustento de prácticas con especial protección requieren 

de la intervención del Estado en la distribución equitativa de oportunidades y 

recursos económicos (art.334 CP). 

Así las cosas, resulta indispensable que la Administración implemente medidas 

encaminadas a mitigar los efectos que tiene la recuperación del área de Gayraca para 

el tutelante. De no ser así, se propiciaría una situación de pobreza y marginalidad que, 

desde luego, pugna con el deber estatal de la promoción de los derechos 

económicos, sociales y culturales [subrayado y negrillas fuera del original]. 

 

Sigue la sentencia, retomando el precedente de la misma corporación (Acción de Tutela 

AC-2835): 

En una situación semejante a la que ahora se discute, la Sección Segunda de esta 

corporación, al decidir una situación de desalojo de unos ciudadanos por orden de la 

Administración Municipal, reconoció la tensión entre derechos colectivos y derechos 

fundamentales, y al respecto expresó «que no resulta razonable, que después de haber 

permitido por tanto tiempo la ocupación de hecho, pretendan de la noche a la mañana llevar 

a cabo el desalojo, mediante la adopción de la medida policiva, como único instrumento 

adecuado, para corregir la situación, sin prever las consecuencias que ella generaría para 

el orden social y para la vida de los ocupantes […]».   

 

El Consejo de Estado advierte acerca de la necesidad de realizar un ejercicio de 

ponderación y lo efectúa, para el caso concreto, entre los derechos fundamentales del 

accionante, sujeto vulnerable, y el derecho colectivo al ambiente sano. En este análisis, tal 

corporación observa las condiciones de los procesos de ocupación de las áreas protegidas, 

las condiciones subjetivas del actor y su especial protección constitucional y los fines 

propios del Estado Social de Derecho. 

 

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-384A de 2014, se refiere al marco jurídico 

internacional que coincide con las conclusiones a las que arriba en la providencia. En este 

sentido, señala la Corte: 
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Igualmente, como imperativo del ordenamiento jurídico nacional se tiene el Convenio sobre 

la Diversidad Biológica, celebrado en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992 y aprobado 

mediante Ley 165 de 1994, en cuyo preámbulo se reconoce «[…] la estrecha y 

tradicional dependencia de muchas comunidades locales y poblaciones indígenas 

que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos biológicos, y la 

conveniencia de compartir equitativamente los beneficios que se derivan de la 

utilización de los conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas 

pertinentes para la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible 

de sus componentes […]» especificándose en el literal j del artículo 8º lo siguiente: 

ARTÍCULO 8o. CONSERVACIÓN IN SITU. Cada Parte Contratante, en la medida de lo 

posible y según proceda: 

j) Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los 

conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y 

locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y 

la utilización sostenible de la diversidad biológica, y promoverá su aplicación más 

amplia, con la aprobación y la participación de quienes posean esos conocimientos, 

innovaciones y prácticas, y fomentará que los beneficios derivados de la utilización de esos 

conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente [negrillas fuera del 

original]. 

 

La Corte analiza también algunas disposiciones de la Declaración de Río de Janeiro de 

1992, emanada de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo, cuyo principio 22 señala: 

Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, 

desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo, 

debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y 

apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación 

efectiva en el logro del desarrollo sostenible. 

 

Lo anterior implica que el ordenamiento del territorio en materia ambiental y la protección 

de las áreas de especial importancia ambiental tienen como fundamento estructural la 

valoración de prácticas, relacionamiento con el territorio y conocimientos de las 

comunidades locales y, en consecuencia, la garantía de protección de sus derechos 

fundamentales.   
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En las áreas de Parques Nacionales Naturales, dadas las condiciones de ocupación del 

territorio analizadas en el capítulo anterior, se materializa una tensión entre el derecho 

colectivo al ambiente sano, que ostenta una triple dimensión, y los derechos de las 

comunidades campesinas vulnerables que las habitan.  

 

La Corte ha definido estándares jurisprudenciales que justifican la protección de los 

parques nacionales naturales y las restricciones al uso y la tenencia en tales áreas, en 

consideración a los objetivos de conservación que se pretenden alcanzar con la 

declaratoria de los mismos, en consonancia con la garantía del derecho constitucional al 

ambiente sano. 

 

Lo anterior valida constitucionalmente los límites impuestos al ejercicio de la propiedad 

privada y a la ocupación y uso de bienes baldíos en las mencionadas áreas y que, en 

ambos casos, propietarios y ocupantes, incluidos campesinos vulnerables, deban 

someterse al estricto régimen de usos y a la administración que del área realiza la autoridad 

ambiental y que se concreta principalmente a través del plan de manejo ambiental. 

 

Por otro lado, en el marco de la Carta de 1991, los campesinos y el campo han sido 

reconocidos como sujetos y objeto de especial protección constitucional. Los primeros, en 

razón de las condiciones históricas de vulnerabilidad, pobreza y violencia en las que han 

tenido que desarrollar su proyecto de vida; el segundo, dado que se constituye en el 

espacio cultural y geográfico en el que se dan las relaciones de los primeros y en 

consideración a la importancia que cobra para garantizar la seguridad alimentaria nacional. 

 

En casos concretos en los que las altas corporaciones han evidenciado la tensión de 

derechos constitucionales antes indicados, se han referido a la necesidad de realizar un 

ejercicio de ponderación y han adoptado medidas concretas orientadas a la realización de 

derechos, en el mayor grado posible, de población vulnerable, aun cuando estas 

desborden en algún punto el estricto régimen jurídico de las áreas de parques nacionales 

naturales. 

 

Sin embargo, la Corte Constitucional no ha realizado un ejercicio de ponderación en el que 

procure la armonización general de los derechos en tensión antes indicados. Por lo 

anterior, se precisa de un ejercicio de tal tipo que considere las razones jurídicas, históricas 
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y políticas que justifican la materialización de derechos constitucionales de las 

comunidades campesinas, aun en las áreas de parques nacionales naturales garantizando 

los objetivos que se pretenden con tales áreas. 

2.3 Síntesis del capítulo 2 

1. En la Carta de 1991, el ambiente sano tiene una triple dimensión: tiene el carácter de 

derecho de todos los habitantes del territorio, comporta además un deber de protección 

por parte de los mismos y del Estado, y es un principio constitucional que irradia todo el 

ordenamiento jurídico. 

 

2. El Sistema de Parques Nacionales Naturales es una herramienta fundamental, cierta e 

irremplazable de protección de los recursos naturales y de materializar el ambiente sano 

en las dimensiones de derecho de todos los ciudadanos y deber de protección por parte 

del Estado. Por lo tanto, el uso, manejo y destinación de tales áreas tiene, de manera 

estricta, finalidades de conservación. 

 

Lo anterior hace justificable constitucionalmente la imposición de restricciones a las 

libertades y derechos, dentro de las que se encuentran los límites al ejercicio de la 

propiedad privada, la inadjudicabilidad de baldíos dentro de las áreas que conforman el 

sistema y el acatamiento por parte de los particulares del régimen de usos previsto para 

tales áreas. 

 

3. La entidad administradora de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales 

cuenta con el plan de manejo, que debe corresponder a condiciones ecológicas históricas, 

sociales y culturales del área, como instrumento principal para garantizar los fines 

pretendidos con la declaratoria de la misma y anticiparse a la ocurrencia de daños, en 

armonía con el principio de prevención.  

 

4. La Corte Constitucional reconoce una especial protección al campo como realidad 

geográfica, social, cultural, humana y económica, espacio natural de la población 

campesina y fuente de riqueza del Estado. En el mismo sentido, otorga especial protección 

constitucional al campesino, en razón a la necesidad de lograr una igualdad material para 
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esta población, admitiendo el histórico empobrecimiento, miseria y marginación social a la 

que ha sido sometida. 

 

Lo anterior implica para el Estado, en acatamiento de disposiciones constitucionales y a 

través de lo que la Corte denominó una estrategia de desarrollo global, el deber de crear 

las condiciones necesarias que permitan a la población campesina el acceso a la 

propiedad de la tierra, así como a bienes y servicios públicos, para permitir la 

democratización en el acceso a tal recurso y así contribuir a la desconcentración en la 

tenencia del mismo. 

 

5. La finalidad principal de los bienes baldíos de la Nación es su adjudicación a población 

campesina que carece de tierra o la posee en forma insuficiente, procurando de esta 

manera la creación de condiciones materiales que permitan la realización de proyectos de 

vida en condiciones de dignidad para tal grupo poblacional. 

 

6. La Corte Constitucional ha reconocido la tensión existente entre el deber del Estado de 

protección del ambiente sano, concretado en la declaratoria y el régimen estricto de usos 

en áreas de especial protección ambiental, y los derechos fundamentales de la población 

vulnerable que habita y hace usos en tales áreas. 

 

Reconoce, dada la desigualdad estructural, que existen poblaciones que derivan sustento 

y mínimo vital de prácticas artesanales y tradicionales basadas en los recursos biológicos 

ubicados en las mencionadas áreas, cuestión que impone al Estado la ejecución de 

acciones orientadas a brindar una protección especial de tal grupo poblacional. 

 

7. En el análisis de casos concretos en los que se evidencia tensión entre el derecho 

colectivo al ambiente sano y los derechos de comunidades campesinas, las Altas 

Corporaciones han reconocido que, en materia de ordenamiento ambiental y protección de 

áreas con importancia ambiental, debe existir el reconocimiento al relacionamiento 

histórico y cultural de tales sujetos con el territorio y que lo anterior es fundamento 

estructural para el logro de tal ordenamiento. 



 

 
 

3.  Antecedentes normativos y de política 
pública en materia de solución de 
conflictos de uso, ocupación y tenencia en 
áreas protegidas 

En este capítulo se analizan brevemente las iniciativas de política pública y normativas 

para posibilitar la participación de las comunidades en el Sistema de Parques Nacionales 

Naturales en Colombia, con el fin de comprender sus aportes y las razones de los escasos 

avances, a pesar de que se llevan a cabo hace más de una década en la resolución de 

tales conflictos. 

 

En 2011 se buscó pasar de un paradigma de un modelo de control, vigilancia y sanción a 

uno de acuerdos voluntarios y cogestión, principalmente aplicable al caso de planes 

integrales de vida con comunidades indígenas o regímenes de manejo especiales6, por 

medio de Parques con la Gente, la política de participación social en la conservación.  

 

Esta política de participación social procuró comprender el vínculo histórico del área 

protegida; para esto, prestó atención a los conflictos de uso, ocupación y tenencia dentro 

de los parques naturales, sus tradiciones, conocimiento e identidad sociocultural, sus 

modelos de ocupación, uso de recursos naturales y prácticas agropecuarias, forestales y 

de pesca tradicionales, el sistema regulatorio ambiental practicado, las expectativas con 

respecto al área y la titularidad jurídica del vínculo. Se formuló, entonces, un lineamiento 

estratégico de sistemas agrarios sostenibles para la conservación (SASC) para reducir las 

presiones sobre las áreas protegidas y satisfacer simultáneamente las necesidades 

humanas7. En este sentido, el documento de política pública dispuso: 

                                                
 

6 V. Rincón, Á. et al. (2011). 
7 Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales (2001). 
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Con sociedades campesinas, los procesos de participación conducen a su fortalecimiento 

como sujetos activos de la conservación, de modo que ganen niveles crecientes de 

capacidad para la autogestión y consoliden organizaciones para un estilo de progreso que 

garantice la sostenibilidad de los recursos y la protección de los ecosistemas.  

Los pactos socioambientales formulados entre la institución y las comunidades son una 

estrategia para el desarrollo de los SASC. Ellos permiten llegar a acuerdos de uso y manejo 

del territorio, donde cobran relevancia la función social y el carácter público de todas las 

acciones realizadas en el predio, cuenca, vereda o región. Es aquí donde se combina el 

esfuerzo de protección gubernamental de los perímetros de los parques nacionales con los 

compromisos sociales de conservación que se surten desde las comunidades en sus zonas 

de amortiguación. Es por eso que la búsqueda de alternativas apropiadas y sostenibles para 

el bienestar de las poblaciones rurales en cercanías de los parques puede contribuir a 

relegitimar la tarea de la conservación de la Unidad de Parques Nacionales y fortalecer su 

gobernabilidad, especialmente en regiones afectadas por la economía de cultivos con fines 

ilícitos. 

 

En cuanto a los ajustes normativos, en 2006, con la propuesta de modificación al Decreto 

622 de 1977, Parques Nacionales Naturales (2012) buscaba una actualización en los 

términos del Convenio 169 de la OIT, la Ley 70 de 1993 y el Convenio sobre Diversidad 

Biológica (PNNC, 2012). En lo relativo a política pública, la «Estrategia integral y 

diferenciada de reordenamiento territorial y resolución de conflictos por uso, ocupación y 

tenencia en las áreas protegidas y sus áreas de influencia» incluyó procesos de 

coordinación y formación de acuerdos sociales e institucionales, líneas de acción de 

relocalización voluntaria y consolidación de áreas adyacentes. 

 

El Plan de Acción Institucional de Parques Nacionales Naturales de Colombia 2011-2019 

buscó disminuir las presiones que afectan la dinámica natural mediante objetivos como 

incorporar a colonos, campesinos y propietarios a través de procesos de restauración 

ecológica, saneamiento y relocalización, y promover procesos de ordenamiento y 

mitigación cimentados en «procesos de coordinación y formación de acuerdos sociales e 

institucionales a través de un proceso democrático que parte de la legitimación y 

participación de las expresiones organizadas de la comunidad» (PNNC, 2011). 

 

Tal plan de acción señaló los siguientes objetivos: 
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Prevenir y mitigar las presiones que puedan afectar negativamente los elementos naturales 

y culturales que caracterizan las áreas protegidas; y ordenar usos, actividades y ocupación 

en las áreas del SPNN, incorporando a colonos, campesinos y propietarios a través de 

procesos de restauración ecológica, saneamiento y relocalización en coordinación con las 

autoridades competentes. 

 

El Acuerdo para la Prosperidad 79, denominado «Por la conservación y el 

aprovechamiento sostenible de nuestro patrimonio natural y cultural», del 4 de agosto de 

2012, resaltó la necesidad de recuperar las tierras de propiedad de la Nación en los PNN, 

para lo cual se conformó una mesa de uso, ocupación y tenencia. Asimismo, estableció la 

necesidad de generar alternativas de solución a la problemática de uso, ocupación y 

tenencia; y de alianzas intergubernamentales y sociales para restaurar y prevenir el 

deterioro de las áreas y sus ecosistemas transformados a partir del trabajo con la población 

local. En un marco institucional, se creó un espacio de diálogo nacional y regional, para 

lograr los objetivos de conservación del SPNN y garantizar los derechos de las 

comunidades campesinas. 

 

En diciembre de 2013, en el primer encuentro nacional con comunidades campesinas, se 

estableció una ruta de trabajo, se identificaron varias necesidades: de que otras 

instituciones intervengan, de generar propuestas para el manejo y uso de recursos 

renovables en el SPNN, de precisar los límites de los parques y de caracterizar la población 

y de avanzar en su paulatina reubicación, entre otros. Durante el primer semestre de 2014 

se adelantaron encuentros regionales y en noviembre, en el segundo encuentro nacional, 

se instaló la «Mesa de concertación nacional entre organizaciones campesinas e 

instituciones para la formulación y gestión de la política pública participativa para la 

solución de conflictos territoriales en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales 

de Colombia». Una de las principales responsabilidades de esta mesa consistía en: 

Generar, proyectar y gestionar propuestas de financiación y manejo concertado para la 

conservación de los parques nacionales y el mejoramiento de las condiciones de vida de 

los campesinos, con el fin de garantizar los derechos constitucionales de primera, segunda, 

tercera y cuarta generación. 

 

Asimismo, de manera consensuada, se buscó avanzar en proyectos de restauración en 

áreas de PNN ejecutados y concertados conjuntamente con las comunidades. 
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En 2017, Parques Nacionales Naturales propuso públicamente un proyecto de decreto ley, 

cuyo objeto era dictar medidas para el manejo de conflictos socioambientales generados 

por el uso, la ocupación y tenencia en las áreas del Sistema de Parques Nacionales 

Naturales, tendientes a su recuperación y conservación (Atuesta, 2019).   

 

Se propusieron acuerdos a las comunidades campesinas para recuperar, restaurar o 

conservar las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, garantizar el desmonte 

de actividades no permisibles y aplicar incentivos a la conservación a quienes estén 

desarrollando actividades permitidas o suscriban acuerdos con PNN (Atuesta, 2019).  

 

La base de los acuerdos es el desmonte de las actividades no permitidas, pero no se 

garantiza ningún derecho en materia de tenencia para la población campesina; por el 

contrario, se plantea la posibilidad de reasentamiento de propietarios, ocupantes y 

poseedores, y se consagran medidas tendientes a la compra de mejoras y otros derechos 

sobre la tierra (Atuesta, 2019). 

 

En 2017, los delegados de las comunidades campesinas que formaban parte de la mesa 

nacional de concertación elaboraron un proyecto de decreto de medidas de solución de 

conflictos territoriales en áreas habitadas por comunidades campesinas en áreas del 

Sistema de Parques Nacionales Naturales. Este planteaba permitir la vivienda rural, la 

infraestructura social y comunitaria básica, las actividades agropecuarias sostenibles, el 

agroecoturismo campesino comunitario y los servicios ecosistémicos que permitieran el 

bienestar y buen vivir de las comunidades que habitan el área en las áreas del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales. 

 

En cuanto a la tenencia de la tierra, la propuesta de la delegación campesina propone 

ajustes normativos orientados a permitir la formalización de la tierra en áreas del Sistema 

de Parques Nacionales Naturales, la adjudicación de baldíos y la compatibilidad entre las 

áreas protegidas y las zonas de reserva campesina. Por su parte, los procesos de 

reasentamiento serían voluntarios (Atuesta, 2019). 

 

Las propuestas elaboradas por Parques Nacionales Naturales y por los delegados 

campesinos dieron lugar a una nueva propuesta en la CSIVI, en el marco de la 

implementación de los acuerdos de paz. Esta se concretó en un proyecto de decreto ley 
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para el manejo de conflictos socioambientales generados por el uso, ocupación y tenencia 

en las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales (Atuesta, 2019). 

 

El proyecto propone la celebración de acuerdos transicionales para el mejoramiento del 

estado de conservación de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales y de 

las condiciones de vida de las comunidades campesinas que las habitan. Además, plantea 

que los acuerdos deben garantizar una transición hacia sistemas para la conservación 

(concepto que sería definido conjuntamente entre Parques Nacionales Naturales y las 

comunidades campesinas) y progresivo mejoramiento y recuperación, rehabilitación y 

restauración ecológica de las áreas (Atuesta, 2019).  

 

La propuesta no dispone de medidas que regulen la tenencia en áreas del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales, pero prevé la posibilidad de reasentamiento voluntario de 

propietarios, poseedores y ocupantes que se encuentren en las áreas antes del 30 de 

noviembre de 2016 (Atuesta, 2019). 

 

Ninguna de las tres propuestas antes mencionadas se materializó y la mesa nacional de 

concertación culminó sin acuerdos oficiales entre la delegación campesina y Parques 

Nacionales Naturales, en marzo de 2017. 

 

Los anteriores son los antecedentes normativos y de política pública del artículo 7 de la 

Ley 1955 de 2019, la cual dispuso:  

ARTÍCULO 7o. CONFLICTOS SOCIOAMBIENTALES EN ÁREAS PROTEGIDAS DEL 

SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS PROTEGIDAS (SINAP). Las autoridades ambientales, 

en coordinación con otras entidades públicas y en el marco de sus funciones, podrán 

celebrar acuerdos con población campesina en condición de vulnerabilidad que habite, 

ocupe o realice usos tradicionales asociados a la economía campesina en áreas protegidas 

del SINAP, que deriven su sustento de estos usos y que puedan ser reconocidos por las 

entidades que suscriben los acuerdos con una relación productiva artesanal y tradicional 

con el área protegida, con el objeto de contribuir a la atención de los conflictos de uso, 

ocupación y tenencia que se presenten en estas áreas. Estos acuerdos permitirán generar 

alternativas de usos compatibles con los objetivos de conservación del área, ordenar y 

regular los usos asociados a la economía campesina, para mejorar el estado de 

conservación de las áreas, definir actividades productivas acordes con los objetivos de 
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conservación del área protegida y las condiciones de vida de la población, garantizando sus 

derechos fundamentales. 

Estos acuerdos podrán ser celebrados hasta tanto la concurrencia de las distintas entidades 

del Estado permita atender estos conflictos por uso, ocupación y tenencia con alternativas 

diferenciales, integrales y definitivas. 

Lo previsto en este artículo no modifica el régimen de propiedad de las áreas ni su régimen 

de protección ambiental. 

 

El artículo transcrito otorgó a las autoridades ambientales la posibilidad de celebrar 

acuerdos con población campesina vulnerable que hiciera usos tradicionales en las áreas 

protegidas, en aras de procurar mejorar el estado conservación de las mismas y de las 

condiciones de vida de las comunidades campesinas. 

 

Tal artículo representó un avance importante en la intención de resolver conflictos de uso 

ocupación y tenencia en áreas de especial importancia ambiental. En primer lugar, su 

alcance se extendió a todas las áreas protegidas y no exclusivamente a aquellas que 

conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

 

El artículo 7 otorgó a las autoridades ambientales la posibilidad de celebrar acuerdos con 

población campesina vulnerable que hiciera usos tradicionales en las áreas protegidas, 

para mejorar el estado conservación de las mismas y las condiciones de vida de las 

comunidades campesinas. Este representó un avance importante en la intención de 

resolver conflictos de uso ocupación y tenencia en áreas de especial importancia 

ambiental, pues su alcance se extendió a todas las áreas protegidas y no exclusivamente 

a aquellas que conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

 

Esta norma reconoció expresamente la existencia de población campesina en condiciones 

de vulnerabilidad, que habita y hace usos en áreas protegidas y que requiere atención 

estatal, en aras de garantizar sus derechos fundamentales, y puso de manifiesto la tensión 

de derechos constitucionales entre el ambiente sano y el acceso a tierra, bienes públicos 

y demás derechos constitucionales de tal población. 

 

Además, la norma reconoce la existencia de usos asociados a la economía campesina en 

áreas protegidas y, a través de los acuerdos, procura armonizar los usos dentro de las 
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mismas. También señala que los acuerdos serían temporales hasta que el Estado 

resolviera lo relacionado con la tenencia de la tierra. 

 

A pesar de los avances que representa esta norma, su enfoque orientado a los usos dentro 

de áreas protegidas reconoce los derechos de las comunidades campesinas a la vida 

digna, sin resolver lo relacionado con la tenencia de la tierra ni reconocer derecho alguno 

en este sentido. 

 

Ninguna de las propuestas normativas ni de política pública analizadas, salvo la de los 

delegados de las comunidades campesinas en el marco de la mesa de concertación, se 

ocupó de resolver el conflicto de tenencia en las áreas protegidas. El enfoque de todas se 

orientó a armonizar usos en las mismas. 

 

Las propuestas normativas oficiales publicadas se han abstenido de realizar un ejercicio 

de ponderación constitucional entre el derecho colectivo al ambiente sano y los derechos 

constitucionales de las comunidades campesinas que habitan las áreas protegidas y que 

gozan de especial protección constitucional, con el fin de resolver de manera estructural el 

conflicto histórico relacionado la tenencia de la tierra en las mencionadas áreas. 
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4.  La ponderación de los derechos en tensión 

En este capítulo se procurará determinar si, en el marco de la Constitución de 1991, el 

actual régimen de usos y tenencia previsto para los parques nacionales naturales es 

necesario e idóneo o si, por el contrario, existen otras medidas potenciales que permiten 

armonizar los derechos de los campesinos que habitan parques nacionales naturales con 

el derecho al ambiente sano. 

 

Para tal fin, se caracterizarán brevemente los derechos en tensión y se explicará en qué 

se concreta tal tensión; posteriormente, se abordará en concreto el juicio de ponderación 

evaluando si las actuales medidas pretenden alcanzar un fin constitucionalmente legítimo 

y si satisfacen los requisitos de necesidad e idoneidad. Finalmente, se argumentará acerca 

de la posibilidad de medidas alternativas que realicen en la mayor medida posible los 

derechos en tensión. 

 

En el capítulo 2, a través de los estandartes jurisprudenciales, se realizó un detallado 

análisis de los derechos constitucionales que colisionan en el caso de los conflictos de uso, 

ocupación y tenencia de comunidades campesinas en áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales. Para efectos de satisfacer los supuestos teóricos de la ponderación, 

se precisa caracterizar brevemente tales derechos. 

 

Como se mencionó anteriormente, la Constitución de 1991 le otorga al medioambiente 

sano una triple dimensión: como principio constitucional que orienta el ordenamiento 

jurídico y la política pública estatal, como derecho colectivo de los habitantes del territorio 

que busca además la protección de las generaciones futuras, y como deber de protección 

por parte del Estado y los particulares. 

 

El derecho al ambiente sano es fundamental en el diseño constitucional colombiano; por 

ende, el Estado, con participación de la comunidad, debe velar por el mismo, procurando 

que se realicen actividades económicas que sean compatibles con la protección de las 

riquezas naturales.  
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A través de las áreas de Parques Nacionales Naturales como figura de máxima protección 

ambiental, se pretende la garantía del ambiente sano en las tres dimensiones descritas. 

Por tal razón, el ordenamiento jurídico prevé restricciones en materia de ocupación y 

tenencia, señalando que los predios ubicados en tales áreas son inalienables, 

imprescriptibles e inembargables; y en cuanto al uso, restringiendo las actividades que se 

pueden realizar dentro de las mismas, las cuales deben estar en consonancia con el tipo 

de área y con el plan de manejo diseñado por la autoridad ambiental competente. 

 

Por otro lado, se tiene que la Constitución de 1991 contempla una serie de derechos a 

favor de la población campesina, reconociendo las condiciones históricas y políticas que 

la condujeron a un estado de marginalidad y pobreza y a ser víctima principal de la violencia 

estructural desarrollada en el territorio nacional.  

En línea con lo anterior, contempla un ordenamiento programático a favor de las 

comunidades campesinas y el campo, contenido en los artículos 64, 65 y 66 de la Carta 

Política, el cual se traduce en medidas progresivas tendientes a lograr el acceso a la 

propiedad de la tierra a los campesinos y, en consecuencia, la democratización del recurso 

a favor de estos, la provisión de bienes y servicios públicos a cargo del Estado para el 

mejoramiento de las condiciones de vida de tal población.  

 

Se tiene entonces que los derechos se concretan a favor de la población campesina en el 

acceso a la propiedad de la tierra para el desarrollo de las actividades agropecuarias que 

tradicionalmente desarrollan, cuestión que se materializa principalmente a través de la 

adjudicación de baldíos; de la provisión de asistencia técnica, créditos e incentivos a cargo 

del Estado para el desarrollo de tales actividades; y además, de la garantía en los servicios 

de salud, educación, servicios públicos esenciales y una política pública diferencial que 

tienda a la superación de marginalidad y pobreza causada por las factores ampliamente 

desarrollados en este documento.  

 

Vistos los principios en tensión, se hace preciso analizar en qué se concreta tal tensión. 

En primera medida se hará referencia al componente de la colisión relacionado con el 

acceso a la propiedad de la tierra a los campesinos en áreas de parques nacionales 

naturales. 
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Como se mencionó anteriormente, la Constitución de 1991, en su artículo 63, dispuso que 

los parques nacionales naturales como bienes de uso público son inalienables, 

inembargables e imprescriptibles; lo anterior implica la prohibición, incluso para el Estado, 

de enajenar predios dentro de tales áreas, así que existe una imposibilidad constitucional 

de adjudicar baldíos a campesinos en los referidos parques. 

 

Con lo anterior, en estas áreas se anula el derecho de acceso progresivo a la propiedad 

de la tierra, establecido en el artículo 64 constitucional, a los campesinos que habitan y 

hacen usos en los parques nacionales naturales. 

 

En este punto, ni la Constitución ni la ley consideran las condiciones históricas, sociales y 

políticas que dan lugar a la ocupación de tales áreas, ni establecen un trato diferencial 

atendiendo a las condiciones de vulnerabilidad de los pobladores de las mismas. La 

prohibición de adjudicación es llana y simple.  

 

Vale la pena mencionar que la Ley 2 de 1959, norma previa a la a la Constitución de 1991 

y actualmente vigente, consagra en el artículo 13 la prohibición de adjudicar predios, 

vender tierras, cazar, pescar y toda actividad industrial, ganadera o agrícola distinta a la 

del turismo o a aquellas que el Gobierno nacional considere convenientes para la 

conservación o embellecimiento de la zona, en los parques nacionales naturales.  

 

En el mismo sentido, el artículo 11 del Decreto 622 de 1977 señala que en las zonas de 

parques nacionales naturales se prohíbe la adjudicación de baldíos, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 13 de la Ley 2 de 1959.  

 

Recientemente, como se señaló en el acápite correspondiente, se introdujo una 

modificación normativa, a través del artículo 7 de la Ley 1955 de 2019, el cual permite la 

celebración de acuerdos entre las autoridades ambientales y población campesina en 

condición de vulnerabilidad que habite o haga usos tradicionales asociados a la economía 

campesina dentro de áreas protegidas, con el fin de mejorar el estado de conservación de 

las áreas y de las condiciones de vida de las comunidades campesinas, procurando 

garantizar sus derechos fundamentales.  
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Sin embargo, como tal disposición anotó expresamente, tales acuerdos tienen un carácter 

temporal hasta que las demás autoridades del Estado atiendan con alternativas 

diferenciales los conflictos de uso, ocupación y tenencia en las áreas protegidas. De igual 

manera, el artículo consagró que no modificaba el régimen de propiedad en las áreas 

protegidas. 

 

El primer punto de la tensión se concreta en la imposibilidad para los campesinos 

que habitan y hacen usos en áreas de parques nacionales naturales, dada la 

inadjudicabilidad de predios dentro de los mismos (art. 63 CN), de acceder a la 

propiedad de la tierra en los términos del artículo 64 de la Carta Política. 

 

Se hace evidente que, para regular esta materia, tanto el Constituyente como el Legislador 

colombiano han ignorado el ciclo continuo de colonización y despojo visto en el primer 

capítulo de este documento, lo cual política, jurídica e históricamente contribuyó a la 

ocupación por parte de población campesina de las actuales áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales al omitir el establecimiento de condiciones diferenciales para 

población campesina vulnerable. 

 

El segundo componente de la tensión se encuentra en el restrictivo régimen de usos 

para la ordenación territorial en áreas de parques nacionales naturales, el cual 

excluye la realización de actividades asociadas a la economía tradicional campesina, tales 

como la agricultura y la pesca. 

 

Como se mencionó, el artículo 13 de la Ley 2 de 1959 prohíbe las actividades agrícolas y 

ganaderas en los parques nacionales naturales. En el mismo sentido, el artículo 331 del 

Decreto 2811 de 1974 indica que las actividades permitidas en las áreas de parques serían 

únicamente de conservación, recuperación, control, investigación, educación, recreación y 

cultura. 

 

A su turno, el artículo 30 del Decreto 622 de 1977 consagra dentro de las actividades 

prohibidas en áreas de Parques Nacionales Naturales, entre otras, las actividades 

agropecuarias, talar, socolar, entresacar o efectuar rocerías, cualquier acto de caza, salvo 

la caza con fines científicos, cualquier acto de pesca, salvo la pesca con fines científicos 
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debidamente autorizada, la pesca deportiva y la de subsistencia en las zonas donde, por 

sus condiciones naturales y sociales, la autoridad ambiental lo permita.  

 

Como se observa, el régimen de usos vigente para las áreas de Parques Nacionales 

Naturales prohíbe las actividades agropecuarias y actividades relacionadas, como la pesca 

y cualquier tipo de tala o quema, así como el ejercicio de usos agropecuarios, incluso 

aquellos asociados a la economía campesina. 

 

El ordenamiento vigente en materia de usos en los parques nacionales naturales no realiza 

distinción alguna relacionada con el tipo de ocupante, por lo que no existe un trato 

diferencial que considere al campesino sujeto de especial protección constitucional, según 

lo analizado en el capítulo anterior, por lo cual resulta considerablemente alto el grado de 

insatisfacción de los derechos de tales comunidades. 

El artículo 7 de la Ley 1955 de 2019, previamente analizado, realiza una aproximación al 

tratamiento diferencial en favor de las comunidades campesinas que habitan áreas 

protegidas, pues reconoce que estas pueden encontrarse en condiciones de vulnerabilidad 

y que dependen de la realización de actividades asociadas a la economía campesina para 

garantizar su subsistencia, por lo que requieren de atención diferenciada por parte del 

Estado.  

 

En los supuestos previstos en el mencionado artículo, se permite la celebración de 

acuerdos entre autoridades ambientales y comunidades campesinas para generar 

alternativas de usos compatibles con los objetivos de conservación del área, ordenar y 

regular los usos asociados a la economía campesina.  

 

A pesar de los avances contenidos en dicho artículo, el estricto régimen de usos en los 

parques nacionales naturales permanece incólume e impide que las comunidades 

campesinas realicen los usos tradicionales agropecuarios asociados a la economía 

campesina.  

 

Ahora bien, dada la informalidad en la tenencia de la tierra que ostentan los campesinos 

en las áreas de parques nacionales naturales, ocasionada por la inadjudicabilidad de 

baldíos en las mismas, y considerando la prohibición de las actividades asociadas a la 

economía campesina en tales áreas, dado el régimen de usos vigente, a las mencionadas 
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comunidades se les impide el acceso a bienes públicos como subsidios o créditos 

públicos orientados al fortalecimiento de su actividad; de esta manera, se concreta 

el tercer componente de la tensión. 

 

Además de la imposibilidad de acceder a los bienes públicos ya mencionados, se les 

restringen servicios públicos básicos como acueducto y alcantarillado, salud y educación. 

Lo anterior, considerando las importantes limitaciones en materia de obras públicas y 

construcciones en las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

 

En suma, las restricciones relacionadas con usos, ocupación y tenencia en las áreas del 

Sistema de Parques Nacionales Naturales consagradas en el artículo 63 de la Constitución 

Nacional, la Ley 2 de 1959, el Decreto 2811 de 1974 y el Decreto 622 de 1977, 

principalmente, y que se orientan a la protección del ambiente sano, hacen casi nulo el 

ordenamiento programático contenido en los artículos 64, 65 y 66 de la Carta Política y 

que se encamina a la protección del campesino y el campo, como sujeto y objeto de 

especial protección constitucional,  conforme se analizó anteriormente. 

4.1 El juicio de ponderación8 

En este punto9 se procurará determinar la existencia de razones de orden constitucional o 

legal que permiten que una medida estatal limite el ejercicio de un derecho determinado 

                                                
 

8 Para Alexy (Montealegre et al., 2014, pp. 44-45), los casos difíciles se definen por el hecho de que 
hay razones que van en favor o en contra de cualquier resolución; indica que estos se resuelven a 
través de la ponderación y que solamente resultan admisibles las interferencias en derechos 
fundamentales que sean proporcionales. Señala que «la ponderación puede considerarse como 
una parte de un principio más comprensivo, a saber, el principio de proporcionalidad. Dicho principio 
que se aplica –de manera implícita o explícita– en todo momento en que se ejercen facultades de 
control constitucional, tiene una complejidad interna considerable. Este comprende tres 
subprincipios: el […] de idoneidad, el […] de necesidad y el […]de proporcionalidad en sentido 
estricto». 
Para Hoffman (Montealegre et al., 2014, p. 351), la ponderación es objetivo y meta. Implica la 
consideración comparativa de posibilidades de acción y sus consecuencias, con el fin de lograr el 
equilibrio más adecuado posible de los intereses en conflicto. 
9 Alexy afirma que los principios jurídicos son la base normativa estructural de las decisiones de 
ponderación. Además, define los principios como mandatos de optimización, los cuales se 
satisfacen en diferentes grados y cuyo cumplimiento depende de las posibilidades reales y jurídicas 
que se determinan a través de principios concurrentes, y requieren de la ponderación para su 
aplicación. Koch (Montealegre et al., 2014, pp. 104-105). 
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(Montealegre et al., 2014, p. 16). Se analizará entonces si las restricciones en materia de 

uso, ocupación y tenencia en las áreas de parques nacionales naturales tienen un fin 

constitucional legítimo10. 

 

Es claro, según se ha analizado en el presente documento, que la finalidad en la 

declaratoria de los parques nacionales naturales y de las restricciones de usos, ocupación 

y tenencia en los mismos tienen un fin constitucionalmente legítimo, pues se orientan a 

garantizar el ambiente sano como principio constitucional integrador del ordenamiento 

jurídico, como derecho colectivo y como deber de protección por parte del Estado. 

 

Tales restricciones apuntan a preservar en el mayor grado de conservación posible los 

parques nacionales naturales, como figura de ordenamiento ambiental de máxima 

protección de los recursos naturales y, en consecuencia, garantizar la obligación del 

Estado y de los particulares de proteger las riquezas culturales de la Nación (art. 8 CN) y 

el derecho al ambiente sano de las generaciones actuales y futuras (art. 79 CN). 

 

Visto lo anterior, corresponde analizar si las restricciones relacionadas con usos, 

ocupación y tenencia para comunidades campesinas en las áreas de parques nacionales 

naturales, antes identificadas, satisfacen los criterios de idoneidad y necesidad. El primero 

consiste en la eficacia o la aptitud de tal restricción para el logro de la garantía del ambiente 

sano en la triple dimensión estudiada; el segundo equivale a afirmar que no existen otras 

medidas para conseguir con la misma eficacia el objetivo perseguido (Montealegre et al., 

2014, pp. 17-18). 

 

En este punto, debe considerarse que la idoneidad se refiere a la eficacia del medio para 

alcanzar el fin propuesto, y la necesidad implica la no existencia de otro medio para 

alcanzar el fin; en caso contrario, aquel dejará de ser necesario (Schlink, en Montealegre 

et al., 2014, pp. 123 y ss). 

                                                
 

10 Debe considerarse que, en la ponderación, como solución a la colisión de principios, estos tienen 
el mismo peso en abstracto, por lo que aquella debe tener lugar de tal manera que se establezcan 
las condiciones bajo las cuales un principio prevalece sobre otro. En esta medida, afirma Koch 
(Montealegre et al., 2014, p. 108) que los principios en colisión, las condiciones de prevalencia para 
el caso concreto y el establecimiento de hechos y circunstancias develan el núcleo justificativo de 
la decisión. 
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La Corte Constitucional, en la Sentencia C-144 de 2015, se ha referido a la idoneidad y la 

necesidad de una medida restrictiva de derechos fundamentales en el marco del test de 

proporcionalidad: la primera se refiere a que la intervención del Estado logre generar que 

la efectividad de un derecho fundamental sea lo suficientemente apta para el logro del fin 

que se pretende obtener. Por su parte, la necesidad hace alusión a que la limitación a un 

derecho fundamental debe ser indispensable para la obtención del objetivo previamente 

descrito como legítimo y que, de todos los medios existentes para su consecución, debe 

ser el que en forma menos lesiva interfiera en la efectividad del derecho intervenido. 

 

La Corte (Sentencia C-022 de 2020) señaló, en el mismo sentido, analizando el principio 

de proporcionalidad como herramienta que aporta racionalidad, predictibilidad y legitimidad 

a una decisión judicial, que la idoneidad busca analizar si la medida es adecuada para la 

consecución del fin propuesto y la necesidad determina si esta es la menos restrictiva de 

otros principios, y que debe considerarse su invalidez en caso de que exista otra que tenga 

un impacto inferior y con una idoneidad semejante para obtener los fines propuestos. 

Se estudiará entonces si las restricciones relacionadas con uso, ocupación y tenencia en 

áreas de parques nacionales naturales, materializadas en la imposibilidad de adjudicación 

a población campesina y en la prohibición de actividades agropecuarias asociadas a la 

economía campesina, son idóneas para garantizar el ambiente sano en la triple dimensión 

antes mencionada11. 

 

Para realizar el análisis12 de idoneidad de la medida, se desagregará la restricción en tres 

componentes, conforme se ha realizado anteriormente, así: inadjudicabilidad de baldíos, 

                                                
 

11 En cuanto a las valoraciones relacionadas con la idoneidad y la necesidad, Schlink (Montealegre 
et al., 2014, p. 132) afirma que estas se deben realizar con fundamento en la Constitución, en la 
jurisprudencia y un poco en el consenso. 
12 Sieckmann (Montealegre et al., 2014, pp. 73-77) afirma los juicios basados en la ponderación no 
poseen una objetividad total e irrestricta. Sin embargo, para alcanzar algún grado de objetividad en 
la ponderación, quien realiza tal actividad debe pretender tres cosas: objetividad cognitiva parcial 
─el uso de reglas de ponderación y criterios de racionalidad (reglas, peso)─, objetividad social ─que 
implica que el ponderador incluye en sus fallos, ponderaciones realizadas por otras personas 
(objetividad social) y que procura alcanzar una forma de racionalidad discursiva a través de la 
reflexión intersubjetiva, indagando por aquello que debe ser válido como norma objetivamente 
vinculante cuando las partes juzgan de forma distinta─ y objetividad normativa ─la necesidad de 
emitir un fallo conforme al derecho─. 
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restricciones de uso y restricciones de acceso a bienes y servicios públicos a población 

campesina en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

 

Contribuye la inadjudicabilidad de baldíos en las áreas de parques nacionales naturales a 

la concreción del ambiente sano en los términos de la Constitución del 91. Para responder 

tal cuestión es preciso recordar que la inadjudicabilidad de tales áreas tiene antecedentes 

normativos anteriores a la Carta, ratificados por la misma en el artículo 63 y en la naturaleza 

jurídica de bienes de uso público que ostentan tales áreas. 

 

Ahora bien, los efectos de la inadjudicabilidad se orientan a evitar la expansión de la 

frontera agropecuaria en las referidas áreas, limitando los procesos de colonización y 

ocupación del territorio, con el fin de conservar con el mayor grado de protección posible 

los recursos naturales que pretenden salvaguardarse con la declaratoria de las mismas. 

 

La normativa preconstitucional y la propia Constitución de 1991 no hicieron distinción 

alguna frente a las condiciones históricas, políticas y jurídicas de ocupación de tales zonas, 

que, como se indicó en el capítulo 1 de este estudio, datan de la segunda mitad del siglo 

XIX. Tampoco se estableció algún régimen de transición que permitiera a los habitantes 

tradicionales de las áreas «formalizar» su relación jurídica con los predios. 

 

Anotado lo anterior, se afirma que la inadjudicabilidad de baldíos en los parques nacionales 

naturales contribuye a limitar formalmente procesos de ocupación del territorio, en la 

medida que desincentiva las expectativas de adquirir jurídicamente la propiedad de un 

predio baldío, cuestión que consecuentemente limita la interacción entre el hombre y los 

recursos naturales objeto de protección en los parques, lo que podría considerarse 

favorable para la conservación de aquellos. 

 

Sin embargo, el estudio histórico realizado en este documento permite aseverar que tal 

inadjudicabilidad no es suficiente para contener el proceso de ocupación del territorio 

incentivado por los continuos despojos sufridos por las comunidades campesinas. 

 

En este punto, debe recordarse lo señalado por la Corte Constitucional en cuanto a la 

inconstitucionalidad de una norma que permitía sustraer áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales, conclusión a la que arribó tras señalar que las mismas deben 
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mantenerse incólumes e intangibles, sujetas a las finalidades que con ellas se pretenden 

alcanzar y que por tal razón no pueden ser afectadas ni por la administración ni el 

legislador. Aclaró, además, que la inalienabilidad se concreta en la prohibición de negociar 

y sustraer (Sentencia C-649 de 1997). 

 

Sin embargo, debe anotarse además que la inadjudicabilidad no resuelve lo atinente a los 

procesos de ocupación previos a la declaratoria de las actuales áreas del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales, dado que la población campesina vulnerable que las habita 

no tiene alternativa distinta a seguir realizando la ocupación, aunque esta se califique de 

informal o ilegal. 

 

Realizado el anterior análisis, se tiene que la inadjudicabilidad de los baldíos en las áreas 

del Sistema de Parques Nacionales Naturales es una medida idónea para realizar el 

ambiente sano en la triple dimensión constitucional explicada en este documento, pues 

desincentiva formalmente la expansión de la frontera agropecuaria al limitar las 

expectativas de adquirir la propiedad de los terrenos que se explotan y genera una menor 

interacción entre el hombre y los recursos naturales que pretenden protegerse y 

conservarse con la declaratoria de tales áreas. 

 

Se analizará ahora si las restricciones de uso relacionadas con la prohibición de 

actividades propias de la economía campesina y de acceso a bienes y servicios públicos 

son idóneas para garantizar el ambiente sano a través de las áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales. 

 

Las restricciones de uso relacionadas con la economía campesina se refieren 

fundamentalmente a la prohibición de actividades agropecuarias y las que con estas se 

vinculan, como la tala, quema y pesca. Resulta claro que la prohibición de tales actividades 

en las áreas mencionadas es funcional a los objetivos que pretenden realizarse en las 

áreas de los parques nacionales, dado que en estas se procura mantener incólumes e 

intangibles los recursos naturales allí existentes. Por lo anterior, tal medida resulta idónea 

para la garantía del ambiente sano en su triple dimensión a través de la figura de los 

parques nacionales naturales. 
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Sin embargo, en este punto debe recordarse lo indicado por la Corte Constitucional cuando 

analizó el caso del centro educativo ubicado en el Área de Manejo Especial de La 

Macarena, mediante Sentencia T-806 de 2014. En dicha ocasión, la Corte se ocupó revisar 

una acción de tutela interpuesta contra la decisión de Parques Nacionales Naturales de 

suspender la obra de mejoramiento y construcción de la infraestructura del internado de la 

Institución Educativa Nuestra Señora de La Macarena sede Juan León, por no contar con 

la licencia ambiental. 

 

En el caso, la Corte encontró que se evidenciaba una tensión entre los derechos 

fundamentales de los niños, en particular el derecho a la educación, y el derecho al 

ambiente sano. Al respecto, señaló en la Sentencia T-806 de 2014: 

En consecuencia, la sala observa una tensión entre el derecho fundamental de los niños, 

niñas y adolescentes de acceso a la educación en condiciones dignas y el derecho colectivo 

de rango constitucional a un medio ambiente sano. Por lo expuesto, no se puede pretender 

que la protección de una prerrogativa llegue a tal punto que anule o invalide por completo 

el otro. Esto, en razón a que no existe ningún derecho absoluto y que, dependiendo de los 

presupuestos fácticos de cada caso, el juez debe optar por una protección equitativa entre 

ellos. 

 

Continuando con el análisis de la referida tensión, la Corte afirmó que: 

7.2.1. Entonces, por una parte, se encuentra la garantía del derecho a la educación, que se 

debe se dar a partir del adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores de 

edad las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo, 

desde la accesibilidad, que consiste en la obligación que tiene el Estado de garantizar que 

en condiciones de igualdad, para que todas las personas puedan acceder al mismo, lo cual 

está correlacionado con la facilidad, desde el punto de vista económico y geográfico para 

su acceso, contando con las condiciones de infraestructura mínimas necesarias la 

continuación y la eficacia en la prestación del servicio. 

Por otra parte, está el derecho al medio ambiente sano a través del cual se pretende la 

conservación y la perpetuidad de la humanidad, a partir del respeto incondicional por el 

entorno ecológico, que permita existir y garantizar una vida plena para la humanidad y, en 

consecuencia, a la supervivencia presente y futura de las generaciones. En tal sentido, se 

ha entendido que tanto la conservación y la perpetuidad de la humanidad dependen del 

respeto incondicional al entorno ecológico, de la defensa del medio ambiente sano, en tanto 

es un factor insustituible que le permite existir y garantizar una vida plena, en procura de 

las garantías de vida a las generaciones venideras, así como los derechos propios que 
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corresponden a la naturaleza, concebidos constitucionalmente. Por tanto, desconocer la 

importancia que tiene el medio ambiente sano para la humanidad es renunciar a la vida 

misma, a la supervivencia presente y futura de las generaciones, así como desconocer las 

garantías que le son propias. 

 

Tras encontrar la tensión de derechos antes descrita (Sentencia T-806 de 2014), la Corte 

señaló que la medida adoptada por Parques Nacionales Naturales orientada a la 

suspensión de la obra por carencia de licencia ambiental era constitucional, dada la 

importancia de las áreas que conforman el mencionado sistema. Sin embargo, aclaró que 

no se puede pretender que la protección de una prerrogativa llegue a tal punto que anule 

o invalide el otro, dado que no existe ningún derecho absoluto y, dependiendo del caso 

concreto, el juez debe optar por una protección equitativa entre estos. 

 

Ordenó, entonces, en procura de armonizar los derechos en tensión, que las autoridades 

departamentales realizaran la gestión pertinente para la obtención de la respectiva licencia 

y la concreción de un plan que permitiera cumplir con el servicio educativo dentro del área 

protegida, que se acomode a las necesidades de los habitantes del parque en armonía con 

el medioambiente (Sentencia T-806 de 2014). 

 

Además, indicó que en caso de que la licencia ambiental no fuere otorgada y ante la 

necesidad de garantizar el derecho a la educación, se debería conformar un grupo 

interdisciplinario entre la comunidad educativa, las autoridades estatales involucradas y las 

familias de los menores, con el fin de concretar un plan de reubicación que garantizara los 

derechos de los niños y respetara las necesidades de sus habitantes. 

 

Finalmente, la Corte señaló como fundamento de su decisión la necesidad impostergable 

de mejorar las condiciones de vida de las personas que habitan los parques nacionales, 

restaurar tales áreas y brindar una educación adecuada a los menores (Sentencia T-806 

de 2014). 

 

Como se observa, la decisión de la Corte Constitucional buscó la armonización de los 

derechos en tensión y, a pesar de reconocer la importancia de la protección de los parques 

nacionales naturales, no ordenó la demolición de la obra o la suspensión definitiva de la 
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misma, sino que abrió la posibilidad de continuar con la prestación del servicio educativo 

en el área, siempre que la licencia se aprobara, realizando el plan adecuado.  

 

Se tiene entonces que la medida de restricción a los usos, incluyendo los asociados a la 

economía campesina, en las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, es 

idónea para alcanzar los objetivos relacionados con la preservación y el mantenimiento en 

estado de intangibilidad de los recursos naturales que se encuentran en las mismas. Sin 

embargo, en este punto concreto, la Corte Constitucional enfatizó en la necesidad de 

armonizar los derechos en tensión, particularmente cuando estén involucradas las 

comunidades de especial protección constitucional.   

 

Finalmente, las restricciones relacionadas con el acceso a servicios y bienes públicos a las 

comunidades campesinas que habitan las áreas de parques nacionales naturales es 

consecuencia del régimen de tenencia y de usos antes descrito, toda vez que supone que 

ante la imposibilidad de adjudicación y ante el estricto régimen de usos, es mínima la 

cantidad de población que debería permanecer en tales áreas. 

 

Ante tal situación, la demanda de servicios y bienes públicos debería ser mínima y, en aras 

de propender por el mantenimiento en óptimo estado de conservación de los recursos 

naturales existentes en los parques nacionales naturales, es idónea la medida orientada a 

tal restricción. Sin embargo, es aplicable la misma consideración realizada en cuanto a la 

restricción en el régimen de usos, en tanto debe procurarse la armonización de derechos 

en tensión.   

 

Analizada la idoneidad de las medidas relacionadas con la tenencia, usos y acceso a 

servicios y bienes públicos en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, se 

procederá a estudiar la necesidad de las mismas13. 

 

                                                
 

13 Schlink (Montealegre et al. 2014, pp. 137-139) señala, refiriéndose al análisis de la necesidad 
de una medida, que las intervenciones en los derechos fundamentales solamente están 
justificadas, lo que implica que las dudas sobre la necesidad juegan a favor del ciudadano y en 
contra del Estado. Afirma también que el examen de necesidad puede tener lugar sin 
valoraciones, limitándose únicamente a pronósticos, y dentro de estos límites se enmarca el deber 
del Estado de cuidar en la consecución de sus fines a sus ciudadanos. 
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La satisfacción del requisito de necesidad de las medidas restrictivas supondrá que la 

medida es imprescindible y que no existen otras alternativas menos restrictivas con las 

cuales se pueda garantizar, con la misma eficacia, el derecho que pretende materializarse 

(Montealegre et al., 2014, pp. 17-18).  

 

Se determinará si resultan imperiosas las restricciones en cuanto al acceso a la propiedad 

de la tierra para las comunidades campesinas en áreas del Sistema de Parques Nacionales 

Naturales, las relacionadas con el estricto régimen de usos que impiden la realización de 

actividades propias de la economía campesina y aquellas que limitan el acceso a servicios 

y bienes públicos dentro de las mismas.  

 

En primer término, se tiene que la inadjudicabilidad de predios baldíos en los parques 

nacionales naturales es consecuencia del mandato contenido en el artículo 63 

constitucional, que consagró la inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad de 

los mismos y les otorgó la naturaleza jurídica de bienes de uso público; y que, como se 

mencionó en este documento, tiene antecedentes en normas anteriores a la Constitución 

de 1991, tales como la Ley 2 de 1959. 

 

Considerando el origen constitucional de la restricción y que la modificación de la misma 

supondría cambios en la propia Carta, se indagará acerca de la necesidad de la 

inadjudicabilidad de los baldíos en parques nacionales naturales a población campesina 

que habita y hace uso en predios allí ubicados. 

 

Evaluar la necesidad de la medida impone preguntarse acerca de los impactos de la 

eventual adjudicabilidad de predios baldíos en áreas del Sistema de Parques Nacionales 

Naturales14. Sin duda, una irrestricta adjudicación de baldíos en las mencionadas áreas 

sería inconveniente para la conservación y pretendida intangibilidad de las mismas, ya que 

incentivaría su ocupación. Además, debe tenerse en cuenta que el rango de sujetos de 

                                                
 

14 Alexy (Montealegre et al. 2014, pp. 52-53) afirma que la ley de ponderación exige comparación 
de la intensidad de la interferencia actual con la intensidad de la interferencia hipotética, inevitable 
si se llegase a omitir la interferencia existente. 
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adjudicación es amplio e incluye algunos que no necesariamente se encuentran en 

condición de vulnerabilidad y que no tienen especial protección constitucional. 

 

Si se compara la inadjudicabilidad con la adjudicabilidad irrestricta en áreas del Sistema 

de Parques Nacionales Naturales, resulta necesaria la primera, dado que la segunda no 

contribuiría con igual eficacia a la preservación de los recursos naturales y objetivos que 

se pretenden garantizar con la declaratoria de las áreas. 

 

Sin embargo, como se estudió en el primer capítulo de este documento, el proceso de 

ocupación por parte de comunidades campesinas, de áreas fuera de lo que actualmente 

se considera frontera agropecuaria, ha obedecido a sucesivos procesos de ocupación y 

despojo que han obligado a tales comunidades a asentarse en las áreas del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales. 

 

Reconociendo tal proceso de ocupación del territorio, que en ocasiones ha sido violento y 

ha conducido a la Corte Constitucional a considerar al campesino sujeto de especial 

protección constitucional, se evaluará el impacto de un potencial régimen especial que, 

aunque no implique la adjudicación, sí comporte el desprendimiento del usufructo por parte 

del Estado en parques nacionales naturales, en favor de la población campesina con una 

relación de arraigo con el territorio en condiciones de vulnerabilidad. 

 

La inadjudicabilidad absoluta en parques nacionales naturales no resuelve los procesos de 

ocupación histórica del territorio, dado que la población campesina que ocupa tales áreas, 

incluso con anterioridad a la declaratoria de las mismas, no encuentra alternativa distinta 

a permanecer en los predios que habitan, con el fin de perseguir su proyecto de vida en 

condiciones de dignidad. Esta medida tampoco ha sido suficiente para contener el continuo 

proceso de colonización y despojo, existente hasta nuestros días. 

 

La inexistencia de una alternativa que permita a la población campesina con las 

características antes mencionadas formalizar su relación con la tierra en las áreas del 

mencionado sistema aumenta su condición de vulnerabilidad e impide la materialización 

de los derechos de los que gozan, en razón a lo contenido en los artículos 64 a 66 

constitucionales y en virtud al reconocimiento que se les ha otorgado como sujetos de 

especial protección constitucional. 
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Un régimen especial que permita el usufructo dentro de parques nacionales a la población 

campesina con las condiciones antes mencionadas y que posibilite la tenencia formal de 

la tierra sujeto a un especial régimen de usos que pretenda la armonización de derechos 

de tales comunidades y el derecho al ambiente sano podría contribuir con mayor eficacia, 

respecto a una inadjudicabilidad absoluta, a realizar los objetivos que se pretenden con la 

declaratoria de tales áreas, ya que pondría en situación de formalidad o «legalidad» la 

relación de tales sujetos con el territorio, además de contribuir al mejoramiento de las 

condiciones de vida de tales comunidades. 

 

En este punto es preciso referirse al documento denominado «Parques con campesinos 

en Colombia» (Betancourt et al., 2017), elaborado por delegados de comunidades 

campesinas, en el marco de la mesa nacional de concertación adelantada entre estos y 

Parques Nacionales, la cual buscaba solución al conflicto de uso, ocupación y tenencia en 

tales áreas. Tal escenario se adelantó entre los años 2014 y 2017 y no tuvo resultados 

significativos. 

 

En el documento en cuestión (Betancourt et al., 2017, p. 22) se realizó un interesante 

análisis desde la ecología política, que invita a la revisión crítica de conceptos y prácticas 

que desconocen la complejidad de las relaciones entre las culturas y la naturaleza, y 

convoca a la reivindicación del valor de los saberes y prácticas campesinas para la 

conservación de la biodiversidad y la seguridad alimentaria. Se refiere a las reales causas 

de la devastación y degradación ambiental asociadas, principalmente, al modelo de 

agroindustria y a los modelos extractivistas propios del neoliberalismo, y reflexiona acerca 

de las consecuencias de la desconfiguración del mundo campesino, el cual conduce a 

crisis significativas para la humanidad, dados los importantes servicios ambientales que 

prestan las comunidades campesinas. 

 

Así como informes elaborados por la FAO (2013), afirma que las comunidades 

campesinas, además de ser fundamentales para garantizar la seguridad alimentaria de la 

humanidad, desarrollan actividades de gran relevancia para la sostenibilidad del medio 

ambiente y la conservación de la biodiversidad. También, que la agroindustria, actividad 

diferente a la economía campesina, es la responsable de al menos el 70 % de la 

deforestación en Latinoamérica, causante primordial de la pérdida de diversidad genética, 
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y no produce alimentos para humanos, sino mercancía agrícola y commodities para el 

mercado (FAO, 2016). 

 

En el documento de Betancourt et al. (2017, p. 24), se hace el llamado a la revisión de los 

conceptos de conservación, con el fin de cuestionarse el sentido y objetivo de las políticas 

conservacionistas cartesianas y dualistas, que abogan por la preservación conservadora y 

el entretenimiento estético y que ignoran las relaciones que las diferentes culturas han 

establecido con la naturaleza, generando empobrecimiento del campesinado con la 

paradoja de que es este garante fundamental de la seguridad alimentaria de los humanos 

y de las condiciones de reproducción de la diversidad biológica, razones por las cuales 

deberían tener participación protagónica como actores y sujetos principales de las políticas 

ambientales. 

 

Se refiere también a la visión del etnoecólogo Víctor Toledo, quien sostiene que el modelo 

predominante de conservación de la biodiversidad, el cual se centra en la creación de 

parques, reservas y otras áreas naturales protegidas, es limitado y a largo plazo 

inoperante, por lo que propone una política en la materia que integra la memoria biocultural 

de los pueblos y la innovación en la investigación para la conservación (Betancourt et al., 

2017, p. 24). 

 

Recoge además el término de biodiversidad cultural, el cual se refiere al vínculo 

inescindible entre diversidad biológica y cultural y que implica que una relación con la 

naturaleza se puede materializar con fundamento en el reconocimiento y conservación de 

la diversidad humana. Punto reafirmado también por estudios y pronunciamientos de 

organizaciones expertas en materia de biodiversidad, las cuales destacan a las prácticas 

campesinas, en términos biológicos y culturales, como parte de la biodiversidad 

(Betancourt et al., 2017, pp. 25-26). 

 

Con base en las consideraciones anteriores, concluye que, desde la noción biológica, 

sociológica y geográfica, no se justifica la conservación sin campesinos; y que la especie 

humana debe ser considerada una especie más, con características naturales y 

adaptativas según aprendizajes históricos en cada espacio geográfico que habita 

(Betancourt et al., 2017, p. 26). 
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Propone entonces la construcción de políticas públicas de conservación de la biodiversidad 

desde varios componentes interdependientes, a saber: 

 

a) La biodiversidad biológica, como la variedad de formas de vida y de adaptaciones de 

los organismos al ambiente que encontramos en la biosfera; b) la biodiversidad cultural, 

entendida como la biodiversidad cultural de los pueblos y comunidades rurales 

tradicionales del mundo, en toda su gran expresión y diversidad de formas, indígenas, 

campesinas, afrodescendientes, entre muchas otras existentes sin distinción; c) la 

biodiversidad agrícola, como una materialización de la unidad entre una y otra, expresada 

en la coevolución entre los saberes y prácticas campesinas y su relación con bienes de la 

naturaleza de las que heredamos las semillas nativas tradicionales en su gran 

biodiversidad del mundo, y de los que en América Latina tenemos dos cunas 

importantísimas de la herencia agrobiodiversa de la humanidad, Mesoamérica y los Andes 

(Betancourt et al., 2017, pp. 25-26). 

 

El componente técnico del análisis realizado por los delegados de las comunidades 

campesinas en la mesa de concertación nacional con Parques Nacionales Naturales 

constituye un llamado a diseñar políticas públicas ambientales e instrumentos jurídicos que 

reconozcan el componente cultural en la preservación y conservación de la naturaleza, y 

en particular el importante papel de las comunidades campesinas en la seguridad 

alimentaria y en la reproducción de la diversidad biológica. 

 

Esta visión hace compatible la presencia de comunidades campesinas en áreas protegidas 

o de especial protección ambiental, ya que los considera actores principales en la 

conservación de los recursos naturales. Demuestra a través de datos que los principales 

agentes y motores de la conservación se relacionan con actividades agroindustriales y no 

con acciones propias de la economía campesina.   

 

En el mismo sentido, Mesa señala que, en la actualidad, el conocimiento y la apropiación 

del territorio por parte de las comunidades campesinas han conducido a que las formas de 

conservación campesina sean mucho más eficaces que las iniciativas estatales, dado que 

el Estado no tiene capacidad para adelantar una política de áreas protegidas sin gente 

(Mesa, 2019, pp. 180-183). 
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Mesa (2019, pp. 180-183) afirma que la política de parques sin gente, además de tener 

endebles fundamentos técnicos, genera desgaste institucional y es prácticamente 

imposible de alcanzar, por lo que propone una política basada en los acuerdos de 

conservación entre el Estado y los campesinos, en la que estos participen activamente en 

la conservación. 

 

Desde este enfoque, se encuentran argumentos técnicos que justificarían medidas 

jurídicas para permitir la formalización de la tenencia de la tierra de bienes baldíos en favor 

de campesinos en las áreas de parques nacionales naturales, y lograr así armonizar el 

derecho al ambiente sano con los derechos de las comunidades campesinas, sujetos de 

especial protección constitucional. 

 

Otro estudio que vale la pena referenciar en este punto es el del abogado Sergio Coronado 

(2012, p. 69), quien se ocupa de analizar lo relativo al acceso y gobierno de las 

comunidades sobre los bosques. Encuentra que las comunidades locales que habitan 

zonas de bosques se encuentran ante un escenario de inseguridad jurídica en cuanto a 

los derechos de acceso y administración de los bosques, los cuales se otorgan a favor de 

agentes privados o estatales, por lo que propone una interpretación constitucional sobre 

los derechos fundamentales relacionados con el acceso y administración de los bosques, 

capaz de equilibrar la situación a favor de las mencionadas comunidades. 

 

Se refiere a la tensión entre las perspectivas jurídicas para el abordaje del acceso a los 

bosques. Por un lado, la del derecho privado que considera a los bosques como bienes y, 

por tanto, objetos respecto de los cuales se pueden materializar relaciones de tenencia. 

En el otro extremo de la tensión está la del derecho público ambiental, según la cual existen 

múltiples restricciones para el acceso al derecho de propiedad sobre ciertos territorios, 

tales como las áreas protegidas. Concluye Coronado (2012, p. 70) que tales marcos 

normativos han resultado insuficientes, en términos de participación ciudadana y en el 

propósito de lograr los fines constitucionales de conservación del patrimonio cultural y 

ambiental. 

 

Para resolver tal tensión, propone Coronado (2012, p. 72) una solución desde el 

constitucionalismo social con soporte en los derechos fundamentales, subordinando la 

postura civilista y la del derecho público ambiental a los mandatos de la Carta 
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Constitucional. Lo anterior, identificando que los marcos normativos legales que soportan 

las visiones civilistas y del derecho público ambiental no contribuyen al logro de relaciones 

armónicas entre los hombres y la naturaleza. 

 

Desde la teoría de los derechos fundamentales, en el marco del constitucionalismo social 

y del Estado social de derecho, señala que el reconocimiento de que diferentes situaciones 

de acceso a los bosques por comunidades locales constituyen derechos fundamentales 

implica para los Estados acciones tendientes al acceso y administración de los bosques y 

para el logro una relación armónica entre el hombre y la naturaleza, en procura del logro 

de mínimos vitales para el primero y mejora en el estado de conservación para la segunda 

(Coronado, 2012, p. 75). 

 

Señala entonces que las tensiones relacionadas con el derecho al acceso y el uso de los 

bosques para las comunidades locales deben tener en cuenta las posiciones de estas y la 

relación de subsistencia con el territorio y las estrategias de conservación que han 

generado, respetando los sistemas de gestión que permiten la administración de los 

recursos de uso común. Por lo anterior, la aplicación de las normas de derecho privado y 

de derecho público ambiental deben restringirse cuando impiden que las comunidades 

locales accedan y administren los bosques (Coronado, 2012, p. 76). 

 

Coronado, ante la insuficiencia del derecho civil y del derecho público ambiental, plantea 

una solución desde el constitucionalismo social en la cual resultan compatibles el acceso 

y administración de las comunidades locales a los bosques. Si bien no se ocupa 

específicamente de los conflictos de uso, ocupación y tenencia en áreas de parques 

nacionales naturales, reconoce en tal acceso y administración, por parte de las 

mencionadas comunidades, un auténtico derecho fundamental que debe ser garantizado 

por el Estado adoptando políticas y medidas normativas que armonicen los derechos en 

tensión. 

 

En el análisis que realiza Coronado se encuentran argumentos en favor de la posibilidad 

de un régimen que permita a las comunidades campesinas una relación formal con la 

tenencia de la tierra en áreas protegidas y en particular en aquellas que conforman el 

Sistema de Parques Nacionales Naturales. El acceso a los bosques como derecho 

fundamental para las comunidades locales, quienes además han tenido una relación 
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histórica con el territorio, según lo estudiado en el primer capítulo de este documento, son 

factores que deben considerarse al estudiar tal posibilidad. 

 

Otro antecedente de suma relevancia en este análisis es el documento de política pública 

elaborado por Parques Nacionales Naturales (2001, p.24), denominado «Política de 

participación social en la conservación». En los fundamentos del mismo, se reconoce la 

insuficiencia e ineficacia de las políticas ambientales que se ocupan exclusivamente de la 

conservación sin el componente de participación y encuentra que estas estimulan modelos 

economicistas, más que la generación de cambios culturales y estructurales. 

 

Identifica la necesidad de generación de desarrollo social y cultural a través del diálogo de 

saberes que mejore las condiciones de vida de las comunidades, reconociendo y 

respetando las diferencias, generando trabajo conjunto en procura de mejorar las 

relaciones con la naturaleza y con las áreas protegidas. Define la conservación como «un 

ejercicio de interacción social dentro de un proceso de concertación de intereses, 

percepciones, orientado por el análisis y comprensión de las relaciones entre la sociedad 

y la naturaleza» (Parques Nacionales Naturales, 2001, p. 25). 

 

Es claro entonces que el eje fundamental sobre el que se cimentaba la política ambiental 

en 2001 era el de la interacción entre la naturaleza y la sociedad, que reconoce esta última 

como producto histórico y la primera como proceso evolutivo, que a pesar de su origen se 

relacionan y requieren de armonización. 

 

El lema de la política era «parques con gente» y procuraba la generación de 

transformaciones culturales de la sociedad frente a la naturaleza, cambios que se 

materializarían en la apropiación de la importancia de los bienes y servicios naturales 

generados por las áreas naturales lo que conduciría a su valoración y conservación, la cual 

no se daría por un mero acatamiento de la norma (Parques Nacionales Naturales, 

2001, p. 26). 

 

Otro de los fundamentos de la mencionada política era el reconocimiento y valoración de 

los diferentes actores que hacían presencia en las áreas protegidas, y así comprender el 

vínculo histórico que tienen con el territorio, su identidad sociocultural, sus modelos de 

ocupación del territorio y sus prácticas ambientales. 
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El documento de política (Parques Nacionales Naturales, 2001, p. 26) también afirmaba 

que la planeación y el manejo deberían ser el resultado del trabajo concertado entre la 

institucionalidad y las comunidades u organizaciones, con lo que las reconocía como 

sujetos activos y no objetos pasivos de la protección en las áreas. 

 

Se proyectaba además como una política con capacidad de contribuir a la construcción de 

la paz desde el componente ambiental, y así otorgar relevancia a la necesidad de proteger 

y respetar los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, como condiciones 

esenciales para satisfacer el derecho colectivo al ambiente sano (Parques Nacionales 

Naturales, 2001, p. 27). 

 

Tras reconocer que algunas de las actuales áreas del Sistema de Parques Nacionales 

Naturales (2001, p. 27) son espacios de violencia, exclusión política, social y étnica, 

proponía escenarios de transición en los que se introdujeran criterios e interpretaciones 

constitucionales que contribuyeran a la solución de conflictos de uso y ocupación. 

 

En este sentido, dadas las restricciones legales que no permiten la inversión social y el 

libre desarrollo de asentamientos humanos, planteaba la proyección de mecanismos de 

transición para la ordenación de áreas con presencia humana (Parques Nacionales 

Naturales, 2001, p. 24). 

 

En este punto, propuso los sistemas agrarios para la conservación como estrategia que 

impulsaría procesos de organización social, formación comunitaria y de formulación y 

cogestión de proyectos con impacto local para la planificación predial de fincas 

campesinas, al ordenamiento pesquero comunitario, y así procurar el mejoramiento de las 

condiciones de vida de tales comunidades para generar reales procesos de conservación 

(PNN, 2001, p. 33). 

 

Tales sistemas agrarios eran entendidos como procesos productivos o extractivos 

compatibles con la conservación, que contribuían al mejoramiento del estado de 

conservación de las áreas y simultáneamente satisfacían las necesidades de las 

comunidades campesinas vulnerables que las habitan. En el documento de política, se 

señalaba que para la implementación de los sistemas debían considerarse factores de 
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orden social como la ocupación previa a la declaratoria del área protegida, la presencia de 

colonos y el traslape con territorios de comunidades étnicas. Al respecto, también 

mencionaba que: 

Los sistemas agrarios sostenibles intentan, desde una visión general, integrar varios 

campos del conocimiento con profundas reflexiones étnicas que reconocen en el estudio de 

la agricultura tradicional, los usos culturales de la biodiversidad y el conocimiento popular, 

un pilar fundamental de su origen (Parques Nacionales Naturales, 2001, p. 34). 

 

El documento de política pública reconoce el importante grado de insatisfacción de 

derechos de las comunidades campesinas asentadas en las áreas de parques nacionales 

naturales, da cuenta de los procesos históricos aparejados a la violencia que condujeron 

a estas comunidades a habitar estos espacios, identifica además las estrictas restricciones 

del marco normativo para brindar alternativas a esta población y propone esquemas de 

transición que en la práctica comportan modificaciones al régimen de usos y de tenencia 

en estas áreas. 

 

Desafortunadamente, esta política no tuvo mayor impacto, ya que no estuvo acompañada 

de las modificaciones al ordenamiento jurídico necesarias para su implementación. 

Posterior a la expedición de la misma, se mantuvieron vigentes las normas relacionadas 

con el restrictivo régimen de usos y tenencia vigentes a la fecha. 

 

Sin embargo, tal documento aporta elementos técnicos construidos por la propia 

institucionalidad, fundamentales para dar respuesta a lo que se indaga en este acápite y 

para la búsqueda de una solución estructural a la problemática situación de derechos de 

las comunidades campesinas y a su vez, para contribuir al mejoramiento del estado de 

conservación de las áreas. 

 

Aunque el documento no se refiere a una adjudicabilidad de baldíos dentro de las áreas 

de parques nacionales naturales, sí es contundente en afirmar que se requiere un régimen 

de transición para las comunidades locales con arraigo histórico en el territorio, lo cual 

implica alternativas para que su permanencia en el lugar sea «legal», así como los usos 

que realizan. 

 



 121 

 

El documento también encuentra que técnicamente es posible el desarrollo de ciertas 

actividades agropecuarias, bajo determinados estándares, con los fines de conservación 

que se pretende con la declaración y delimitación de las áreas de parques nacionales 

naturales. 

 

Con la anterior afirmación se deducen argumentos a favor de un posible régimen especial 

que permita la formalización de la relación de tenencia para comunidades campesinas con 

arraigo histórico en el territorio y en situación de vulnerabilidad. Si se reconoce que las 

comunidades campesinas contribuyen, bajo ciertos estándares, como actores activos a la 

conservación, ¿por qué no es viable la formalización de la tenencia de la tierra a 

campesinos con las condiciones antes indicadas? 

 

Se vuelve, tras la revisión de los documentos antes analizados, al cuestionamiento sobre 

la necesidad de la medida de inadjudicabilidad de baldíos en las áreas de parques 

nacionales naturales. Se tiene claro que dicha inadjudicabilidad proviene directamente de 

la Constitución de 1991, la cual consagró expresamente en el artículo 63 que tales bienes 

eran inalienables, inembargables e imprescriptibles y tenían la naturaleza jurídica de 

bienes de uso público. 

 

Se comparte la visión del Constituyente en blindar estas áreas para que no puedan 

ingresar al mercado de tierras, en aras de conservarlas para la materialización del derecho 

al ambiente sano, consagrado en el artículo 79 constitucional. Sin embargo, la restricción 

en materia de adjudicación desconoció procesos históricos de ocupación del territorio, 

descritos en el primer acápite de este documento, que obligaron a comunidades 

campesinas a ocupar áreas que actualmente han sido declaradas parte del Sistema de 

Parques Nacionales Naturales y desarrollar allí su proyecto de vida. 

 

Se evidenció en los documentos analizados, para establecer la necesidad del estricto 

régimen en materia de adjudicación, que una visión que excluya la interacción entre el 

hombre y la naturaleza es insuficiente e ineficaz, que los habitantes de las áreas protegidas 

deben ser considerados actores partícipes de la construcción de la política ambiental y que 

existen actividades humanas, incluso agropecuarias, que pueden contribuir a la 

conservación de las mencionadas áreas.  
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También se encontró que, desde una política integradora de campos biológicos, 

sociológicos e históricos, no es justificable la conservación sin campesinos y que los 

humanos y sus constructos sociales y culturales deben ser considerados productos 

históricos en constante interacción con la naturaleza. 

 

Ahora bien, se recuerda, como se estudió en el acápite de estándares jurisprudenciales, 

que la Corte Constitucional justificó la inalienabilidad de los parques nacionales naturales 

(de la cual se desprende la inadjudicabilidad de baldíos), en la necesidad de salvaguardar 

tales áreas con el fin de garantizar los recursos necesarios para la materialización del 

derecho al ambiente sano de las generaciones presentes y futuras. Por lo anterior, 

interpretó que la voluntad del constituyente era que tales áreas se mantuvieran afectadas 

a las finalidades que les son propias (Sentencia C-649 de 1997).  

En otros términos, para la Corte Constitucional, la inadjudicabilidad de baldíos en áreas 

que conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales encuentra fundamento en la 

necesidad de mantener y mejorar el estado de conservación de las mismas, cumpliendo 

con los fines y objetivos previstos en su declaratoria y, en consecuencia, materializando el 

ambiente sano como principio orientador y derecho colectivo garantizado en la Carta. 

 

Se considera, tras el estudio de los argumentos expuestos en cada uno de los documentos 

analizados, que existen alternativas que permitirían formalizar la tenencia de la tierra a 

comunidades campesinas que habitan y hacen usos en parques nacionales naturales; que, 

aunque no les otorgue el título de propiedad, si les permita usufructuar el predio que 

ocupan.   

 

Una medida de este tipo, aparejada a un régimen de usos acorde a los fines de las referidas 

áreas, armonizaría el derecho colectivo al ambiente sano y los derechos de las 

comunidades campesinas sujetos de especial protección constitucional, en especial el de 

acceso a la propiedad de la tierra previsto en el artículo 64 de la Carta. 

De esta manera se reconocería la importancia del componente cultural en la conservación 

y el papel de las comunidades campesinas en tal tarea. Además, sería un importante 

aporte a la construcción de paz, toda vez que resolvería parcialmente una de las causas 

estructurales del conflicto colombiano, la relacionada con el acceso a la propiedad de la 

tierra rural. 
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Corresponde ahora analizar la necesidad del restrictivo régimen de usos previsto en las 

normas mencionadas en acápites anteriores ─principalmente la Ley 2 de 1959, el Decreto 

2811 de 1974 y el Decreto 622 de 1977─, el cual excluye la posibilidad de realizar 

actividades asociadas a la economía campesina, como la agricultura y la pesca.  

 

Tal medida, como se ha explicado en este documento, tiene por finalidad mantener y 

mejorar el estado de conservación de las áreas protegidas, procurar que la intervención 

humana sea mínima y que se realicen actividades consideradas acordes con los fines de 

las mismas.  

 

Supone que la actividad humana, especialmente la relacionada con las actividades 

agropecuarias, genera un impacto negativo para la conservación de las áreas, por lo que 

deben prohibirse. Lo anterior hace inaplicable el ordenamiento programático previsto por 

los artículos 64, 65 y 66 de la Constitución Nacional y restringe casi completamente los 

derechos de los campesinos, sujetos de especial protección constitucional. 

 

Tal régimen de usos se inscribe dentro de aquellas teorías en los que prima la preservación 

conservadora y el entretenimiento estético, y desconoce las relaciones culturales que las 

comunidades campesinas han establecido con la naturaleza (Betancourt et al., 

2017, p. 24). 

 

Ese modelo conservacionista, que además se fundamenta en la creación de parques y 

otras áreas protegidas, como se señaló anteriormente, es considerado a largo plazo 

ineficaz e inoperante por su ruptura entre el hombre y la naturaleza. El mismo recibe 

críticas que señalan que no se justifica la conservación sin campesinos y que el hombre 

debe considerarse como una especie más con características naturales y procesos 

históricos en cada espacio geográfico que habita (Betancourt et al., 2017, p. 26). 

 

Como se observó anteriormente, el documento de política pública denominado «Política 

de participación social en la conservación», proferido por la entidad encargada de la 

administración y manejo de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, 

admitió la posibilidad de desarrollar sistemas agrarios para la conservación como una 

estrategia que, mediante la planificación predial de fincas, contribuye al mejoramiento de 

las condiciones de vida y genera reales procesos de conservación, además de reconocer 
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los procesos históricos de ocupación del territorio con los ciclos de colonización y despojo 

descritos en el primer capítulo de este documento. 

 

Coronado (2012, p. 75), desde la teoría de los derechos fundamentales, en el marco del 

constitucionalismo social, plantea la necesidad de reconocer como derecho fundamental 

el acceso a los bosques para las comunidades locales que habitan y hacen usos en áreas 

protegidas o de especial importancia ambiental. 

 

Para el autor, la tensión relacionada con el acceso y uso de los bosques por parte de las 

comunidades locales debe considerar las posiciones de estas, la relación de subsistencia 

con el territorio y las estrategias de conservación que históricamente han desarrollado. Así, 

señala que la aplicación de normas de derecho público o privado deben ser restringidas 

cuando impiden a las comunidades el uso y administración de los bosques (Coronado, 

2012, p. 76). 

 

En este punto es preciso recordar que el Consejo de Estado y la Corte Constitucional han 

proferido fallos en casos concretos, en los que han advertido la necesidad de adoptar 

medidas tendientes a armonizar los derechos de campesinos o pescadores sujetos de 

especial protección constitucional que habitan o hacen usos en los parques nacionales 

naturales, con el derecho al ambiente sano que pretende garantizar con la declaratoria de 

tales áreas. 

 

Se recuerda el caso del pescador artesanal a quien le había sido demolida su vivienda 

ubicada en el Parque Nacional Bahía Gayraca, en el que el Consejo de Estado protegió 

los derechos fundamentales del actor, tras considerar que la consecuencia de la actuación 

administrativa que ordenó la demolición generaba un estado de desprotección, no solo de 

esta persona, sino también de todos aquellos que se encontraban en esta situación. 

   

Al percatarse de la tensión de derechos en el caso concreto, el Consejo de Estado encontró 

que la actividad de pesca artesanal (la cual goza de especial protección constitucional) 

realizada por el accionante en el parque, en el cual había construido su humilde vivienda, 

era su profesión u oficio de la cual derivaba su sustento y garantizaba su mínimo vital; 

advirtió la necesidad de intervención del Estado para garantizar los derechos de las 

comunidades vulnerables y desprotegidas (Acción de Tutela AC-2835). 
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El Consejo de Estado realizó, en el caso concreto, un ejercicio de ponderación, entre los 

derechos fundamentales del accionante, sujeto vulnerable, y el derecho colectivo al 

ambiente sano. En este análisis, observó las condiciones de los procesos de ocupación de 

las áreas protegidas, las condiciones subjetivas del actor y su especial protección 

constitucional y los fines propios del Estado social de derecho. 

 

También es preciso referirse en este punto a lo previsto por el Convenio sobre la Diversidad 

Biológica, aprobado en Colombia mediante la Ley 165 de 1994, el cual reconoció: 

La estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades locales y poblaciones 

indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos biológicos y la 

conveniencia de compartir equitativamente los beneficios que se derivan de la utilización de 

los conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas pertinentes para la 

conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes […].  

 

En el mismo sentido, el literal j del artículo 8 del mencionado convenio, señaló que cada 

parte contratante debía, en la medida de lo posible, respetar, preservar y mantener los 

conocimientos, innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que 

entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y utilización 

sostenible de la diversidad biológica, promoviendo su aplicación más amplia con la 

aprobación y participación de quienes poseen estos conocimientos y prácticas. 

 

Los estudios y documentos de política pública, así como el estándar jurisprudencial, en 

cuanto al régimen de usos, analizados en extenso anteriormente, evidencian la existencia 

de alternativas distintas al estricto régimen de usos vigente para las áreas de parques 

nacionales naturales. Tales alternativas concilian el desarrollo de actividades 

agropecuarias tradicionales campesinas, prácticas culturales a través de las cuales las 

comunidades campesinas han conservado las actuales áreas protegidas, con el derecho 

colectivo al ambiente sano que se pretende garantizar con la declaratoria de las mismas. 

 

Se tiene entonces que el actual régimen de usos de las áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales, el cual tiene origen legal, no satisface los requisitos de necesidad 

del test de ponderación, toda vez que existen medidas menos restrictivas para los 
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derechos de origen constitucional de las comunidades campesinas que habitan y hacen 

usos en tales áreas. 

 

Al revisar la fecha de expedición de las normas que contienen el mencionado régimen de 

usos, se encuentra que estas fueron expedidas con anterioridad a la Constitución de 1991. 

Lo anterior explica, en parte, que no estén ajustadas al ordenamiento programático 

constitucional previsto en favor de las comunidades campesinas y contenido en los 

artículos 64, 65 y 66 de la Carta, principalmente. 

 

Se hace necesario entonces la expedición de un régimen especial de usos para los 

parques nacionales naturales que esté en armonía con la Constitución de 1991, con los 

convenios internacionales suscritos y aprobados por el Estado, que realice, en la medida 

de lo posible para estas áreas, los derechos constitucionales de las comunidades 

campesinas. 

 

Tal régimen debería permitir el desarrollo de actividades agropecuarias tradicionales 

campesinas compatibles con la conservación, reconocería las prácticas culturales 

campesinas que han contribuido a la preservación de las áreas y haría partícipes a las 

comunidades de la administración de las mismas, para armonizar, en la máxima medida 

posible, los derechos constitucionales de tales comunidades y el ambiente sano en la triple 

dimensión analizada en este documento. Se aclara que tal régimen de usos sería especial 

y exclusivo para sujetos campesinos en condición de vulnerabilidad y con una relación 

histórica con el territorio en los términos indicados en este estudio. 

 

Ahora bien, en cuanto a las restricciones relacionadas con acceso a bienes y servicios 

públicos para la población campesina que habita y hace usos en áreas de parques 

nacionales naturales es consecuencia del estricto régimen de tenencia y usos vigente, en 

virtud del cual se consideran ilegales las actividades asociadas a la economía campesina 

y la ocupación de predios realizada por esta población. 

 

Efecto de la no satisfacción de los requisitos de necesidad del actual régimen de usos de 

parques nacionales naturales y de la existencia de actividades agropecuarias campesinas 

compatibles con la conservación de las áreas, así como de prácticas culturales campesinas 

que contribuyen al mejoramiento del estado de conservación de los parques, deviene en 
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innecesario el restrictivo marco jurídico que impide el acceso a bienes y servicios públicos 

a la población en mención, el cual compromete además el mínimo vital de tal población. 

4.2 Del examen de proporcionalidad en sentido estricto15 

Como se analizó en el acápite de estándares jurisprudenciales, con la Constitución de 1991 

se le otorgó a la protección del medioambiente un lugar privilegiado, tanto que en la Carta 

existe una Constitución ecológica. Para la Corte, tal protección resulta necesaria en aras 

de garantizar la vida del hombre y demás especies que habitan el territorio, además de las 

generaciones futuras (Acción de Tutela AC-2835). 

 

El ambiente sano es, entonces, un derecho constitucional fundamental para el hombre; el 

Estado se encuentra obligado, con la participación de la comunidad, a garantizar su 

conservación y debida protección. 

 

En el anterior contexto, ampliamente explicado en capítulos anteriores, es evidente la 

importancia que tiene el ambiente sano en el ordenamiento constitucional colombiano; se 

le considera un principio estructurante del mismo, de cuya garantía depende la vida de las 

generaciones presentes y futuras y la sostenibilidad nacional. 

 

Por lo anterior, le corresponde al Estado realizar todas las acciones tendientes a la 

conservación de los recursos naturales y, en general, a la garantía del ambiente sano del 

cual depende la vida humana y de todas las especies que habitan el territorio, principio y 

derecho de capital importancia. 

 

Por otro lado, el campesinado colombiano, analizado como sujeto histórico, ha sido una 

de las víctimas principales de los sucesivos periodos de violencia acaecidos en el país. Su 

                                                
 

15 El principio de proporcionalidad es definido como «prohibición de exceso», considerando su 
función especial de control jurídico a las restricciones de derechos fundamentales. En el derecho 
alemán se ha reconocido la aplicación del principio de proporcionalidad como prohibición de 
defecto en la determinación de ciertos deberes estatales de protección a la persona (Montealegre 
et al., 2014, p. 15). Schlink (Montealegre et al., 2014, p. 119) afirma que la proporcionalidad en 
sentido estricto exige que el fin perseguido por el Estado y el medio que pesa sobre el ciudadano 
se encuentren en una relación correcta, conforme al valor, rango, relevancia, significado, 
importancia y cualidad. 
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devenir se encuentra ligado a la marginación, al despojo y al continuo desconocimiento de 

sus derechos en marcos de política pública y normativos, que en su mayoría han sido 

desfavorables y que cuando les han sido beneficiosos han sido burlados o inaplicados. 

  

El recurso del que depende su sustento y la realización de su proyecto de vida es la tierra, 

alrededor de la cual se construyen sus relaciones sociales, culturales, políticas y 

económicas. El acceso a la propiedad y usos de tal recurso les ha sido continuamente 

negado y el trabajo que han desarrollado ha sido instrumentalizado para dar apertura a la 

frontera agropecuaria, luego despojarlos y desplazarlos hacia zonas inhóspitas del 

territorio y así, obligarles a iniciar nuevos procesos de colonización. 

 

La Constitución del 91 consagró como principio fundante la protección de la riqueza cultural 

y natural de la Nación. Además, contempló un ordenamiento programático en los artículos 

64 a 66, como se estudió previamente, mediante el cual busca que el Estado garantice los 

derechos de acceso a la propiedad de la tierra, al uso de tal recurso, y a la dotación de 

servicios y bienes públicos a la población campesina, sujeto de especial protección 

constitucional, en razón a las históricas condiciones de marginalidad y pobreza que ha 

padecido. 

 

La Constitución de 1991 reconoce además el valor de la cultura campesina en la 

construcción de Nación, el cual se materializa, entre otras cuestiones, en su aporte a la 

seguridad alimentaria, y en su relación con la naturaleza, la cual ha permitido la 

conservación de esta en algunas zonas del territorio. 

 

En razón a la protección de las riquezas culturales de la Nación, prevista en la Constitución 

como principio fundante del Estado social de derecho y considerando las razones 

históricas que dieron lugar a la necesidad de consagrar el ordenamiento programático 

constitucional en favor de las comunidades campesinas, el aporte de estas a la seguridad 

alimentaria, se tiene que sus derechos tienen una importancia estructural en la Carta 

del 91. 

 

Analizada la importancia de los derechos constitucionales en tensión y observado el 

carácter estructural que ocupan en el ordenamiento constitucional colombiano y, tras 

entender que su realización es de trascendental importancia para el logro de los fines del 
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Estado Social de Derecho, corresponde afirmar que el grado de afectación de los derechos 

de las comunidades campesinas que habitan áreas de parques nacionales naturales es 

alto, dado el régimen de usos y tenencia vigente para las mismas16. 

 

Tal régimen anula casi totalmente la posibilidad de materialización de derechos 

constitucionales para las comunidades campesinas que habitan o hacen usos en estas 

áreas. Como se analizó en extenso, impide el acceso a la propiedad de la tierra por parte 

de comunidades campesinas e imposibilita que estas realicen cualquier actividad asociada 

a la economía campesina, fuente tradicional e histórica de sustento y garantía de 

satisfacción del mínimo vital17. 

 

Según cifras del Censo Nacional Agropecuario 2014, el 47 % de las viviendas ocupadas 

en las áreas censadas del Sistema de Parques Nacionales Naturales no tiene ningún 

servicio público. El 14 % de la población residente en estas áreas no ha estudiado, el 

45,3 % apenas cuenta con estudios de básica primaria y el 15,6 % de básica secundaria. 

El Censo también reporta que el 65 % del total de la población residente en el área rural 

dispersa censada en el SPNN se clasifica en situación de pobreza18. Sin embargo, llama 

la atención que esta población es un 19,4 % más pobre, en comparación con el total 

nacional, lo que indica que se encuentra entre la más pobre del país. 

 

La medida implementada ─el régimen de tenencia y usos vigente─ tiene la intención de 

desincentivar la ocupación y el uso de las áreas con el presunto fin de mantener o mejorar 

el estado de conservación de las áreas, partiendo de la base de que la actividad humana 

genera afectación negativa respecto de las mismas. Lo anterior no es válido para las 

                                                
 

16 Schlink (Montealegre et al., 2014, p. 144) señala que prohibición de exceso es otra denominación 
acertada para el principio de proporcionalidad y se da cuando la medida adoptada por el Estado va 
más allá de lo necesario e idóneo. 
17 Para Somek (Montealegre et al., 2014, pp. 195-203), la igualdad entendida como prohibición de 
discriminación sirve como principio crítico para el enjuiciamiento de modelos de ordenamiento, por 
lo que el principio de igualdad exige la justicia material de la regulación; afirma además que puede 
existir un problema de igualdad cuando existen restricciones intensas de las libertades. En el caso 
de las restricciones a las comunidades campesinas en las áreas de parques nacionales naturales, 
existe un problema de igualdad toda vez que se somete a esta población a condiciones de pobreza 
y marginación, inferiores incluso a los de los demás campesinos pobres, según la información del 
DANE citada en el documento. 
18 Índice DANE de pobreza multidimensional ajustada. 
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comunidades indígenas y negras, quienes tienen regímenes especiales de uso y tenencia, 

como se ha explicado. 

 

Tal medida, como se indicó en el aparte en el que se analizó la necesidad, se inscribe en 

el marco de las teorías conservacionistas que propugnan por la declaratoria de áreas 

protegidas en las que la presencia del hombre resulta incompatible y por tanto debe ser 

«expulsado» del territorio en aras de la conservación «prístina» de la naturaleza. 

 

Como también se indicó, tales teorías son discutibles y han sido consideradas insuficientes 

e ineficaces por quienes sostienen que el hombre debe ser tratado como otra especie que 

habita el área, con observancia del proceso histórico que lo condujo a la ocupación del 

territorio, las relaciones sociales que en este ha construido y las prácticas culturales 

tradicionales que han permitido la preservación de la naturaleza. 

 

Se tiene entonces que las políticas públicas y los regímenes jurídicos que excluyen al 

hombre de las áreas estrictas de protección, como los parques nacionales naturales, tienen 

críticas en cuanto su eficacia técnica y de conservación de la naturaleza. 

  

Se determinó además que existen alternativas que hacen compatible la presencia de 

comunidades locales campesinas y étnicas que han desarrollado prácticas ancestrales y 

culturales, tendientes a la protección del territorio y de la naturaleza. 

 

De esta manera, el posible beneficio de un Sistema de Parques Nacionales Naturales sin 

la presencia de comunidades campesinas que hagan uso o habiten las áreas resulta 

discutible desde lo meramente técnico y mucho más desde lo político y constitucional, en 

el marco del Estado social de derecho. 

 

Ahora bien, el riesgo que comporta tal medida ha sido esbozado a lo largo de este 

documento: la revictimización de una población ─sujeto de especial protección 

constitucional, históricamente despojada de su tierra y sometida a condiciones de pobreza 

y marginalidad─, a la cual se le priva de la materialización de sus derechos y de la 

realización de un proyecto de vida en condiciones de dignidad, así como de la posibilidad 

de acceder a la propiedad de la tierra, de usarla y de desarrollar actividades propias de su 

cultura y tradición, con las cuales además han contribuido a la conservación del territorio. 
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De lo analizado se infiere que pueden obtenerse similares beneficios con una medida 

menos restrictiva de los derechos del campesinado colombiano. Así, un régimen de usos 

que permita realizar algunas actividades tradicionales de la economía campesina 

compatibles con la conservación, como lo sistemas agrarios sostenibles propuestos por la 

Unidad de Parques Nacionales Naturales en la «Política de participación social en la 

conservación», contribuirían a la materialización de derechos de tales comunidades, 

enmarcando sus actividades dentro de la formalidad, permitiéndoles acceder a bienes y 

servicios públicos. 

 

Un hipotético régimen de usos como el propuesto, que reconociera las prácticas culturales 

campesinas que contribuyen en la conservación de los parques nacionales naturales, que 

permitiera la realización de actividades agropecuarias compatibles con la preservación de 

los mismos, que fuera participativo e incluyente con estas comunidades y que 

consecuentemente les permitiera acceder a bienes y servicios públicos, se ajusta mucho 

más a la Constitución del 91, que el actual régimen preconstitucional y que desconoce por 

completo los derechos del campesinado. 

 

El hipotético régimen propuesto no disminuiría el nivel de protección ambiental de las 

áreas; por el contrario, como proponen algunos autores previamente analizados, 

comprendería al hombre como una especie más y lo reconocería además como sujeto que 

guarda una relación histórica con el territorio y que es importante en la preservación del 

mismo. 

 

Es preciso recordar, como se ha reiterado en el texto, que tal régimen sería exclusivo para 

comunidades campesinas tradicionales en condiciones de vulnerabilidad, que habitan y 

hacen uso de las áreas mediante prácticas culturales históricas asociadas a la economía 

campesina y que derivan su sustento de las mismas. 
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4.3 La relación de proporcionalidad entre beneficio 
perseguido y el daño producido19 

 

Se ha reiterado hasta la saciedad la importancia del ambiente sano en la triple dimensión 

prevista en la Constitución; los parques nacionales naturales son instrumentos 

fundamentales para la materialización del mismo y para la preservación y conservación de 

la naturaleza y los recursos naturales. 

 

Es un imperativo constitucional que atraviesa no solo la política pública y la normativa 

ambiental, sino que trasciende a todos los sectores y actores institucionales y privados y 

que ocupa un lugar transversal en el ordenamiento jurídico colombiano. 

 

Sin embargo, el actual régimen de usos previsto para los parques nacionales naturales, 

anterior a la Constitución de 1991, hace inaplicables los derechos fundamentales de 

comunidades que han sido sometidas históricamente a la violencia, el despojo y la 

marginación y que ocupan actualmente tales áreas debido a ciclos sucesivos de 

colonización y posterior despojo, de los cuales han sido beneficiados élites empresariales 

y terratenientes. 

 

El actual régimen de usos impone restricciones intensas a los derechos fundamentales de 

tales comunidades, lo cual origina incluso un problema de igualdad, entendida esta como 

«el derecho a la libertad de los socialmente débiles, esto es, aquellos cuya felicidad de 

vida amenaza con fracasar, al no poder desarrollar aquellas características que los 

sistemas distributivos existentes convierten en punto de conexión de un trato social 

preferente» (Somek, en Montealegre et al., 2014, p. 212). 

Es viable un régimen de usos de las áreas de parques nacionales naturales que, en 

armonía con la Constitución de 1991, garantice los derechos de las comunidades 

campesinas, sujetos de especial protección constitucional, reconociendo sus prácticas 

                                                
 

19 Para Hoffman (Montealegre et al., 2014, p. 352), la ponderación justa resulta del análisis de cuatro 
factores: 1. la averiguación de todos los intereses que, conforme al asunto, deben incorporarse a la 
ponderación, 2. la averiguación de las opciones de acción disponibles, 3. los pronósticos necesarios 
sobre las consecuencias hipotéticas de la ponderación y 4. sopesar los efectos de las posibles 
medidas y compararlas haciendo un balance. 
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culturales para la conservación de la naturaleza, que permita algunas actividades 

asociadas a la economía campesina compatibles con la conservación y que a su vez 

contribuya al mantenimiento de tales áreas y, por ende, a un ambiente sano. 

 

Tal régimen, al formalizar sus usos, arrojaría como consecuencia el acceso a bienes y 

servicios públicos, cuestión básica para la materialización de sus derechos y la realización 

de un proyecto de vida en condiciones de dignidad. 

 

También se considera necesario que se establezca un régimen especial de tenencia en 

favor de estas comunidades que permita un usufructo que garantice el acceso formal a la 

tierra y, en consecuencia, contribuya a la materialización de sus derechos, así como al 

reconocimiento de su relación histórica con el territorio. 

 

Un régimen como el propuesto, que modifique el actual de tenencia y usos para 

comunidades campesinas vulnerables que habiten los parques nacionales naturales; que 

permita, a través del usufructo, la tenencia formal de la tierra, y que contemple la posibilidad 

de usos asociados a la economía campesina compatibles con los objetivos de 

conservación de las áreas mencionadas, se ajusta más a la Carta del 91 que el actual, ya 

que realiza, en la mayor medida de lo posible, los derechos constitucionales de las 

comunidades, sin sacrificar la materialización del ambiente sano que se pretende con la 

declaratoria de las mismas. 

 

Contribuiría a la reivindicación de los derechos del campesinado y a sus luchas históricas 

por la tierra y en alguna medida realizaría el principio constitucional de igualdad, 

procurando superar la estructural marginación, exclusión y pobreza asociada a la violencia 

sufrida por tal población. 

 

Como se observó, tal régimen cuenta con sustento técnico, que justifica la existencia de 

medidas como los sistemas agrarios sostenibles; jurídico-constitucional, que posibilita la 

adopción de acciones como el usufructo de predios en parques nacionales naturales, y 

modificaciones en el régimen de usos, que armonicen de mejor manera derechos 

constitucionales; además, fundamento histórico, en la medida que reconocería las causas 

de este orden que originaron el conflicto. 
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Permitiría que las comunidades campesinas ostenten una tenencia formal de la tierra que 

han trabajado, sin que se alcance el título de propiedad; que desarrollen prácticas 

culturales tradicionales compatibles con el ambiente sano, que les permiten conservar su 

cultura y realizar un proyecto de vida en condiciones de dignidad. 

 

El actual régimen de usos y tenencia en las áreas de parques nacionales naturales 

desconoce el ordenamiento programático previsto por la Constitución de 1991 para el 

campesinado colombiano, torna en irrealizables los derechos constitucionales de los 

campesinos en tales áreas y desconoce los procesos históricos de despojo que condujeron 

a la ocupación de las mismas. 

 

En este capítulo, se sometió el actual régimen de usos y tenencia de los parques 

nacionales naturales al juicio de proporcionalidad y se encontró que el mismo busca un fin 

constitucionalmente legítimo y que las medidas resultan idóneas para alcanzarlo. Sin 

embargo, se determinó que las mismas no satisfacen los supuestos de la necesidad. 

 

Al realizar el test de proporcionalidad, en sentido estricto, se estableció, tras un ejercicio 

de argumentación, con componentes jurídicos, históricos y técnicos, que incluyó análisis 

de terceros, estudio de documentos de política pública y valoraciones propias que existen 

potenciales medidas que, en el marco de la Constitución Nacional, realizarían en la mayor 

medida posible los derechos en tensión, sin sacrificar en exceso los derechos superiores 

de las comunidades campesinas. Por lo anterior, se considera que deben realizarse las 

modificaciones de orden jurídico necesarias para la modificación de tal régimen en los 

términos explicados en este capítulo. 



 

 
 

5.  Conclusión 

La causa estructural del conflicto colombiano es la lucha por la tierra. Desde la Colonia 

hasta nuestros días ha persistido tal causa sin que se haya logrado resolver de manera 

profunda. Lo anterior, dado el poder económico y político de las élites terratenientes que 

han frustrado cualquier intento de reforma que haga un poco más justa la distribución de 

la tierra y posibilite el acceso a tal recurso por la población campesina. 

 

Consecuencia de lo anterior ha sido el continuo despojo de la tierra trabajada por los 

campesinos, causado por empresarios territoriales, élites terratenientes y actores 

armados, quienes han contado para tal propósito con políticas públicas e instrumentos 

jurídicos favorables a sus fines. 

 

Lo anterior condujo a que población campesina se asentara en zonas cada vez más 

alejadas de la frontera agropecuaria, incluyendo las áreas que actualmente tienen la 

naturaleza jurídica de parques nacionales naturales. Pretender, como lo hace el actual 

régimen de usos y tenencia, que a tal población se le nieguen los derechos por habitar 

estas áreas conduce a su revictimización y a abrir un nuevo capítulo en la historia de su 

despojo, esta vez, en cabeza del Estado. 

 

El proceso histórico de ocupación del territorio, que generó la ocupación de los actuales 

parques nacionales naturales, materializa un conflicto de derechos constitucionales entre 

el ambiente sano que se pretende salvaguardar con la declaratoria de las mencionadas 

áreas y los derechos superiores del campesinado colombiano, sujeto de especial 

protección constitucional. 

 

En este documento, se estudiaron los estándares jurisprudenciales de cada uno de los 

derechos en tensión, evidenciado la alta importancia de ambos en el ordenamiento jurídico 
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colombiano para el logro de los fines del Estado social de derecho, y se observó que la 

Corte ha realizado ejercicios de ponderación en casos concretos sin que haya resuelto el 

conflicto de fondo. 

 

El actual régimen de usos y tenencia en parques nacionales naturales se sometió al juicio 

de ponderación y se encontró que las medidas que contempla no satisfacen el criterio de 

necesidad, ya que existen otras que contribuirían a la realización del ambiente sano sin el 

sacrificio absoluto de los derechos de las comunidades campesinas. 

 

El régimen actual perpetúa las condiciones de vulnerabilidad y pobreza de tales 

comunidades, les impide tener una vida digna y las somete a la histórica marginación que 

han padecido, haciéndoles proclives a nuevos ciclos de violencia. 

 

Por lo anterior, se precisa de una modificación de tal régimen por otro que formalice la 

relación de tenencia con la tierra, que implique el desprendimiento del usufructo por parte 

del Estado en favor de los campesinos vulnerables que ocupan predios en las 

mencionadas áreas, y que permita usos asociados a la actividad campesina compatibles 

con el medioambiente, reconociendo las prácticas de conservación de tales comunidades 

y su relación histórica con el territorio.
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